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PROLOGO

La presente obra se proyecta como una herramienta de divul-
gación de los derechos fundamentales de las mujeres. Pues, sin 
conocer la sustancia de las normas más importantes, su aplica-
ción material se torna una abstracción y su vigencia se diluye y 
extiende en el tiempo. Por ello, esta compilación conlleva como 
pretensión profundizar el conocimiento de aquellos instrumentos 
normativos que rigen en la actualidad, desde el contexto interna-
cional hasta el ordenamiento local. 

Mucho se habla sobre la situación que atraviesan las mujeres 
en la sociedad, en tanto han obtenido de manera tardía, ciertos 
derechos que fueran obturados históricamente; sin embargo, en 
algunos espacios de decisión, la profundización y el esfuerzo re-
sultan escasos, sin advertir que trabajar en dicho sentido, no haría 
más que contribuir a una verdadera paz social, auténtica y soste-
nible.

Existen dos grandes vertientes que podemos identificar en el 
marco de este abordaje, una es la “Eliminación de todas las For-
mas de Discriminación contra la Mujer” para lograr una efectiva 
igualdad, ergo una paridad sustantiva y material y no solo decla-
rativa o formal y la segunda es la relativa a “Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer” en variados aspectos, ex-
cluyentes o acumulativos. 

Desde el primer vértice, podemos afirmar que si bien existen 
grandes avances en la posición social y política de las mujeres, 
queda un camino amplio y generosamente largo por recorrer.

En relación a la segunda cuestión, la violencia contra las muje-
res debe resolverse sistemáticamente, ergo desde todos los pode-
res del Estado, junto a diversos actores de la sociedad civil. 

Es en el punto antedicho donde debemos realizar una profunda 
reflexión, porque más allá del abordaje formal judicial que pueda 
hacerse sobre la violencia contra las mujeres, el fenómeno tiene 
un profundo contenido histórico, vinculado con  comportamien-
tos sociales y culturales patriarcales que organizan e imponen la 
subordinación de unos sujetos sobre otros y que lejos de conside-
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rarse un modelo desdibujado, continua siendo dominante, pese a 
los cuestionamientos.

Si bien, el espectro de actuación para trabajar sobre estos pro-
blemas, excede la responsabilidad de un poder del Estado en par-
ticular, en ambos casos -igualdad de derechos y violencia contra 
las mujeres- el Poder Judicial debe asumir un rol proactivo, diná-
mico y de suma interacción con el resto de los poderes del Estado.

En vistas a todo ello, debemos asumir una posición definida y 
progresista que permita diseñar, implementar y evaluar de ma-
nera inmediata una verdadera política pública que avance en la 
protección de los derechos de las mujeres. 

Es por esta razón que desde la Oficina de la Mujer de Neuquén, 
dependiente del Tribunal Superior de Justicia, se instaura en esta 
etapa un camino sin fin, en orden a lograr la igualdad de oportuni-
dades y la vigencia plena del derecho humano de todas las muje-
res a una vida libre de violencia.

En este primer estadío, ofrecemos esta obra que se limita a 
compendiar en un solo volumen, algunos instrumentos normati-
vos referidos a los Derechos de las Mujeres, a saber: 1) Conven-
ción sobre la Eliminación de todas las formas de Discriminación 
contra la Mujer, 2) Protocolo Facultativo de la Convención sobre 
la Eliminación de todas las formas de Discriminación contra la 
Mujer, 3) Recomendación General Nº 12 (Octavo Período De Se-
siones, 1989), 4) Recomendación General Nº 19 (11º Período de 
Sesiones, 1992), 5) Recomendación Nº 28, 6) Convención Intera-
mericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
la Mujer “Convención De Belem Do Para”, 7) 100 Reglas de Brasilia 
sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de Vulne-
rabilidad, 8) Ley de Protección Integral a las Mujeres, Nº 26.485, 
9) Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Vio-
lencia Contra las Mujeres Nº 2786, 10) Decreto Reglamentario Nº 
2305/15, Reglamentario de la Ley Provincial Nº 2786.

Asimismo, se señala que el Tribunal Superior de Justicia de 
la Provincia del Neuquén, mediante Acuerdo Nº 5431 de fecha 
17/02/2016, dispuso la creación de la Oficina de la Mujer, la cual 
tiene como misión fundamental la incorporación de la perspec-
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tiva de género en la planificación institucional y en los procesos 
internos, para lograr la equidad de género tanto para quienes son 
destinatarios del sistema de justicia, como para el personal que 
desarrolla su labor. A su vez el organismo se integrará a la red na-
cional coordinada por la Corte Suprema de Justicia de la Nación.

Su ámbito competencial se compone de las siguientes funcio-
nes: a) Acordar con la Oficina de la Mujer de la Corte Suprema de 
Justicia de la Nación, acciones y programas vinculados a la incor-
poración de la perspectiva de género, tanto en la prestación del 
servicio de justicia como en el ámbito de las relaciones laborales, 
b) Coordinar con los restantes poderes del Estado Nacional, Pro-
vincial y Municipal la aplicación progresiva de la normativa rela-
cionada con la perspectiva de género, c) Desarrollar actividades 
de investigación vinculadas a la materia con instituciones acadé-
micas, públicas y/o privadas, d) Organizar en conjunto con la Es-
cuela de Capacitación, actividades para todo el personal del Poder 
Judicial tendientes a la incorporación de la perspectiva de género, 
tanto en la prestación del servicio de justicia como en el ámbito de 
las relaciones laborales, e) Elaborar en conjunto con la Subsecre-
taría de Planificación estadísticas, proyectos e informes relativos a 
la materia, f) Colaborar con la actividad de organismos judiciales, 
atendiendo a las necesidades que estos tengan, con miras a cum-
plir progresivamente con los compromisos internacionales sobre 
la materia, g) Coordinar y/o desarrollar proyectos, asociados al 
objetivo político institucional de generar condiciones para el logro 
de la igualdad de género, en las estructuras del Poder Judicial, h) 
Realizar cualquier otra función o tarea que haga al cumplimiento 
de la finalidad del organismo. 

Las funciones señaladas encierran una gran gama de atribu-
ciones y competencias, que le otorgan a la Oficina de la Mujer de 
Neuquén la suficiente entidad para desarrollar su misión y poder 
cumplir con los objetivos indicados. Máxime considerando que 
esta se pone en marcha siguiendo la experiencia de la Corte Supre-
ma, cuya exitosa trayectoria se encuentra sistematizada, ofrecien-
do la Oficina de la Mujer del máximo tribunal nacional, el apoyo 
técnico durante todo el proceso de implementación y desarrollo 
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de actividades. 
Cabe señalar que la Oficina de la Mujer de la Corte Suprema, 

fue creada el 23 de abril de 2009 mediante la Acordada 13/2009, 
“con la convicción de que estas políticas y programas requieren de 
la cooperación interinstitucional entre los distintos poderes del 
Estado”.

Por su parte, la Constitución Provincial reformada en el año 
2006, en el Capítulo II, Derechos Sociales, incorpora el art. 45 de-
nominado, “Perspectiva de género e igualdad de oportunidades”, 
donde se establece: “El Estado garantiza la igualdad entre mujeres 
y varones y el acceso a las oportunidades y derechos en lo cultural, 
económico, político, social y familiar.

Incorpora la perspectiva de género en el diseño y ejecución de 
sus políticas públicas y elabora participativamente planes ten-
dientes a: 1. Estimular la modificación de los patrones sociocul-
turales estereotipados con el objeto de eliminar prácticas basadas 
en el prejuicio de superioridad de cualquiera de los géneros. 2. 
Promover que las responsabilidades familiares sean compartidas. 
3. Fomentar la plena integración de las mujeres a la actividad pro-
ductiva, las acciones positivas que garanticen la paridad en rela-
ción con el trabajo remunerado, la eliminación de la segregación 
y de toda forma de discriminación por estado civil o maternidad. 
4. Facilitar a las mujeres único sostén de familia el derecho a la vi-
vienda, al empleo, al crédito y a los sistemas de cobertura social. 5. 
Prevenir la violencia física, psicológica y sexual contra las mujeres 
y brindar servicios especializados para su atención. 6. Desarrollar 
políticas respecto de las niñas y adolescentes embarazadas, ampa-
rarlas y garantizar su permanencia en el sistema educativo.”

En la misma dialéctica se enmarca entonces, la Ley Provincial 
Nº 2785, modificatoria de la Ley Nº 2212 de aplicación a lo que se 
conoce como “Violencia Doméstica”, y la Ley Provincial Nº 2786 
que tiene como objeto, prevenir, sancionar y erradicar la violencia 
contra las mujeres, tanto en el ámbito público como privado. 

Todo ello en base a los compromisos asumidos por la República 
Argentina, que procedió a la ratificación de la Convención sobre 
la Eliminación de Todas las Formas de Discriminación contra la 
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Mujer –incorporada en el art. 75 inc. 22 de la Constitución Nacio-
nal– y de la Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra la Mujer (Ley Nº 24.632) por cuanto 
las mismas obligan a los Estados signatarios a implementar políti-
cas públicas en pos de dicho objetivo.

A partir de la reciente creación de la Oficina de la Mujer de 
Neuquén, se llevó a cabo desde el 2 al 4 de Marzo del corriente 
año, el primer “Programa de Entrenamiento en el uso de los Pro-
tocolos sobre, Perspectiva de Género, Trata de Personas y Explo-
tación Sexual, y Violencia Doméstica”. Ello derivó en la formación 
del Primer Equipo Provincial de Replicadores/as, integrado por 
52 personas que se desempeñan en organismos judiciales de toda 
la provincia y de distintos fueros. 

La capacitación estuvo a cargo de la Secretaria de la Oficina de 
la Mujer de la Corte Suprema de Justicia de la Nación, Dra. María 
Delia Castañares y la Responsable de la Unidad de Capacitación 
de la Oficina, Dra. Gabriela Pastorino. Es dable mencionar que el 
nivel de participación de los asistentes y la profundidad en el aná-
lisis, merecieron el reconocimiento expreso y público de ambas 
referentes. 

En un segundo momento, los/as replicadores/as que formaron 
parte del entrenamiento, fueron convocados/as para elaborar dis-
tintas propuestas para la incorporación de las temáticas aborda-
das, acción que se denomina “Contribuciones Individuales para el 
Cambio” las cuales serán publicadas a modo de suplemento.  

El programa de entrenamiento permitió incorporar protocolos 
y material validado por la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) y por la Organización de los Estados Americanos (OEA) y 
en algunos trayectos la modalidad de “taller” permitió un inter-
cambio de ideas entre los/as integrantes del Poder Judicial pro-
vincial, que se caracterizó por la constante energía y profundidad, 
no solo en el análisis sino también en el ámbito crítico-científico. 

En este sentido, se destaca la participación de representantes 
de los fueros Penal y de Familia, la Oficina de Violencia Doméstica, 
integrantes de los Ministerios Públicos Fiscal y de la Defensa, per-
sonal de los gabinetes médicos y equipos interdisciplinarios, de 
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todas las circunscripciones. 
Por todo ello, el Poder Judicial de la Provincia del Neuquén, con 

la creación de la Oficina de la Mujer de Neuquén -en consonancia 
con los objetivos de su par a nivel nacional- pretende la transver-
salización de la perspectiva de género en el Poder Judicial como 
único camino que permita transitar desde la igualdad formal hacia 
la igualdad material.

Debemos dejar en claro que incorporar la perspectiva de géne-
ro y la igualdad de oportunidades en las políticas públicas, no es 
una opción sino que estamos obligados por mandato constitucio-
nal, por imperio del artículo 45 de la carta Magna Provincial. 

Por su parte este espacio hoy se erige como una Plataforma de 
Articulación de espectro participativo, para generar un ámbito de 
discusión, capacitación y formación, pero sobre todo, de apertura. 
Asimismo, la Oficina de la Mujer  Neuquén será una plataforma 
de enlace entre los distintos organismos judiciales, con los otros 
Poderes del Estado y las instituciones y organizaciones de la so-
ciedad civil relacionadas con la temática.

Otra de las intervenciones de dicha oficina, que podemos desta-
car es la relativa a la posibilidad de investigar el rol de las mujeres 
en los jurados populares, en el marco del convenio suscripto con 
la Universidad de Cornell de los Estados Unidos, cuya responsable 
es la investigadora mundialmente conocida Valerie Patricia Hans, 
con la inestimable intervención del Instituto de estudios compara-
dos en ciencias penales y sociales –INECIP. 

Finalmente quisiéramos agradecer a la Titular de la Oficina de 
la Mujer de la Corte Suprema de la Nación, Dra. Elena Highton de 
Nolasco y de las Dras. María Delia Castañares y Gabriela Pastori-
no, por el invalorable apoyo técnico en la etapa de creación de la 
oficina. 

Asimismo, quisiéramos agradecer a las Doctoras en Estudios 
de las Mujeres y de Género, Marta Carrario y Nélida Bonaccorsi, 
integrantes del Centro Interdisciplinario de Estudios de Género de 
la Universidad Nacional del Comahue, por su inestimable soporte 
científico, destacando que se proyecta un trabajo en conjunto en-
tre las instituciones que respectivamente integramos. 
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Por su parte, agradecemos a la Titular de la Oficina de la Mu-
jer del Superior Tribunal de Justicia de Río Negro, Dra. Adriana 
Zaratiegui, y a la Prof. Beatriz Mosqueira, Coordinadora de dicha 
oficina, quienes han demostrado una preocupación constante por 
la marcha de este proyecto y ello se tradujo en aportes y contribu-
ciones que han facilitado enormemente este proceso de creación e 
implementación de la Oficina de la Mujer de Neuquén. 

Finalmente, agradecemos también, a la Dra. María Claudia Ca-
puti, integrante, de la Comisión de la Asociación de Mujeres Jueces 
de Argentina (AMJA) y de la Sala II de la Cámara en lo Contencioso 
Administrativo Federal, quien fuera la promotora para que tuvié-
ramos participación en el “IV Encuentro de las Oficina de la Mujer” 
en el año 2015, encuentro que permitió interiorizarnos sobre to-
das las oportunidades que teníamos para desarrollar el proyecto 
de la “OM Neuquén”.  Destacando que en dicho encuentro la Dra. 
María Esther Cafure de Battistelli, integrante del Tribunal Supe-
rior de Justicia de Córdoba, nos entregó un ejemplar de la obra de 
la Oficina de la Mujer Córdoba, titulada “El Derecho Humano de 
las Mujeres a una Vida Libre de Violencia”, que sirvió de referencia 
para la presente compilación, a quien también agradecemos tan  
valioso aporte. 

Es dable destacar que todas las iniciativas que se han descrip-
to precedentemente recibieron un constante acompañamiento de 
los Vocales del Tribunal Superior de Justicia de la Provincia del 
Neuquén y particularmente del actual Presidente del cuerpo, Dr. 
Darío Evaldo Moya. 

Por ende, la Oficina de la Mujer de Neuquén es un proyecto ins-
titucional, que se nutre de la activa participación de las áreas y 
organismos que integran la Plataforma de Articulación. 

Finalmente, esta publicación es solo un punto de partida, pues 
el Plan de la Oficina de la Mujer para el año 2016, -que será moti-
vo de amplia difusión- debe cumplirse integralmente para poder 
avanzar en la construcción de una realidad más justa para todas 
las generaciones presentes y futuras. 

Como colofón, comparto la reflexión de la pensadora, Elisabe-
th Cady Stanton, quien expresó: “Las personas más felices que he 
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conocido han sido aquellas que no se han preocupado tanto por 
sus propias almas, sino que hicieron todo lo necesario para miti-
gar el sufrimiento de los demás”, siendo allí, hacia donde debemos 
dirigir nuestras energías, en procura de una sociedad que sobre la 
base de la igualdad y la no violencia asegure condiciones de desa-
rrollo humano para todas las mujeres. 

María Soledad Gennari
Titular de la Oficina de la Mujer de Neuquén
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CONVENCIÓN SOBRE LA ELIMINACIÓN DE TODAS LAS 
FORMAS DE DISCRIMINACIÓN CONTRA LA MUJER. 1

“…la máxima participación de la mujer, en igualdad de condicio-
nes con el hombre, en todos los campos, es indispensable para el 
desarrollo pleno y completo de un país, el bienestar del mundo y 
la causa de la paz.”.
 
CONTENIDO:

INTRODUCCION:

Contenido y significado de la Convención
PREAMULO:

PARTE I:
Discriminación (Artículo 1) 
Medidas de política (Artículo 2) 
Garantía de los derechos humanos y las libertades fundamenta-
les (Artículo 3)
Medidas especiales (Artículo 4) 
Funciones estereotipadas y prejuicios (Artículo 5) 
Prostitución (Artículo 6) 

PARTE II:
Vida política y pública (Artículo 7) 
Representación (Artículo 8) 
Nacionalidad (Artículo 9) 

1.-Fuente: http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/text/sconvention.htm
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PARTE III:
Educación (Artículo 10) 
Empleo (Artículo 11) 
Salud (Artículo 12) 
Prestaciones económicas y sociales (Artículo 13) 
La mujer rural (Artículo 14) 

PARTE IV:
Igualdad ante la ley (Artículo 15)
Matrimonio y familia (Artículo 16)

PARTE V:
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
(Artículo 17)
Informes nacionales (Artículo 18) 
Reglamento (Artículo 19) 
Las reuniones del Comité (Artículo 20) 
Los informes del Comité (Artículo 21) 
El papel de los organismos especializados (Artículo 22) 

PARTE VI:
Efecto sobre otros tratados (Artículo 23) 
Compromiso de los Estados Partes (Artículo 24) 
Administración de la Convención (Artículos 25-30) 
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INTRODUCCION:

El 18 de diciembre de 1979, la Asamblea General de las Nacio-
nes Unidas aprobó la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer, que entró en vigor como 
tratado internacional el 3 de septiembre de 1981 tras su ratifica-
ción por 20 países. En 1989, décimo aniversario de la Convención, 
casi 100 naciones han declarado que se consideran obligadas por 
sus disposiciones.

La Convención fue la culminación de más de 30 años de trabajo 
de la Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer, órga-
no creado en 1946 para seguir de cerca la situación de la mujer y 
promover sus derechos. La labor de la Comisión ha coadyuvado a 
poner de manifiesto todas las esferas en que a la mujer se le niega 
la igualdad con el hombre. Estos esfuerzos en pro del adelanto de 
la mujer han desembocado en varias declaraciones y convencio-
nes, de las cuales la Convención sobre la eliminación de todas las 
formas de discriminación contra la mujer es el documento funda-
mental y más amplio.

Entre los tratados internacionales de derechos humanos la 
Convención ocupa un importante lugar por incorporar la mitad 
femenina de la humanidad a la esfera de los derechos humanos 
en sus distintas manifestaciones. El espíritu de la Convención tie-
ne su génesis en los objetivos de las Naciones Unidas: reafirmar 
la fe en los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el 
valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hom-
bres y mujeres. La Convención define el significado de la igualdad 
e indica cómo lograrla. En este sentido, la Convención establece 
no sólo una declaración internacional de derechos para la mujer, 
sino también un programa de acción para que los Estados Partes 
garanticen el goce de esos derechos.

En su preámbulo la Convención reconoce explícitamente que 
“las mujeres siguen siendo objeto de importantes discriminacio-
nes” y subraya que esa discriminación viola los principios de la 
igualdad de derechos y del respeto de la dignidad humana”. Según 
el artículo 1, por discriminación se entiende “toda distinción, ex-
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clusión o restricción basada en el sexo (... ) en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera”. La 
Convención afirma positivamente el principio de igualdad al pe-
dir a los Estados Partes que tomen “todas las medidas apropiadas, 
incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno desarrollo y 
adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el ejercicio y el 
goce de los derechos humanos y las libertades fundamentales en 
igualdad de condiciones con el hombre” (artículo 3).

En los 14 artículos subsiguientes se detalla el programa en pro 
de la igualdad. La Convención se concentra en tres aspectos de la 
situación de la mujer. Por una parte, el de los derechos civiles y 
la condición jurídica y social de la mujer, que se abordan porme-
norizadamente. Pero además, y a diferencia de otros tratados de 
derechos humanos, la Convención se ocupa de los que tienen que 
ver con la reproducción humana y con las consecuencias de los 
factores culturales en las relaciones entre los sexos.

La condición jurídica y social de la mujer recibe la más amplia 
atención. Desde la aprobación en 1952 de la Convención sobre los 
Derechos Políticos de la Mujer no ha cejado el interés por los dere-
chos fundamentales de la mujer en cuanto a su participación en la 
vida política. De ahí que disposiciones sobre este particular se ha-
yan vuelto a incluir en el artículo 7 de la presente convención, que 
garantiza a la mujer el derecho al voto, a ocupar cargos públicos 
y a ejercer funciones públicas. También se estipula la igualdad de 
derechos de la mujer para garantizarle la oportunidad de repre-
sentar a su país en el plano internacional (artículo 8). La Conven-
ción sobre la Nacionalidad de la Mujer Casada, aprobada en 1957, 
se tiene en cuenta en el artículo 9, que establece el derecho de la 
mujer a mantener su nacionalidad, independientemente de su es-
tado civil. De esta manera la Convención destaca el hecho de que 
la condición jurídica de la mujer, en lugar de ser fijada en función 
del reconocimiento de la mujer como persona por derecho propio, 
con frecuencia se ha vinculado al matrimonio, lo que hace que su 
nacionalidad dependa de la de su esposo. En los artículos 10, 11 
y 13 se establece el derecho de la mujer al acceso sin discrimina-
ción a, respectivamente, la educación, el empleo y las actividades 
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económicas y sociales. Este derecho recibe especial atención en el 
caso de la mujer de las zonas rurales, cuya particular lucha y vital 
contribución económica merecen, como se indica en el artículo 14, 
más atención en la etapa de planificación de políticas. En el artí-
culo 15 se reconoce la plena igualdad de la mujer en materias ci-
viles y comerciales, y se dispone que todo instrumento que tienda 
a limitar su capacidad jurídica al respecto “se considerará nulo”. 
Por último, en el artículo 16, la Convención aborda nuevamente 
la cuestión del matrimonio y las relaciones familiares y establece 
la igualdad de derechos y obligaciones de la mujer y el hombre en 
lo tocante a la selección del cónyuge, la paternidad, los derechos 
personales y la posesión de bienes.

Aparte de las cuestiones de derechos civiles, la Convención 
también dedica suma atención a una preocupación de importan-
cia vital para la mujer, a saber, el derecho de procreación. En el 
preámbulo se dicta la pauta al afirmarse que “el papel de la mujer 
en la procreación no debe ser causa de discriminación”. El vínculo 
entre la discriminación y la función procreadora de la mujer es 
una cuestión que se refleja constantemente en la Convención. Por 
ejemplo, el artículo 5 aboga por “una comprensión adecuada de 
la maternidad como función social”, lo que requiere que ambos 
sexos compartan plenamente la responsabilidad de criar los hi-
jos. En consecuencia, las disposiciones relativas a la protección de 
la maternidad y el cuidado de los hijos se proclaman como dere-
chos esenciales y se incorporan en todas las esferas que abarca 
la Convención, ya traten éstas del empleo, el derecho de familiar 
la atención de la salud o la educación. La obligación de la socie-
dad se extiende a la prestación de servicios sociales, en especial 
servicios de guardería, que permitan a los padres combinar sus 
responsabilidades familiares con el trabajo y participar en la vida 
pública. Se recomiendan medidas especiales para la protección de 
la maternidad que “no se considerará discriminación” (artículo 4). 
Cabe destacar que la Convención, que también establece el dere-
cho de la mujer a decidir en cuanto a la reproducción, es el único 
tratado de derechos humanos que menciona la planificación de 
la familia. Los Estados Partes tienen la obligación de incluir en el 
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proceso educativo asesoramiento sobre planificación de la familia 
(artículo 10 h)) y de crear códigos sobre la familia que garanticen 
el derecho de las mujeres “a decidir libre y responsablemente el 
número de sus hijos y el intervalo entre los nacimientos y a tener 
acceso a la información, la educación y los medios que les permi-
tan ejercer estos derechos” (artículo 16 e)).

El tercer cometido general de la Convención es el de ampliar la 
interpretación del concepto de los derechos humanos mediante el 
reconocimiento formal del papel desempeñado por la cultura y la 
tradición en la limitación del ejercicio por la mujer de sus derechos 
fundamentales. La cultura y la tradición se manifiestan en este-
reotipos, hábitos y normas que originan las múltiples limitaciones 
jurídicas, políticas y económicas al adelanto de la mujer. Recono-
ciendo esa relación, en el preámbulo de la Convención se destaca 
“que para lograr la plena igualdad entre el hombre y la mujer es 
necesario modificar el papel tradicional tanto del hombre como 
de la mujer en la sociedad y en la familia”. En consecuencia, los Es-
tados Partes están obligados a coadyuvar a la modificación de los 
patrones socioculturales de conducta de hombres y mujeres para 
eliminar “los prejuicios y las prácticas consuetudinarias y de cual-
quier otra índole que estén basados en la idea de la inferioridad o 
superioridad de cualquiera de los sexos o en funciones estereoti-
padas de hombres y mujeres” (artículo 5). El artículo 10 c) estipu-
la la modificación de los libros, programas escolares y métodos de 
enseñanza para eliminar los conceptos estereotipados en la esfera 
de la educación. Por último, todas las disposiciones de la Conven-
ción que afirman la igualdad de responsabilidades de ambos sexos 
en la vida familiar e iguales derechos con respecto a la educación 
y al empleo, atacan enérgicamente los patrones culturales que de-
finen el ámbito público como un mundo masculino y la esfera do-
méstica como el dominio de la mujer. En suma, la Convención pro-
porciona un marco global para hacer frente a las diversas fuerzas 
que han creado y mantenido la discriminación basada en el sexo.

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la 
Mujer se encarga de velar por la aplicación de la Convención. El 
mandato del Comité y la aplicación del tratado se definen en los 
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artículos 17 a 30 de la Convención. El Comité está compuesto de 
23 expertos “de gran prestigio moral y competencia en la esfera 
abarcada par la Convención”, nombrados por sus gobiernos y ele-
gidos por los Estados Partes a título personal.

Se prevé que los Estados Partes presenten al Comité, por lo 
menos cada cuatro años, un informe sobre las medidas que hayan 
adoptado para hacer efectivas las disposiciones de la Convención. 
Durante su período anual de sesiones los miembros del Comité 
examinan esos informes con los representantes de los gobiernos y 
consideran de consuno las esferas que requieren nuevas medidas 
nacionales. El Comité también hace recomendaciones de carácter 
general a los Estados Partes sobre aspectos relativos a la elimina-
ción de la discriminación contra la mujer.
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Texto íntegro de la Convención:

CONVENCION SOBRE LA ELIMINACION DE TODAS 
LAS FORMAS DE DISCRIMINACION CONTRA LA MUJER:

Los Estados Partes en la presente Convención,

Considerando que la Carta de las Naciones Unidas reafirma la 
fe en los derechos fundamentales del hombre, en la dignidad y el 
valor de la persona humana y en la igualdad de derechos del hom-
bre y la mujer,

Considerando que la Declaración Universal de Derechos Hu-
manos reafirma el principio de la no discriminación y proclama 
que todos los seres humanos nacen libres e iguales en dignidad y 
derechos y que toda persona puede invocar todos los derechos y 
libertades proclamados en esa Declaración, sin distinción alguna 
y, por ende, sin distinción de sexo,

Considerando que los Estados Partes en los Pactos Internacio-
nales de Derechos Humanos tienen la obligación de garantizar al 
hombre y la mujer la igualdad en el goce de todos los derechos 
económicos, sociales, culturales, civiles y políticos,

Teniendo en cuenta las convenciones internacionales concer-
tadas bajo los auspicios de las Naciones Unidas y de los organis-
mos especializados para favorecer la igualdad de derechos entre 
el hombre y la mujer,

Teniendo en cuenta asimismo las resoluciones, declaraciones 
y recomendaciones aprobadas por las Naciones Unidas y los or-
ganismos especializados para favorecer la igualdad de derechos 
entre el hombre y la mujer,

Preocupados, sin embargo, al comprobar que a pesar de estos 
diversos instrumentos las mujeres siguen siendo objeto de impor-
tantes discriminaciones,

Recordando que la discriminación contra la mujer viola los 
principios de la igualdad de derechos y del respeto de la dignidad 
humana, que dificulta la participación de la mujer, en las mismas 
condiciones que el hombre, en la vida política, social, económica 
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y cultural de su país, que constituye un obstáculo para el aumento 
del bienestar de la sociedad y de la familia y que entorpece el ple-
no desarrollo de las posibilidades de la mujer para prestar servi-
cio a su país y a la humanidad,

Preocupados por el hecho de que en situaciones de pobreza la 
mujer tiene un acceso mínimo a la alimentación, la salud, la ense-
ñanza, la capacitación y las oportunidades de empleo, así como a 
la satisfacción de otras necesidades,

Convencidos de que el establecimiento del nuevo orden econó-
mico internacional basado en la equidad y la justicia contribuirá 
significativamente a la promoción de la igualdad entre el hombre 
y la mujer,

Subrayando que la eliminación del apartheid, de todas las for-
mas de racismo, de discriminación racial, colonialismo, neocolo-
nialismo, agresión, ocupación y dominación extranjeras y de la 
injerencia en los asuntos internos de los Estados es indispensable 
para el disfrute cabal de los derechos del hombre y de la mujer,

Afirmando que el fortalecimiento de la paz y la seguridad in-
ternacionales, el alivio de la tensión internacional, la cooperación 
mutua entre todos los Estados con independencia de sus sistemas 
económicos y sociales, el desarme general y completo y, en parti-
cular, el desarme nuclear bajo un control internacional estricto y 
efectivo, la afirmación de los principios de la justicia, la igualdad 
y el provecho mutuo en las relaciones entre países y la realiza-
ción del derecho de los pueblos sometidos a dominación colonial 
y extranjera o a ocupación extranjera a la libre determinación y la 
independencia, así como el respeto de la soberanía nacional y de 
la integridad territorial, promoverán el progreso y el desarrollo 
sociales y, en consecuencia, contribuirán al logro de la plena igual-
dad entre el hombre y la mujer,

Convencidos de que la máximo participación de la mujer, en 
igualdad de condiciones con el hombre, en todos los campos, es 
indispensable para el desarrollo pleno y completo de un país, el 
bienestar del mundo y la causa de la paz,

Teniendo presente el gran aporte de la mujer al bienestar de la 
familia y al desarrollo de la sociedad, hasta ahora no plenamente 
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reconocido, la importancia social de la maternidad y la función de 
los padres en la familia y en la educación de los hijos, y conscientes 
de que el papel de la mujer en la procreación no debe ser causa de 
discriminación sino que la educación de los niños exige la respon-
sabilidad compartida entre hombres y mujeres y la sociedad en su 
conjunto,

Reconociendo que para lograr la plena igualdad entre el hom-
bre y la mujer, es necesario modificar el papel tradicional tanto del 
hombre como de la mujer en la sociedad y en la familia,

Resueltos a aplicar los principios enunciados en la Declaración 
sobre la eliminación de la discriminación contra la mujer y, para 
ello, a adoptar las medidas necesarias a fin de suprimir esta discri-
minación en todas sus formas y manifestaciones,

Han convenido en lo siguiente:
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PARTE I:

Artículo 1 - Discrimación

A los efectos de la presente Convención, la expresión “discrimi-
nación contra la mujer” denotará toda distinción, exclusión a res-
tricción basada en el sexo que tenga por objeto o por resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio por la 
mujer, independientemente de su estado civil, sobre la base de la 
igualdad del hombre y la mujer, de los derechos humanos y las li-
bertades fundamentales en las esferas política, económica, social, 
cultural y civil o en cualquier otra esfera.

Artículo 2 - Medidas de política

Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer en 
todas sus formas, convienen en seguir, por todos los medios apro-
piados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la dis-
criminación contra la mujer y, con tal objeto, se comprometen a:

a)  Consagrar, si aún no lo han hecho, en sus constituciones nacio-
nales y en cualquier otra legislación apropiada el principio de 
la igualdad del hombre y de la mujer y asegurar por ley u otros 
medios apropiados la realización práctica de ese principio;

b)  Adoptar medidas adecuadas, legislativas y de otro carácter, con 
las sanciones correspondientes, que prohíban toda discrimina-
ción contra la mujer;

c)  Establecer la protección jurídica de los derechos de la mujer 
sobre una base

d)  de igualdad con los del hombre y garantizar, por conducto de 
los tribunales nacionales o competentes y de otras institucio-
nes públicas, la protección efectiva de la mujer contra todo acto 
de discriminación;
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e)  Abstenerse de incurrir en todo acto a práctica de discrimina-
ción contra la mujer y velar porque las autoridades e institucio-
nes públicas actúen de conformidad con esta obligación;

f)  Tomar todas las medidas apropiadas para eliminar la discrimi-
nación contra la mujer practicada por cualesquiera personas, 
organizaciones o empresas;

g)  Adaptar todos las medidas adecuadas, incluso de carácter le-
gislativo, para modificar o derogar leyes, reglamentos, usos y 
prácticas que constituyan discriminación contra la mujer;

h)  Derogar todas las disposiciones penales nacionales que consti-
tuyan discriminación contra la mujer.

Artículo 3 - Garantía de los derechos humanos 
y las libertades fundamentales

Los Estados Partes tomarán en todas las esferas, y en particular en 
las esferas política, social, económica y cultural, todas las medidas 
apropiadas, incluso de carácter legislativo, para asegurar el pleno 
desarrollo y adelanto de la mujer, con el objeto de garantizarle el 
ejercicio y el goce de los derechos humanos y las libertades funda-
mentales en igualdad de condiciones con el hombre.

Artículo 4 - Medidas especiales

1. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales de 
carácter temporal encaminadas a acelerar la igualdad de facto 
entre el hombre y la mujer no se considerará discriminación 
en la forma definida en la presente Convención, pero de nin-
gún modo entrañará, como consecuencia, el mantenimiento 
de normas desiguales o separadas; estas medidas cesarán 
cuando se hayan alcanzado los objetivos de igualdad de opor-
tunidad y trato.

2. La adopción por los Estados Partes de medidas especiales, in-
cluso las contenidas en la presente Convención, encaminadas 
a proteger la maternidad no se considerará discriminatoria.
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Artículo 5 - Funciones estereotipadas y prejuicios

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para:

a) Modificar los patrones socioculturales de conducta de hombres 
y mujeres, con miras a alcanzar la eliminación de los prejuicios 
y las prácticas consuetudinarias y de cualquier otra índole que 
estén basados en la idea de la inferioridad o superioridad de 
cualquiera de los sexos o en funciones estereotipadas de hom-
bres y mujeres;

b) Garantizar que la educación familiar incluya una comprensión 
adecuada de la maternidad como función social y el reconoci-
miento de la responsabilidad común de hombres y mujeres en 
cuanto a la educación y al desarrollo de sus hijos, en la inteli-
gencia de que el interés de los hijos constituirá la considera-
ción primordial en todos los casos.

Artículo 6 - Prostitución

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas, incluso 
de carácter legislativo, para suprimir todas las formas de trata de 
mujeres y explotación de la prostitución de la mujer.

PARTE II

Artículo 7 - Vida política y pública

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer en la vida política y pú-
blica del país y, en particular, garantizando, en igualdad de condi-
ciones con los hombres el derecho a: 

a) Votar en todas las elecciones y referéndums públicos y ser ele-
gibles para todos los organismos cuyos miembros sean objeto 
de elecciones públicas; 
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b) Participar en la formulación de las políticas gubernamentales 
y en la ejecución de éstas, y ocupar cargos públicos y ejercer 
todas las funciones públicas en todos los planos gubernamen-
tales; 

c) Participar en organizaciones y asociaciones no gubernamenta-
les que se ocupen de la vida pública y política del país.

Artículo 8 - Representación

Los Estados Partes tomarán todas las medidas apropiadas para 
garantizar a la mujer, en igualdad de condiciones con el hombre 
y sin discriminación alguna, la oportunidad de representar a su 
gobierno en el plano internacional y de participar en la labor de 
las organizaciones internacionales.

Artículo 9 - Nacionalidad

Los Estados Partes otorgarán a las mujeres iguales derechos que 
a los hombres para adquirir, cambiar o conservar su nacionalidad. 
Garantizarán en particular, que ni el matrimonio con un extran-
jero ni el cambio de nacionalidad del marido durante el matri-
monio cambien automáticamente la nacionalidad de la esposa, la 
conviertan en apátrida o la obliguen a adoptar la nacionalidad del 
cónyuge.

4. Los Estados Partes otorgarán a la mujer los mismos derechos 
que al hombre con respecto a la nacionalidad de sus hijos.

 
PARTE III:

Artículo 10 - Educación

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer, a fin de asegurarle la 
igualdad de derechos con el hombre en la esfera de la educación 
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y en particular para asegurar, en condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres:

a) Las mismas condiciones de orientación en materia de carreras 
y capacitación profesional, acceso a los estudios y obtención 
de diplomas en las instituciones de enseñanza de todas las ca-
tegorías, tanto en zonas rurales como urbanas; esta igualdad 
deberá asegurarse en la enseñanza preescolar, general, técnica 
y profesional, incluida la educación técnica superior, así como 
en todos los tipos de capacitación profesional;

b) Acceso a los mismos programas de estudios y los mismos exá-
menes, personal docente del mismo nivel profesional y locales 
y equipos escolares de la misma calidad;

c) La eliminación de todo concepto estereotipado de los papeles 
masculino y femenino en todos los niveles y en todas las formas 
de enseñanza, mediante el estímulo de la educación mixta y de 
otros tipos de educación que contribuyan a lograr este objetivo 
y, en particular, mediante la modificación de los libros y pro-
gramas escolares y la adaptación de los métodos en enseñanza.

d) Las mismas oportunidades para la obtención de becas y otras 
subvenciones para cursar estudios;

e) Las mismas oportunidades de acceso a los programas de educación 
complementaria, incluidos los programas de alfabetización funcio-
nal y de adultos, con miras en particular a reducir lo antes posible la 
diferencia de conocimientos existentes entre el hombre y la mujer;

f) La reducción de la tasa de abandono femenino de los estudios y 
la organización de programas para aquellas jóvenes y mujeres 
que hayan dejado los estudios prematuramente;

g) Las mismas oportunidades para participar activamente en el 
deporte y la educación física;
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h) Acceso al material informativo específico que contribuya a ase-
gurar la salud y el bienestar de la familia.

Artículo 11 - Educación

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera 
del empleo a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular:

• El derecho al trabajo como derecho inalienable de todo ser 
humano;

• El derecho a las mismas oportunidades de empleo, inclu-
sive a la aplicación de los mismos criterios de selección de 
cuestiones de empleo;

• El derecho a elegir libremente profesión y empleo, el dere-
cho al ascenso, a la estabilidad en el empleo y a todas las 
prestaciones y otras condiciones de servicio, y el derecho 
al acceso a la formación profesional y al readiestramiento, 
incluido el aprendizaje, la formación profesional y el adies-
tramiento periódico;

• El derecho a igual remuneración, inclusive prestaciones, y 
a igualdad de trato con respecto a un trabajo de igual valor, 
así como a igualdad de trato con respecto a la evaluación 
de la calidad de trabajo;

• El derecho a la seguridad social, en particular en casos de 
jubilación, desempleo, enfermedad, invalidez, vejez u otra 
incapacidad para trabajar, así como el derecho a vacacio-
nes pagadas;

• El derecho a la protección de la salud y a la seguridad en las 
condiciones de trabajo, incluso la salvaguardia de la fun-
ción de reproducción.
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2. A fin de impedir la discriminación contra la mujer por razones 
de matrimonio o maternidad y asegurar la efectividad de su 
derecho a trabajar, los Estados Partes tomarán medidas ade-
cuadas para:
• Prohibir, bajo pena de sanciones, el despido por motivo de 

embarazo o licencia de maternidad y la discriminación en 
los despidos sobre la base de estado civil;

• Implantar la licencia de maternidad con sueldo pagado o 
con prestaciones sociales comparables sin pérdida del em-
pleo previo, la antigüedad o beneficios sociales;

• Alentar el suministro de los servicios sociales de apoyo ne-
cesarios para permitir que los padres combinen las obli-
gaciones para con la familia con las responsabilidades del 
trabajo y la participación en la vida pública, especialmente 
mediante el fomento de la creación y desarrollo de una red 
de servicios destinados al cuidado de los niños;

• Prestar protección especial a la mujer durante el embarazo 
en los tipos de trabajos que se haya probado puedan resul-
tar perjudiciales para ella.

3. La legislación protectora relacionada con las cuestiones com-
prendidas en este artículo será examinada periódicamente a 
la luz de los conocimientos científicos y tecnológicos y será 
revisada, derogada o ampliada según corresponda.

Artículo 12 - Salud

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra la mujer en la esfera de 
la atención médica a fin de asegurar, en condiciones de igual-
dad entre hombres y mujeres, el acceso a servicios de atención 
médica, inclusive los que se refieren a la planificación de la 
familia.

2. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo 1 supra, los Estados 
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Partes garantizarán a la mujer servicios apropiados en rela-
ción con el embarazo, el parto y el período posterior al parto, 
proporcionando servicios gratuitos cuando fuere necesario y 
le asegurarán una nutrición adecuada durante el embarazo y 
la lactancia.

Artículo 13 - Prestaciones Económicas y Sociales

Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas para 
eliminar la discriminación contra la mujer en otras esferas de la 
vida económica y social a fin de asegurar, en condiciones de igual-
dad entre hombres y mujeres, los mismos derechos, en particular:

• El derecho a prestaciones familiares;

• El derecho a obtener préstamos bancarios, hipotecas y 
otras formas de crédito financiero;

• El derecho a participar en actividades de esparcimiento, 
deportes y en todos los aspectos de la vida cultural.
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Artículo 14 - La Mujer Rural

1. Los Estados Partes tendrán en cuenta los problemas especia-
les a que hace frente la mujer rural y el importante papel que 
desempeña en la supervivencia económica de su familia, in-
cluido su trabajo en los sectores no monetarios de la econo-
mía, y tomarán todas las medidas apropiadas para asegurar la 
aplicación de las disposiciones de la presente Convención a la 
mujer de las zonas rurales.

2. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas apropiadas 
para eliminar la discriminación contra la mujer en las zonas 
rurales a fin de asegurar, en condiciones de igualdad entre 
hombres y mujeres, su participación en el desarrollo rural y 
en sus beneficios, y en particular le asegurarán el derecho a:

• Participar en la elaboración y ejecución de los planes de 
desarrollo a todos los niveles;

• Tener acceso a servicios adecuados de atención médica, in-
clusive información, asesoramiento y servicios en materia 
de planificación de la familia;

• Beneficiarse directamente de los programas de seguridad 
social;

• Obtener todos los tipos de educación y de formación, aca-
démica y no académica, incluidos los relacionados con la 
alfabetización funcional, así como, entre otros, los benefi-
cios de todos los servicios comunitarios y de divulgación a 
fin de aumentar su capacidad técnica;

• Organizar grupos de autoayuda y cooperativas a fin de ob-
tener igualdad de acceso a las oportunidades económicas 
mediante el empleo por cuenta propia o por cuenta ajena;
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• Participar en todas las actividades comunitarias;

• Obtener acceso a los créditos y préstamos agrícolas, a los 
servicios de comercialización y a las tecnologías apropia-
das, y recibir un trato igual en los planes de reforma agra-
ria y de reasentamiento;

• Gozar de condiciones de vida adecuadas, particularmen-
te en las esferas de la vivienda, los servicios sanitarios, la 
electricidad y el abastecimiento de agua, el transporte y las 
comunicaciones.

PARTE IV:

Artículo 15 - Igualdad ante la ley

1. Los Estados Partes reconocerán a la mujer la igualdad con el 
hombre ante la ley.

2. Los Estados Partes reconocerán a la mujer, en materias civiles, 
una capacidad jurídica idéntica a la del hombre y las mismas 
oportunidades para el ejercicio de esa capacidad. En parti-
cular, le reconocerán a la mujer iguales derechos para firmar 
contratos y administrar bienes y le dispensarán un trato igual 
en todas las etapas del procedimiento en las cortes de justicia 
y los tribunales.

3. Los Estados Partes convienen en que todo contrato o cual-
quier otro instrumento privado con efecto jurídico que tienda 
a limitar la capacidad jurídica de la mujer se considerará nulo.

4. Los Estados Partes reconocerán al hombre y a la mujer los 
mismos derechos con respecto a la legislación relativa al de-
recho de las personas a circular libremente y a la libertad para 
elegir su residencia y domicilio.
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Artículo 16 - Matrimonio y Familia

1. Los Estados Partes adoptarán todas las medidas adecuadas 
para eliminar la discriminación contra la mujer en todos los 
asuntos relacionados con el matrimonio y las relaciones fami-
liares y, en particular, asegurarán, en condiciones de igualdad 
entre hombres y mujeres:

• El mismo derecho para contraer matrimonio;

• El mismo derecho para elegir libremente cónyuge y con-
traer matrimonio sólo por su libre albedrío y su pleno con-
sentimiento;

• Los mismos derechos y responsabilidades durante el ma-
trimonio y con ocasión de su disolución;

• Los mismos derechos y responsabilidades como progeni-
tores, cualquiera que sea su estado civil, en materias rela-
cionadas con sus hijos; en todos los casos, los intereses de 
los hijos serán la consideración primordial;

• Los mismos derechos a decidir libre y responsablemente 
el número de sus hijos y el intervalo entre los nacimientos 
y a tener acceso la información, la educación y los medios 
que les permitan ejercer estos derechos;

• Los mismos derechos y responsabilidades respecto de la 
tutela, curatela, custodia y adopción de los hijos, o institu-
ciones análogas cuando quiera que estos conceptos existan 
en la legislación nacional; en todos los casos, los intereses 
de los hijos serán la consideración primordial;

• Los mismos derechos personales como marido y mujer, 
entre ellos el derecho a elegir apellido, profesión y ocupa-
ción;

• Los mismos derechos a cada uno de los cónyuges en mate-
ria de propiedad, compras, gestión, administración, goce y 
disposición de los bienes, tanto a título gratuito como one-
roso.
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2. No tendrán ningún efecto jurídico los esponsales y el matri-
monio de niños y se adoptarán todas las medidas necesarias, 
incluso de carácter legislativo, para fijar una edad mínima 
para la celebración del matrimonio y hacer obligatoria la ins-
cripción del matrimonio en un registro oficial.

PARTE V:

Artículo 17 - Comité para la Eliminación de la Discriminación 
contra la Mujer

1. Con el fin de examinar los progresos realizados en la aplica-
ción de la presente Convención, se establecerá un Comité para 
la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer (denomi-
nado en adelante el Comité) compuesto, en el momento de la 
entrada en vigor de la Convención, de dieciocho y, después 
de su ratificación o adhesión por el trigésimo quinto Estado 
Parte, de veintitrés expertos de gran prestigio moral y compe-
tencia en la esfera abarcada por la Convención. Los expertos 
serán elegidos por los Estados Partes entre sus nacionales, y 
ejercerán sus funciones a título personal; se tendrán en cuenta 
una distribución geográfica equitativa y la representación de 
las diferentes formas de civilización, así como los principales 
sistemas jurídicos.

2. Los miembros de Comité serán elegidos en votación secreta de 
una lista de personas designadas por los Estados Partes. Cada 
uno de los Estados Partes podrá designar una persona entre 
sus propios nacionales.

3. La elección inicial se celebrará seis meses después de la fecha 
de entrada en vigor de la presente Convención. Al menos tres 
meses antes de la fecha de cada elección, el Secretario General 
de las Naciones Unidas dirigirá una carta a los Estados Par-
tes invitándolos a presentar sus candidaturas en un plazo de 
dos meses. El Secretario General preparará una lista por orden 
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alfabético de todas las personas designadas de este modo, in-
dicando los Estados Partes que las han designado, y la comu-
nicará a los Estados Partes.

4. Los miembros de Comité serán elegidos en una reunión de los 
Estados Partes que será convocada por el Secretario General 
y se celebrará en la Sede de las Naciones Unidas. En esta reu-
nión, para la cual formarán quórum dos tercios de los Estados 
Partes, se considerarán elegidos para el Comité los candidatos 
que obtengan el mayor número de votos y la mayoría absoluta 
de los votos de los representantes de los Estados Partes pre-
sentes y votantes.

5. Los miembros de Comité serán elegidos por cuatro años. No 
obstante, el mandato de nueve de los miembros elegidos en la 
primera elección expirará al cabo de dos años; inmediatamen-
te después de la primera elección el Presidente del Comité de-
signará por sorteo los nombres de esos nueve miembros.

6. La elección de los cinco miembros adicionales del Comité se 
celebrará de conformidad con lo dispuesto en los párrafos 2, 
3 y 4 del presente artículo, después de que el trigésimo quinto 
Estado Parte haya ratificado la Convención o se haya adherido 
a ella. El mandado de dos de los miembros adicionales elegi-
dos en esta ocasión, cuyos nombres designará por sorteo el 
Presidente de Comité, expirará al cabo de dos años.

7. Para cubrir las vacantes imprevistas, el Estado Parte cuyo ex-
perto haya cesado en sus funciones como miembro del Comité 
designará entre sus nacionales a otro experto a reserva de la 
aprobación del Comité.

8. Los miembros del Comité, previa aprobación de la Asamblea 
General, percibirán emolumentos de los fondos de las Nacio-
nes Unidas en la forma y condiciones que la Asamblea deter-
mine, teniendo en cuenta la importancia de las funciones del 
Comité.
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9. El Secretario General de las Naciones Unidas proporcionará el 
personal y los servicios necesarios para el desempeño eficaz 
de las funciones del Comité en virtud de la presente Conven-
ción.

Artículo 18 - Informes Nacionales

1. Los Estados Partes se comprometen a someter al Secretario 
General de las Naciones Unidas, para que lo examine el Co-
mité, un informe sobre las medidas legislativas, judiciales, ad-
ministrativas o de otra índole que hayan adoptado para hacer 
efectivas las disposiciones de la presente Convención y sobre 
los progresos realizados en este sentido:

• En el plazo de un año a partir de la entrada en vigor de la 
Convención para el Estado de que se trate; y

• En lo sucesivo por lo menos cada cuatro años y, además, 
cuando el Comité lo solicite.

2. Se podrán indicar en los informes los factores y las dificulta-
des que afecten al grado de cumplimiento de las obligaciones 
impuestas por la presente Convención.

Artículo 19 - Reglamento

El comité aprobará su propio reglamento.
El comité elegirá su Mesa por un período dos años.

Artículo 20 - Las reuniones del Comité

1. El comité se reunirá normalmente todos los años por un pe-
ríodo que no exceda de dos semanas para examinar los infor-
mes que se le presenten de conformidad con el artículo 18 de 
la presente Convención.
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2. Las reuniones del Comité se celebrarán normalmente en la 
Sede de las Naciones Unidas o en cualquier otro sitio conve-
niente que determine el Comité.

Artículo 21 - Los informes del Comité

1. El comité, por conducto del Consejo Económico y Social, infor-
mará anualmente a la Asamblea General de las Naciones Uni-
das sobre sus actividades y podrá hacer sugerencias y reco-
mendaciones de carácter general basados en el examen de los 
informes y de los datos transmitidos por los Estados Partes. 
Estas sugerencias y recomendaciones de carácter general se 
incluirán en el informe del Comité junto con las observacio-
nes, si las hubiere, de los Estados Partes.

2. El Secretario General transmitirá los informes del Comité a la 
Comisión de la Condición Jurídica y Social de la Mujer para su 
información.

Artículo 22 - El papel de los organismos especializados

Los organismos especializados tendrán derecho a estar represen-
tados en el examen de la aplicación de las disposiciones de la pre-
sente Convención que correspondan a la esfera de sus actividades. 
El Comité podrá invitar a los organismos especializados a que pre-
senten informes sobre la aplicación de la Convención en las áreas 
que correspondan a la esfera de sus actividades.

PARTE VI:

Artículo 23 - Efecto sobre otros tratados

Nada de lo dispuesto en la presente Convención afectará a disposi-
ción alguna que sea más conducente al logro de la igualdad entre 
hombres y mujeres y que pueda formar de:

La legislación de un Estado Parte; o Cualquier otra convención, 
tratado o acuerdo internacional vigente en ese Estado.
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Artículo 24 - Compromiso de los Estados Partes

Los Estados Partes se comprometen a adoptar todas las medidas 
necesarias en el ámbito nacional para conseguir la plena realiza-
ción de los derechos reconocidos en la presente Convención.

Artículo 25 - Administración de la Convención

1. La presente Convención estará abierta a la firma de todos los 
Estados.

2. Se designa al Secretario General de las Naciones Unidas depo-
sitario de la presente Convención.

3. La presente Convención está sujeta a ratificación. Los instru-
mentos de ratificación se depositarán en poder del Secretario 
General de las Naciones Unidas.

4. La presente Convención estará abierta a la adhesión de todos 
los Estados. La adhesión se efectuará depositando un instru-
mento de adhesión en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas.

Artículo 26

1. En cualquier momento, cualquiera de los Estados Partes podrá 
formular una solicitud de revisión de la presente Convención 
mediante comunicación escrita dirigida al Secretario General 
de las Naciones Unidas.

2. La Asamblea General de las Naciones Unidas decidirá las me-
didas que, en su caso, hayan de adoptarse en lo que respecta 
a esa solicitud.
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Artículo 27

1. La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a 
partir de la fecha en que haya sido depositado en poder del 
Secretario General de las Naciones Unidas el vigésimo instru-
mento de ratificación o de adhesión.

2. Para cada Estado que ratifique la Convención o se adhiera a 
ella después de haber sido depositado el vigésimo instrumen-
to de ratificación o de adhesión, la Convención entrará en vi-
gor el trigésimo día a partir de la fecha en que tal Estado haya 
depositado su instrumento de ratificación o adhesión.

Artículo 28

1. El Secretario General de las Naciones Unidas recibirá y comu-
nicará a todos los Estados el texto de las reservas formuladas 
por los Estados en el momento de la ratificación o de la adhe-
sión.

2. No se aceptará ninguna reserva incompatible con el objeto y el 
propósito de la presente Convención.

3. Toda reserva podrá ser retirada en cualquier momento por 
medio de una notificación a estos efectos dirigida al Secretario 
General de las Naciones Unidas, quien informará de ello a to-
dos los Estados. Esta notificación surtirá efecto en la fecha de 
su recepción.

Artículo 29

1. Toda controversia que surja entre dos o más Estados Partes 
con respecto a la interpretación o aplicación de la presente 
Convención que no se solucione mediante negociaciones se 
someterá al arbitraje a petición de uno de ellos. Si en el plazo 
de seis meses contados a partir de la fecha de presentación 
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de solicitud de arbitraje las partes no consiguen ponerse de 
acuerdo sobre la forma del mismo, cualquiera de las partes 
podrá someter la controversia a la Corte Internacional de Jus-
ticia, mediante una solicitud presentada de conformidad con 
el Estatuto de la Corte.

2. Todo Estado Parte, en el momento de la firma o ratificación 
de la presente Convención o de su adhesión a la misma, podrá 
declarar que no se considera obligado por el párrafo 1 del pre-
sente artículo. Los demás Estados Partes no estarán obligados 
por ese párrafo ante ningún Estado Parta que haya formulado 
esa reserva.

3. Todo Estado Parte que haya formulado la reserva prevista en 
el párrafo 2 del presente artículo podrá retirarla en cualquier 
momento notificándolo al Secretario General de las Naciones 
Unidas.

Artículo 30

La presente Convención, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, se depositará en 
poder del Secretario General de las Naciones Unidas.
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PROTOCOLO FACULTATIVO DE LA CONVENCIÓN SOBRE LA 
ELIMINACIÓN DE TODAS LAS FORMAS DE DISCRIMINACIÓN 
CONTRA LA MUJER.2

Adoptada por la Asamblea General en su resolución A/54/4 de 
6 de octubre de 1999. 

Los Estados Partes en el presente Protocolo,
Observando que en la Carta de las Naciones Unidas se reafirma 

la fe en los derechos humanos fundamentales, en la dignidad y el 
valor de la persona humana y en la igualdad de derechos de hom-
bres y mujeres,

Señalando que en la Declaración Universal de Derechos Huma-
nos Resolución 217 A (III). se proclama que todos los seres hu-
manos nacen libres e iguales en dignidad y derechos y que toda 
persona tiene todos los derechos y libertades en ella proclamados 
sin distinción alguna, inclusive las basadas en el sexo,

Recordando que los Pactos internacionales de derechos huma-
nos Resolución 2200 A (XXI), anexo. y otros instrumentos inter-
nacionales de derechos humanos prohíben la discriminación por 
motivos de sexo,

Recordando asimismo la Convención sobre la eliminación de 
todas las formas de discriminación contra la mujer4 (“la Conven-
ción”), en la que los Estados Partes en ella condenan la discrimi-
nación contra la mujer en todas sus formas y convienen en seguir, 
por todos los medios apropiados y sin dilaciones, una política en-
caminada a eliminar la discriminación contra la mujer,

Reafirmando su decisión de asegurar a la mujer el disfrute ple-
no y en condiciones de igualdad de todos los derechos humanos y 
todas las libertades fundamentales y de adoptar medidas eficaces 
para evitar las violaciones de esos derechos y esas libertades,
2.- Fuente: http://www.ohchr.org/SP/ProfessionalInterest/Pages/OPCEDAW.aspx
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Acuerdan lo siguiente:

Artículo 1

Todo Estado Parte en el presente Protocolo (“Estado Parte”) reco-
noce la competencia del Comité para la Eliminación de la Discri-
minación contra la Mujer (“el Comité”) para recibir y considerar 
las comunicaciones presentadas de conformidad con el artículo 2.

Artículo 2

Las comunicaciones podrán ser presentadas por personas o gru-
pos de personas que se hallen bajo la jurisdicción del Estado Parte 
y que aleguen ser víctimas de una violación por ese Estado Parte 
de cualquiera de los derechos enunciados en la Convención, o en 
nombre de esas personas o grupos de personas. Cuando se pre-
sente una comunicación en nombre de personas o grupos de per-
sonas, se requerirá su consentimiento, a menos que el autor pueda 
justificar el actuar en su nombre sin tal consentimiento.

Artículo 3

Las comunicaciones se presentarán por escrito y no podrán ser 
anónimas. El Comité no recibirá comunicación alguna que con-
cierna a un Estado Parte en la Convención que no sea parte en el 
presente Protocolo.

Artículo 4

1. El Comité no examinará una comunicación a menos que se 
haya cerciorado de que se han agotado todos los recursos de la 
jurisdicción interna, salvo que la tramitación de esos recursos 
se prolongue injustificadamente o no sea probable que brinde 
por resultado un remedio efectivo.
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2. El Comité declarará inadmisible toda comunicación que:

a) Se refiera a una cuestión que ya ha sido examinada por el 
Comité o ya ha sido o esté siendo examinada con arreglo a 
otro procedimiento de examen o arreglo internacionales;

b) Sea incompatible con las disposiciones de la Convención;

c) Sea manifiestamente infundada o esté insuficientemente 
sustanciada;

d) Constituya un abuso del derecho a presentar una comuni-
cación;

e) Los hechos objeto de la comunicación hayan sucedido an-
tes de la fecha de entrada en vigor del presente Protocolo 
para el Estado Parte interesado, salvo que esos hechos con-
tinúen produciéndose después de esa fecha.

Artículo 5

1. Tras haber recibido una comunicación y antes de llegar a una 
conclusión sobre sus fundamentos, en cualquier momento el 
Comité podrá dirigir al Estado Parte interesado, a los fines de 
su examen urgente, una solicitud para que adopte las medidas 
provisionales necesarias para evitar posibles daños irrepara-
bles a la víctima o las víctimas de la supuesta violación.

2. Cuando el Comité ejerce sus facultades discrecionales en vir-
tud del párrafo 1 del presente artículo, ello no implica juicio 
alguno sobre la admisibilidad o sobre el fondo de la comuni-
cación.



50

Artículo 6

1. A menos que el Comité considere que una comunicación es 
inadmisible sin remisión al Estado Parte interesado, y siem-
pre que la persona o personas interesadas consientan en que 
se revele su identidad a dicho Estado Parte, el Comité pondrá 
en conocimiento del Estado Parte, de forma confidencial, toda 
comunicación que reciba con arreglo al presente Protocolo.

2. En un plazo de seis meses, ese Estado Parte presentará al Co-
mité por escrito explicaciones o declaraciones en las que se 
aclare la cuestión y se indiquen las medidas correctivas que 
hubiere adoptado el Estado Parte, de haberlas.

Artículo 7

1. El Comité examinará las comunicaciones que reciba en virtud 
del presente Protocolo a la luz de toda la información puesta 
a su disposición por personas o grupos de personas, o en su 
nombre, y por el Estado Parte interesado, siempre que esa in-
formación sea transmitida a las partes interesadas.

2. El Comité examinará en sesiones privadas las comunicaciones 
que reciba en virtud del presente Protocolo.

3. Tras examinar una comunicación, el Comité hará llegar sus 
opiniones sobre la comunicación, conjuntamente con sus re-
comendaciones, si las hubiere, a las partes interesadas.

4. El Estado Parte dará la debida consideración a las opiniones 
del Comité, así como a sus recomendaciones, si las hubiere, 
y enviará al Comité, en un plazo de seis meses, una respues-
ta por escrito, especialmente información sobre toda medida 
que se hubiera adoptado en función de las opiniones y reco-
mendaciones del Comité.
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5. El Comité podrá invitar al Estado Parte a presentar más infor-
mación sobre cualesquiera medidas que el Estado Parte hu-
biera adoptado en respuesta a las opiniones o recomendacio-
nes del Comité, si las hubiere, incluso, si el Comité lo considera 
apropiado, en los informes que presente más adelante el Esta-
do Parte de conformidad con el artículo 18 de la Convención.

Artículo 8

1. Si el Comité recibe información fidedigna que revele violacio-
nes graves o sistemáticas por un Estado Parte de los derechos 
enunciados en la Convención, el Comité invitará a ese Estado 
Parte a colaborar en el examen de la información y, a esos efec-
tos, a presentar observaciones sobre dicha información.

2. Tomando en consideración las observaciones que haya pre-
sentado el Estado Parte interesado, así como toda información 
fidedigna que esté a disposición suya, el Comité podrá encar-
gar a uno o más de sus miembros que realice una investigación 
y presente con carácter urgente un informe al Comité. Cuando 
se justifique y con el consentimiento del Estado Parte, la inves-
tigación podrá incluir una visita a su territorio.

3. Tras examinar las conclusiones de la investigación, el Comité 
las transmitirá al Estado Parte interesado junto con las obser-
vaciones y recomendaciones que estime oportunas.

4. En un plazo de seis meses después de recibir los resultados de 
la investigación y las observaciones y recomendaciones que le 
transmita el Comité, el Estado Parte interesado presentará sus 
propias observaciones al Comité.

5. La investigación será de carácter confidencial y en todas sus 
etapas se solicitará la colaboración del Estado Parte.
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Artículo 9

1. El Comité podrá invitar al Estado Parte interesado a que in-
cluya en el informe que ha de presentar con arreglo al artículo 
18 de la Convención pormenores sobre cualesquiera medidas 
que hubiere adoptado en respuesta a una investigación efec-
tuada con arreglo al artículo 8 del presente Protocolo.

2. Transcurrido el período de seis meses indicado en el párrafo 4 
del artículo 8, el Comité podrá, si es necesario, invitar al Esta-
do Parte interesado a que le informe sobre cualquier medida 
adoptada como resultado de la investigación.

Artículo 10

1. Todo Estado Parte podrá, al momento de la firma o ratificación 
del presente Protocolo, o de la adhesión a él, declarar que no 
reconoce la competencia del Comité establecida en los artícu-
los 8 y 9.

2. Todo Estado Parte que haya hecho una declaración con arreglo 
al párrafo 1 del presente artículo podrá retirar esa declara-
ción en cualquier momento, previa notificación al Secretario 
General.

Artículo 11

Cada Estado Parte adoptará todas las medidas necesarias para garan-
tizar que las personas que se hallen bajo su jurisdicción no sean objeto 
de malos tratos ni intimidación como consecuencia de cualquier comu-
nicación con el Comité de conformidad con el presente Protocolo.

Artículo 12

El Comité incluirá en el informe anual que ha de presentar con 
arreglo al artículo 21 de la Convención, un resumen de sus activi-
dades en virtud del presente Protocolo.
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Artículo 13

Cada Estado Parte se compromete a dar a conocer ampliamente la 
Convención y el presente Protocolo y a darles publicidad, así como 
a facilitar el acceso a información acerca de las opiniones y reco-
mendaciones del Comité, en particular respecto de las cuestiones 
que guarden relación con ese Estado Parte.

Artículo 14

El Comité elaborará su propio reglamento, que aplicará en ejerci-
cio de las funciones que le confiere el presente Protocolo.

Artículo 15

1. El presente Protocolo estará abierto a la firma de cualquier 
Estado que haya firmado la Convención, la haya ratificado o se 
haya adherido a ella.

2. El presente Protocolo estará sujeto a ratificación por cualquier 
Estado que haya ratificado la Convención o se haya adherido a 
ella. Los instrumentos de ratificación se depositarán en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas.

3. El presente Protocolo quedará abierto a la adhesión de cual-
quier Estado que haya ratificado la Convención o se haya ad-
herido a ella.

4. La adhesión se efectuará mediante el depósito del instrumen-
to correspondiente en poder del Secretario General de las Na-
ciones Unidas.

Artículo 16

1. El presente Protocolo entrará en vigor transcurridos tres me-
ses a partir de la fecha en que haya sido depositado en poder 
del Secretario General de las Naciones Unidas el décimo ins-
trumento de ratificación o de adhesión.
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2. Para cada Estado que ratifique el presente Protocolo o se ad-
hiera a él después de su entrada en vigor, este Protocolo entra-
rá en vigor una vez transcurridos tres meses a partir de la fe-
cha en que tal Estado haya depositado su propio instrumento 
de ratificación o de adhesión.

Artículo 17

No se permitirá reserva alguna al presente Protocolo.

Artículo 18

1. Todo Estado Parte podrá proponer enmiendas al presente 
Protocolo y presentarlas al Secretario General de las Naciones 
Unidas. El Secretario General comunicará a los Estados Partes 
las enmiendas propuestas y les pedirá que notifiquen si de-
sean que se convoque una conferencia de los Estados Partes 
para examinar las propuestas y someterlas a votación. Si un 
tercio al menos de los Estados Partes se declara en favor de tal 
conferencia, el Secretario General la convocará bajo los auspi-
cios de las Naciones Unidas. Toda enmienda aprobada por la 
mayoría de los Estados Partes presentes y votantes en la con-
ferencia se someterá a la aprobación de la Asamblea General 
de las Naciones Unidas.

2. Tales enmiendas entrarán en vigor cuando hayan sido aproba-
das por la Asamblea General de las Naciones Unidas y acepta-
das por una mayoría de dos tercios de los Estados Partes en el 
presente Protocolo, de conformidad con sus respectivos pro-
cedimientos constitucionales.

3. Cuando tales enmiendas entren en vigor, serán obligatorias 
para los Estados Partes que las hayan aceptado, en tanto que 
los demás Estados Partes seguirán obligados por las disposi-
ciones del presente Protocolo y por toda enmienda anterior 
que hubiesen aceptado.
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Artículo 19

1. Cualquier Estado Parte podrá denunciar el presente Protocolo 
en cualquier momento mediante notificación escrita dirigida 
al Secretario General de las Naciones Unidas. La denuncia sur-
tirá efecto seis meses después de la fecha en que el Secretario 
General haya recibido la notificación.

2. La denuncia se hará sin perjuicio de que las disposiciones del 
presente Protocolo sigan aplicándose a cualquier comunica-
ción presentada, con arreglo al artículo 2, o cualquier investi-
gación iniciada, con arreglo al artículo 8, antes de la fecha de 
efectividad de la denuncia.

Artículo 20

El Secretario General de las Naciones Unidas comunicará a todos 
los Estados:

a. Las firmas, ratificaciones y adhesiones relativas al presente 
Protocolo;

b. La fecha en que entre en vigor el presente Protocolo y cual-
quier enmienda en virtud del artículo 18;

c. Cualquier denuncia recibida en virtud del artículo 19.

Artículo 21

1. El presente Protocolo, cuyos textos en árabe, chino, español, 
francés, inglés y ruso son igualmente auténticos, será deposi-
tado en los archivos de las Naciones Unidas.

2. El Secretario General de las Naciones Unidas enviará copias 
certificadas del presente Protocolo a todos los Estados men-
cionados en el artículo 25 de la Convención.
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RECOMENDACIÓN GENERAL Nº 12 
(Octavo período de sesiones, 1989)3

Violencia contra la mujer:

El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer,

Considerando que los artículos 2, 5, 11, 12 y 16 de la Convención 
obligan a los Estados Partes a proteger a la mujer contra cualquier 
tipo de violencia que se produzca en la familia, en el trabajo o en 
cualquier otro ámbito de la vida social,

Teniendo en cuenta la resolución 1988/27 del Consejo Económico 
y Social,

Recomienda que los Estados Partes que incluyan en sus informes 
periódicos al Comité información sobre:

1. La legislación vigente para protegerla de la frecuencia de cual-
quier tipo de violencia en la vida cotidiana (la violencia sexual, 
malos tratos en el ámbito familiar, acoso sexual en el lugar de 
trabajo, etc.);

2. Otras medidas adoptadas para erradicar esa violencia;

3. Servicios de apoyo a las mujeres que sufren agresiones o ma-
los tratos;

4. Datos estadísticos sobre la frecuencia de cualquier tipo de 
violencia contra la mujer y sobre las mujeres víctimas de la 
violencia.

3.-http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/recommendations/recomm-sp.htm
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RECOMENDACIÓN GENERAL Nº 19  
(11º período de sesiones, 1992)4

La violencia contra la mujer

Antecedentes

1. La violencia contra la mujer es una forma de discriminación 
que impide gravemente que goce de derechos y libertades en 
pie de igualdad con el hombre.

2. En 1989, el Comité recomendó que los Estados incluyeran en 
sus informes información sobre la violencia y sobre las me-
didas adoptadas para hacerle frente (Recomendación general 
Nº 12, octavo período de sesiones).

3. En el décimo período de sesiones, celebrado en 1991, se de-
cidió dedicar parte del 11º período de sesiones al debate y 
estudio del artículo 6 y otros artículos de la Convención re-
lacionados con la violencia contra la mujer, el hostigamiento 
sexual y la explotación de la mujer. El tema se eligió en vista de 
la celebración en 1993 de la Conferencia Mundial de Derechos 
Humanos convocada por la Asamblea General en su resolu-
ción 45/155, de 18 de diciembre de 1990.

4. El Comité llegó a la conclusión de que los informes de los Es-
tados Partes no siempre reflejaban de manera apropiada la 
estrecha relación entre la discriminación contra la mujer, la 
violencia contra ellas, y las violaciones de los derechos hu-
manos y las libertades fundamentales. La aplicación cabal de 
la Convención exige que los Estados Partes adopten medidas 
positivas para eliminar todas las formas de violencia contra la 
mujer.

4.- http://www.un.org/womenwatch/daw/cedaw/recommendations/recomm-sp.htm
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5. El Comité sugirió a los Estados Partes que al examinar sus le-
yes y políticas, y al presentar informes de conformidad con la 
Convención tuviesen en cuenta las siguientes observaciones 
del Comité con respecto a la violencia contra la mujer.

Observaciones generales:

6. El artículo 1 de la Convención define la discriminación contra 
la mujer. Esa definición incluye la violencia basada en el sexo, 
es decir, la violencia dirigida contra la mujer porque es mujer 
o que la afecta en forma desproporcionada. Incluye actos que 
infligen daños o sufrimientos de índole física, mental o sexual, 
amenazas de cometer esos actos, coacción y otras formas de 
privación de la libertad. La violencia contra la mujer puede 
contravenir disposiciones de la Convención, sin tener en cuen-
ta si hablan expresamente de la violencia.

7. La violencia contra la mujer, que menoscaba o anula el goce 
de sus derechos humanos y sus libertades fundamentales en 
virtud del derecho internacional o de los diversos convenios 
de derechos humanos, constituye discriminación, como la de-
fine el artículo 1 de la Convención. Esos derechos y libertades 
comprenden:

a) El derecho a la vida;
b) El derecho a no ser sometido a torturas o a tratos o penas 

crueles, inhumanos o degradantes;
c) El derecho a protección en condiciones de igualdad con 

arreglo a normas humanitarias en tiempo de conflicto ar-
mado internacional o interno;

d) El derecho a la libertad y a la seguridad personales;
e) El derecho a igualdad ante la ley;
f) El derecho a igualdad en la familia;
g) El derecho al más alto nivel posible de salud física y mental;
h) El derecho a condiciones de empleo justas y favorables.
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8. La Convención se aplica a la violencia perpetrada por las au-
toridades públicas. Esos actos de violencia también pueden 
constituir una violación de las obligaciones del Estado en 
virtud del derecho internacional sobre derechos humanos u 
otros convenios, además de violar la Convención. 

9. No obstante, cabe subrayar que, de conformidad con la Con-
vención, la discriminación no se limita a los actos cometidos 
por los gobiernos o en su nombre (véanse los incisos e) y f) del 
artículo 2 y el artículo 5). Por ejemplo, en virtud del inciso e) 
del artículo 2 de la Convención, los Estados Partes se compro-
meten a adoptar todas las medidas apropiadas para eliminar 
la discriminación contra la mujer practicada por cualesquiera 
personas, organizaciones o empresas. En virtud del derecho 
internacional y de pactos específicos de derechos humanos, 
los Estados también pueden ser responsables de actos priva-
dos si no adoptan medidas con la diligencia debida para impe-
dir la violación de los derechos o para investigar y castigar los 
actos de violencia e indemnizar a las víctimas.

Observaciones sobre disposiciones concretas de la Convención:

Artículos 2 y 3:

10. Los artículos 2 y 3 establecen una obligación amplia de eli-
minar la discriminación en todas sus formas, además de 
obligaciones específicas en virtud de los artículos 5 a 16. 
Inciso f) del artículo 2, artículo 5 e inciso c) del artículo 10:

11. Las actitudes tradicionales, según las cuales se considera a la 
mujer como subordinada o se le atribuyen funciones estereo-
tipadas perpetúan la difusión de prácticas que entrañan vio-
lencia o coacción, como la violencia y los malos tratos en la 
familia, los matrimonios forzosos, el asesinato por presentar 
dotes insuficientes, los ataques con ácido y la circuncisión fe-
menina. Esos prejuicios y prácticas pueden llegar a justificar 



62

la violencia contra la mujer como una forma de protección o 
dominación. El efecto de dicha violencia sobre su integridad 
física y mental es privarla del goce efectivo, el ejercicio y aun 
el conocimiento de sus derechos humanos y libertades funda-
mentales. Si bien en esta observación se hace hincapié en la 
violencia real o las amenazas de violencia, sus consecuencias 
básicas contribuyen a mantener a la mujer subordinada, a su 
escasa participación en política y a su nivel inferior de educa-
ción y capacitación y de oportunidades de empleo.

12. Estas actitudes también contribuyen a la difusión de la porno-
grafía y a la representación y otro tipo de explotación comer-
cial de la mujer como objeto sexual, antes que como persona. 
Ello, a su vez, contribuye a la violencia contra la mujer.

Artículo 6

13. En el artículo 6 se exige a los Estados que adopten medidas 
para suprimir todas las formas de trata y explotación de la 
prostitución de la mujer.

14. La pobreza y el desempleo aumentan las oportunidades de 
trata. Además de las formas establecidas, hay nuevas formas 
de explotación sexual, como el turismo sexual, la contratación 
de trabajadoras domésticas de países en desarrollo en los paí-
ses desarrollados y el casamiento de mujeres de los países en 
desarrollo con extranjeros. Estas prácticas son incompatibles 
con la igualdad de derechos y con el respeto a los derechos y la 
dignidad de las mujeres y las ponen en situaciones especiales 
de riesgo de sufrir violencia y malos tratos.

15. La pobreza y el desempleo obligan a muchas mujeres, incluso 
a muchachas, a prostituirse. Las prostitutas son especialmen-
te vulnerables a la violencia porque su condición, que puede 
ser ilícita, tiende a marginarlas. Necesitan la protección de la 
ley contra la violación y otras formas de violencia.
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16. Las guerras, los conflictos armados y la ocupación de terri-
torios conducen frecuentemente a un aumento de la prosti-
tución, la trata de mujeres y actos de agresión sexual contra 
la mujer, que requiere la adopción de medidas protectoras y 
punitivas.

Artículo 11

17. La igualdad en el empleo puede verse seriamente perjudicada 
cuando se las somete a violencia, por su condición de mujeres, 
por ejemplo, el hostigamiento sexual en el lugar de trabajo.

18. El hostigamiento sexual incluye un comportamiento de tono 
sexual tal como contactos físicos e insinuaciones, observa-
ciones de tipo sexual, exhibición de pornografía y exigencias 
sexuales, verbales o de hecho. Este tipo de conducta puede 
ser humillante y puede constituir un problema de salud y de 
seguridad; es discriminatoria cuando la mujer tiene motivos 
suficientes para creer que su negativa podría causarle proble-
mas en el trabajo, en la contratación o el ascenso inclusive, o 
cuando crea un medio de trabajo hostil.

Artículo 12

19. El artículo 12 requiere que los Estados Partes adopten medi-
das que garanticen la igualdad en materia de servicios de sa-
lud. La violencia contra la mujer pone en peligro su salud y su 
vida.

20. En algunos Estados existen prácticas perpetuadas por la cul-
tura y la tradición que son perjudiciales para la salud de las 
mujeres y los niños. Incluyen restricciones dietéticas para las 
mujeres embarazadas, la preferencia por los hijos varones y la 
circuncisión femenina o mutilación genital.
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Artículo 14

21. Las mujeres de las zonas rurales corren el riesgo de ser víc-
timas de violencia a causa de la persistencia de actitudes tra-
dicionales relativas a la subordinación de la mujer en muchas 
comunidades rurales. Las niñas de esas comunidades corren 
un riesgo especial de actos de violencia y explotación sexual 
cuando dejan la comunidad para buscar trabajo en la ciudad.

Artículo 16 (y artículo 5)

22. La esterilización y el aborto obligatorios influyen adversamen-
te en la salud física y mental de la mujer y violan su derecho a 
decidir el número y el espaciamiento de sus hijos.

23. La violencia en la familia es una de las formas más insidiosas 
de violencia contra la mujer. Existe en todas las sociedades. En 
las relaciones familiares, se somete a las mujeres de cualquier 
edad a violencia de todo tipo, como lesiones, violación, otras 
formas de violencia sexual, violencia mental y violencia de otra 
índole, que se ven perpetuadas por las actitudes tradicionales. 
La falta de independencia económica obliga a muchas mujeres 
a permanecer en situaciones violentas. La negación de sus res-
ponsabilidades familiares por parte de los hombres puede ser 
una forma de violencia y coerción. Esta violencia compromete 
la salud de la mujer y entorpece su capacidad de participar en 
la vida familiar y en la vida pública en condiciones de igualdad.

Recomendaciones concretas:

24. A la luz de las observaciones anteriores, el Comité para la Eli-
minación de la Discriminación contra la Mujer recomienda 
que:

a) Los Estados Partes adopten medidas apropiadas y eficaces 
para combatir los actos públicos o privados de violencia por 
razones de sexo.
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b) Los Estados Partes velen por que las leyes contra la violencia 
y los malos tratos en la familia, la violación, los ataques sexua-
les y otro tipo de violencia contra la mujer protejan de manera 
adecuada a todas las mujeres y respeten su integridad y su dig-
nidad. Debe proporcionarse a las víctimas protección y apoyo 
apropiados. Es indispensable que se capacite a los funcionarios 
judiciales, los agentes del orden público y otros funcionarios 
públicos para que apliquen la Convención.

c) Los Estados Partes alienten la recopilación de estadísticas y la 
investigación de la amplitud, las causas y los efectos de la vio-
lencia y de la eficacia de las medidas para prevenir y responder 
a ella.

d) Se adopten medidas eficaces para garantizar que los medios de 
comunicación respeten a la mujer y promuevan el respeto de 
la mujer.

e) En los informes que presenten, los Estados Partes individuali-
cen la índole y el alcance de las actitudes, costumbres y prác-
ticas que perpetúan la violencia contra la mujer, y el tipo de 
violencia que engendran. Se debe informar sobre las medidas 
que hayan tomado para superar la violencia y sobre los resul-
tados obtenidos.

f) Se adopten medidas eficaces para superar estas actitudes y 
prácticas. Los Estados deben introducir programas de educa-
ción y de información que ayuden a suprimir prejuicios que 
obstaculizan el logro de la igualdad de la mujer (Recomenda-
ción Nº 3, 1987).

g) Se adopten medidas preventivas y punitivas para acabar la tra-
ta de mujeres y la explotación sexual.

h) En sus informes, los Estados Partes describan la magnitud de 
todos estos problemas y las medidas, hasta disposiciones pe-
nales y medidas preventivas o de rehabilitación, que se hayan 
adoptado para proteger a las mujeres que se prostituyan o sean 
víctimas de trata y de otras formas de explotación sexual. Tam-
bién deberá darse a conocer la eficacia de estas medidas.

i) Se prevean procedimientos eficaces de denuncia y reparación, 
la indemnización inclusive.
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j) Los Estados Partes incluyan en sus informes datos sobre el hos-
tigamiento sexual y sobre las medidas adoptadas para proteger 
a la mujer del hostigamiento sexual y de otras formas de vio-
lencia o coacción en el lugar de trabajo.

k) Los Estados Partes establezcan o apoyen servicios destinados 
a las víctimas de violencia en el hogar, violaciones, violencia 
sexual y otras formas de violencia contra la mujer, entre ellos 
refugios, el empleo de trabajadores sanitarios especialmente 
capacitados, rehabilitación y asesoramiento.

l) Los Estados Partes adopten medidas para poner fin a estas 
prácticas y tengan en cuenta las recomendaciones del Comité 
sobre la circuncisión femenina (Recomendación Nº 14) al in-
formar sobre cuestiones relativas a la salud.

m) Los Estados Partes aseguren que se tomen medidas para impe-
dir la coacción con respecto a la fecundidad y la reproducción, 
y para que las mujeres no se vean obligadas a buscar procedi-
mientos médicos riesgosos, como abortos ilegales, por falta de 
servicios apropiados en materia de control de la natalidad.

n) Los Estados Partes den a conocer en sus informes la amplitud 
de estos problemas e indiquen las medidas que hayan adopta-
do y sus resultados.

o) Los Estados Partes garanticen que en las zonas rurales los ser-
vicios para víctimas de la violencia sean asequibles a las muje-
res y que, de ser necesario, se presten servicios especiales a las 
comunidades aisladas.

p) Las medidas destinadas a proteger de la violencia incluyan las 
oportunidades de capacitación y empleo y la supervisión de las 
condiciones de trabajo de empleadas domésticas.

q) Los Estados Partes informen acerca de los riesgos para las mu-
jeres de las zonas rurales, la amplitud y la índole de la violencia 
y los malos tratos a que se las somete y su necesidad de apoyo 
y otros servicios y la posibilidad de conseguirlos, y acerca de la 
eficacia de las medidas para superar la violencia.

r) Entre las medidas necesarias para resolver el problema de la 
violencia en la familia figuren las siguientes:
i. sanciones penales en los casos necesarios y recursos civiles 
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en caso de violencia en el hogar;
ii. legislación que elimine la defensa del honor como justifica-

ción para atacar a las mujeres de la familia o darles muerte;
iii. servicios, entre ellos, refugios, asesoramiento y programas 

de rehabilitación, para garantizar que las víctimas de vio-
lencia en la familia estén sanas y salvas;

iv. programas de rehabilitación para los culpables de violencia 
en el hogar;

v. servicios de apoyo para las familias en las que haya habido 
un caso de incesto o de abuso deshonesto.

s) Los Estados Partes informen acerca de la amplitud de la vio-
lencia en el hogar y el abuso deshonesto y sobre las medidas 
preventivas, punitivas y correctivas que hayan adoptado.

t) Los Estados Partes adopten todas las medidas jurídicas y de 
otra índole que sean necesarias para proteger eficazmente a las 
mujeres contra la violencia, entre ellas:
i. medidas jurídicas eficaces, como sanciones penales, recur-

sos civiles e indemnización para protegerlas contra todo 
tipo de violencia, hasta la violencia y los malos tratos en la 
familia, la violencia sexual y el hostigamiento en el lugar de 
trabajo;

ii. medidas preventivas, entre ellas programas de información 
y educación para modificar las actitudes relativas al papel y 
la condición del hombre y de la mujer;

iii. medidas de protección, entre ellas refugios, asesoramiento, 
rehabilitación y servicios de apoyo para las mujeres que son 
víctimas de violencia o que se encuentren en peligro de ser-
lo.

u) Los Estados Partes informen sobre todas las formas de violen-
cia contra la mujer e incluyan todos los datos de que dispongan 
acerca de la frecuencia de cada una y de sus efectos para las 
mujeres víctimas.

v) Los informes de los Estados Partes incluyan información acer-
ca de las medidas jurídicas y de prevención y protección que se 
hayan adoptado para superar el problema de la violencia con-
tra la mujer y acerca de la eficacia de esas medidas.
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RECOMENDACIÓN Nº 285

Naciones Unidas CEDAW/C/GC/28 Convención sobre la eli-
minación Distr. general de todas las formas de 16 de diciembre 
de 2010 Español discriminación contra la mujer Original: inglés 
Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
Proyecto de Recomendación general Nº 28 relativa al artículo 2 de 
la Convención sobre la eliminación de todas las formas de discri-
minación contra la mujer I.

Introducción 

1.Mediante esta recomendación general, el Comité para la Elimi-
nación de la Discriminación contra la Mujer (“el Comité”) procura 
aclarar el alcance y el significado del artículo 2 de la Convención 
sobre la eliminación de todas las formas de discriminación contra 
la mujer (“la Convención”), en el que se establecen medios para 
que los Estados partes apliquen a nivel nacional las disposiciones 
sustantivas de la Convención. El Comité alienta a los Estados par-
tes a que traduzcan esta recomendación general a los idiomas na-
cionales y locales y le den amplia difusión en todos los poderes del 
Estado, la sociedad civil, incluidos los medios de comunicación, el 
mundo académico y las organizaciones e instituciones que se ocu-
pan de los derechos humanos y la condición de la mujer. 

2. La Convención es un instrumento dinámico que se adapta a la 
evolución del derecho internacional. Desde su primer período de 
sesiones en 1982, el Comité para la Eliminación de la Discrimina-
ción contra la Mujer y otros actores nacionales e internacionales 
han contribuido a aclarar e interpretar el contenido sustantivo de 
los artículos de la Convención, la naturaleza específica de la discri-
minación contra la mujer y los diversos instrumentos para hacerle 
frente.
5.-http://www.acnur.org/t3/fileadmin/Documentos/BDL/2012/8338.pdf?view=1
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3. La Convención forma parte de un amplio marco jurídico inter-
nacional de derechos humanos cuyo objetivo es asegurar el goce 
de todos los derechos humanos por todas las personas y eliminar 
todas las formas de discriminación contra la mujer por motivos 
de sexo y género. La Carta de las Naciones Unidas, la Declaración 
Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Dere-
chos Económicos, Sociales y Culturales, el Pacto Internacional de 
Derechos Civiles y Políticos, la Convención sobre los Derechos del 
Niño, la Convención Internacional sobre la protección de los de-
rechos de todos los trabajadores migratorios y de sus familiares 
y la Convención sobre los derechos de las personas con discapaci-
dad contienen disposiciones explícitas que garantizan la igualdad 
entre la mujer y el hombre en el goce de los derechos que allí se 
consagran, mientras que otros tratados internacionales de de-
rechos humanos, como la Convención Internacional sobre la Eli-
minación de todas las Formas de Discriminación Racial, se basan 
implícitamente en el concepto de no discriminación por motivos 
de sexo o género. Los convenios de la Organización Internacional 
del Trabajo (OIT) Nº 100 (1951) relativo a la igualdad de remu-
neración entre la mano de obra masculina y la mano de obra fe-
menina por un trabajo de igual valor, Nº 111 (1958) relativo a la 
discriminación en materia de empleo y ocupación y Nº 156 (1981) 
sobre la igualdad de oportunidades y de trato entre trabajadores 
y trabajadoras: trabajadores con responsabilidades familiares, la 
Convención relativa a la Lucha contra las Discriminaciones en la 
Esfera de la Enseñanza, la Declaración sobre la eliminación de la 
discriminación contra la mujer, la Declaración y Programa de Ac-
ción de Viena, el Programa de Acción de El Cairo y la Declaración y 
Plataforma de Acción de Beijing también contribuyen a establecer 
un régimen jurídico internacional que consagra la igualdad entre 
la mujer y el hombre y la no discriminación. De manera similar, 
las obligaciones asumidas por los Estados en el contexto de los 
sistemas regionales de derechos humanos son complementarias 
del marco universal de derechos humanos. 
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4. El objetivo de la Convención es eliminar todas las formas de dis-
criminación contra la mujer por motivos de sexo. Garantiza a la 
mujer un reconocimiento igualitario, así como el goce y el ejerci-
cio de todos los derechos humanos y las libertades fundamentales 
en los ámbitos político, económico, social, cultural, civil, domés-
tico o de otro tipo, independientemente de su estado civil, y en 
condiciones de igualdad con el hombre. 

5. Si bien en la Convención solo se menciona la discriminación por 
motivos de sexo, al interpretar el artículo 1 junto con el párrafo f) 
del artículo 2 y el párrafo a) del artículo 5 se pone de manifiesto 
que la Convención abarca la discriminación contra la mujer por 
motivos de género. El término “sexo” se refiere aquí a las diferen-
cias biológicas entre el hombre y la mujer. El término “género” se 
refiere a las identidades, las funciones y los atributos construidos 
socialmente de la mujer y el hombre y al significado social y cul-
tural que la sociedad atribuye a esas diferencias biológicas, lo que 
da lugar a relaciones jerárquicas entre hombres y mujeres y a la 
distribución de facultades y derechos en favor del hombre y en 
detrimento de la mujer. El lugar que la mujer y el hombre ocupan 
en la sociedad depende de factores políticos, económicos, cultu-
rales, sociales, religiosos, ideológicos y ambientales que la cultu-
ra, la sociedad y la comunidad pueden cambiar. La aplicación de 
la Convención a la discriminación por motivos de género se pone 
de manifiesto en la definición de discriminación contenida en el 
artículo 1. Esta definición señala que cualquier distinción, exclu-
sión o restricción que tenga por objeto o por resultado reducir o 
anular el reconocimiento, el disfrute o el ejercicio por las mujeres 
de sus derechos humanos y libertades fundamentales constituye 
discriminación, incluso cuando no sea en forma intencional. De 
esto se desprendería que el trato idéntico o neutro de la mujer y el 
hombre podría constituir discriminación contra la mujer cuando 
tuviera como resultado o efecto privarla del ejercicio de un dere-
cho al no haberse tenido en cuenta la desventaja y la desigualdad 
preexistentes por motivos de género. Las opiniones del Comité al 
respecto se ponen de manifiesto en su examen de los informes, sus 
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recomendaciones generales, decisiones, sugerencias y declaracio-
nes, su examen de las comunicaciones individuales y sus investi-
gaciones en virtud del Protocolo Facultativo. 

6. El artículo 2 es crucial para la plena aplicación de la Conven-
ción, ya que determina la naturaleza de las obligaciones jurídicas 
generales de los Estados partes. Las obligaciones consagradas en 
el artículo 2 están íntimamente relacionadas con todas las demás 
disposiciones sustantivas de la Convención, dado que los Estados 
partes tienen la obligación de garantizar que todos los derechos 
consagrados en la Convención se respeten plenamente a nivel na-
cional. 

7. El artículo 2 de la Convención debería leerse conjuntamente con 
los artículos 3, 4, 5 y 24, y a la luz de la definición de discrimina-
ción contenida en el artículo 1. Asimismo, el alcance de las obliga-
ciones generales del artículo 2 también debería interpretarse a la 
luz de las recomendaciones generales, las observaciones finales, 
las opiniones y otras declaraciones formuladas por el Comité, in-
cluidos los informes de los procedimientos de investigación y las 
decisiones de los casos individuales. El espíritu de la Convención 
abarca otros derechos que no se han mencionado expresamente 
en el texto, pero que afectan a la consecución de la igualdad entre 
la mujer y el hombre, ya que su inefectividad representa una for-
ma de discriminación contra la mujer. 

II. Naturaleza y alcance de las obligaciones de los Estados partes 

8. El artículo 2 exhorta a los Estados partes a condenar la discri-
minación contra la mujer “en todas sus formas”, en tanto que el 
artículo 3 se refiere a las medidas apropiadas que los Estados par-
tes deben adoptar en “todas las esferas” para asegurar el pleno 
desarrollo y adelanto de la mujer. Mediante estas disposiciones, la 
Convención se adelanta a la aparición de nuevas formas de discri-
minación que no se hubieran determinado en el momento de su 
redacción. 
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9. Según el artículo 2, los Estados partes deben ocuparse de todos 
los aspectos de sus obligaciones jurídicas en virtud de la Conven-
ción para respetar, proteger y hacer cumplir el derecho de la mu-
jer a la no discriminación y al goce de la igualdad. La obligación de 
respetar requiere que los Estados partes se abstengan de elaborar 
leyes, políticas, normas, programas, procedimientos administra-
tivos y estructuras institucionales que directa o indirectamente 
priven a la mujer del goce de sus derechos civiles, políticos, eco-
nómicos, sociales y culturales en pie de igualdad con el hombre. La 
obligación de proteger requiere que los Estados partes protejan a 
la mujer contra la discriminación por parte de actores privados y 
adopten medidas directamente orientadas a eliminar las prácti-
cas consuetudinarias y de cualquier otra índole que alimenten los 
prejuicios y perpetúen la noción de inferioridad o superioridad de 
cualquiera de los sexos y los roles estereotipados de los hombres 
y las mujeres. La obligación de cumplir requiere que los Estados 
partes adopten una amplia gama de medidas para asegurar que 
la mujer y el hombre gocen de jure y de facto de los mismos dere-
chos, incluida, cuando proceda, la adopción de medidas especiales 
de carácter temporal de conformidad con el párrafo 1 del artículo 
4 de la Convención y la Recomendación general Nº 25 relativa a las 
medidas especiales de carácter temporal (párrafo 1 del artículo 4 
de la Convención sobre la eliminación de todas las formas de dis-
criminación contra la mujer). Esto entraña obligaciones en cuanto 
a los medios o las conductas y obligaciones en cuanto a los resulta-
dos. Los Estados partes deben tener en cuenta que han de cumplir 
con sus obligaciones jurídicas con todas las mujeres mediante la 
formulación de políticas, programas y marcos institucionales de 
carácter público que tengan por objetivo satisfacer las necesida-
des específicas de la mujer a fin de lograr el pleno desarrollo de su 
potencial en pie de igualdad con el hombre. 

10. Los Estados partes tienen la obligación de no discriminar a la 
mujer por acción u omisión; además, están obligados a reaccionar 
activamente ante la discriminación contra la mujer, independien-
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temente de que esas acciones u omisiones sean cometidas por el 
Estado o por actores privados. La discriminación puede ocurrir 
cuando los Estados no adoptan las medidas legislativas necesarias 
para asegurar la plena efectividad de los derechos de la mujer, no 
aprueban políticas nacionales para alcanzar la igualdad entre el 
hombre y la mujer y no dan cumplimiento a las leyes pertinen-
tes. Además, los Estados partes tienen la responsabilidad inter-
nacional de crear y mejorar constantemente sus bases de datos 
estadísticos y profundizar el análisis de todas las formas de discri-
minación contra las mujeres en general y, en particular, contra las 
mujeres de determinados grupos vulnerables. 

11. Las obligaciones de los Estados partes no cesan en períodos de 
conflicto armado ni en los estados de emergencia declarados por 
acontecimientos políticos o desastres naturales. Estas situaciones 
tienen importantes repercusiones y consecuencias para el goce y 
el ejercicio de los derechos fundamentales de la mujer en pie de 
igualdad con el hombre. Los Estados partes deberían adoptar es-
trategias y tomar medidas para satisfacer las necesidades particu-
lares de las mujeres en tiempos de conflicto armado y estados de 
emergencia. 

12. Aunque con sujeción al derecho internacional, la jurisdicción 
de los Estados se ejerce fundamentalmente en su territorio. Ahora 
bien, las obligaciones de los Estados partes se aplican sin discrimi-
nación tanto a los ciudadanos como a los no ciudadanos, incluidos 
los refugiados, los solicitantes de asilo, los trabajadores migrato-
rios y los apátridas que se encuentren en su territorio o bajo su 
control efectivo, incluso cuando estén fuera de su territorio. Los 
Estados partes son responsables de todos sus actos que afecten a 
los derechos humanos, independientemente de que las personas 
afectadas estén o no en su territorio. 

13. El artículo 2 no se limita a prohibir la discriminación contra la 
mujer causada de manera directa o indirecta por los Estados par-
tes. El artículo 2 también impone a los Estados partes la obligación 
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de proceder con la diligencia debida para impedir la discrimina-
ción por actores privados. En algunos casos, las acciones u omi-
siones del actor privado pueden atribuirse al Estado en virtud del 
derecho internacional. En consecuencia, los Estados partes están 
obligados a asegurarse de que los actores privados no cometan 
actos de discriminación contra la mujer, según la definición de la 
Convención. Entre las medidas apropiadas que los Estados partes 
están obligados a adoptar figuran la regulación de las actividades 
de los actores privados en cuanto a las políticas y prácticas en 
materia de educación, empleo y salud, las condiciones y normas 
laborales, y otras esferas en las que los actores privados prestan 
servicios, como el sector bancario y la vivienda. 

III. Obligaciones generales incluidas en el artículo 2 A. 
Oración introductoria del artículo 2 

14. En la oración introductoria del artículo 2 se establece que: 
“Los Estados Partes condenan la discriminación contra la mujer 
en todas sus formas, convienen en seguir, por todos los medios 
apropiados y sin dilaciones, una política encaminada a eliminar la 
discriminación contra la mujer…”. 

15. La primera obligación de los Estados partes mencionada en 
la oración introductoria del artículo 2 es la obligación de conde-
nar la discriminación contra la mujer en todas sus formas. Los Es-
tados partes tienen la obligación inmediata e ininterrumpida de 
condenar la discriminación. Están obligados a proclamar ante su 
población y la comunidad internacional su total oposición a todas 
las formas de discriminación contra la mujer en todos los niveles 
del gobierno y poderes del Estado, así como su determinación de 
eliminar la discriminación contra la mujer. El término “discrimi-
nación en todas sus formas” obliga claramente al Estado parte a 
estar alerta y condenar todas las formas de discriminación, inclu-
so aquellas que no se mencionan en forma explícita en la Conven-
ción o que puedan aparecer con posterioridad. 
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16. Los Estados partes tienen la obligación de respetar, proteger 
y cumplir el derecho de no discriminación de la mujer y asegurar 
el desarrollo y el adelanto de la mujer a fin de mejorar su situa-
ción y hacer efectivo su derecho a la igualdad de jure y de facto o 
sustantiva con el hombre. Los Estados partes deberán asegurar 
que no haya discriminación directa ni indirecta contra la mujer. 
Se entiende por discriminación directa contra la mujer la que su-
pone un trato diferente fundado explícitamente en las diferencias 
de sexo y género. La discriminación indirecta contra la mujer tie-
ne lugar cuando una ley, una política, un programa o una práctica 
parece ser neutra por cuanto se refiere tanto a los hombres como 
a las mujeres, pero en la práctica tiene un efecto discriminatorio 
contra la mujer porque las desigualdades preexistentes no se han 
tenido en cuenta en la medida aparentemente neutra. Además, la 
discriminación indirecta puede exacerbar las desigualdades exis-
tentes por la falta de reconocimiento de los patrones estructurales 
e históricos de discriminación y el desequilibrio de las relaciones 
de poder entre la mujer y el hombre. 

17. Los Estados partes también tienen la obligación de garantizar 
que las mujeres estén protegidas contra la discriminación come-
tida por las autoridades públicas, el poder judicial, las organiza-
ciones, las empresas o los particulares, tanto en la esfera pública 
como en la privada. Esta protección deberá ser prestada por los 
tribunales competentes u otras instituciones públicas y su cumpli-
miento estar asegurado mediante las sanciones e indemnizaciones 
que correspondan. Los Estados partes deberían asegurarse de que 
todos los órganos gubernamentales fueran plenamente conscien-
tes de los principios de igualdad y no discriminación por motivos 
de sexo y género y de que se establecieran y pusieran en práctica 
los programas de capacitación y concienciación adecuados. 

18. La interseccionalidad es un concepto básico para comprender 
el alcance de las obligaciones generales de los Estados partes en 
virtud del artículo 2. La discriminación de la mujer por motivos 
de sexo y género está unida de manera indivisible a otros factores 
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que afectan a la mujer, como la raza, el origen étnico, la religión o 
las creencias, la salud, el estatus, la edad, la clase, la casta, la orien-
tación sexual y la identidad de género. La discriminación por mo-
tivos de sexo o género puede afectar a las mujeres de algunos gru-
pos en diferente medida o forma que a los hombres. Los Estados 
partes deben reconocer y prohibir en sus instrumentos jurídicos 
estas formas entrecruzadas de discriminación y su impacto nega-
tivo combinado en las mujeres afectadas. También deben aprobar 
y poner en práctica políticas y programas para eliminar estas si-
tuaciones y, en particular, cuando corresponda, adoptar medidas 
especiales de carácter temporal, de conformidad con el párrafo 1 
del artículo 4 de la Convención y la Recomendación general Nº 25. 

19. La discriminación contra la mujer por motivos de sexo y gé-
nero comprende, como se señala en la Recomendación general Nº 
19 relativa a la violencia contra la mujer, la violencia por motivos 
de género, es decir la violencia dirigida contra una mujer por ser 
mujer o la violencia que afecta a la mujer de manera despropor-
cionada. Es una forma de discriminación que inhibe seriamente 
la capacidad de la mujer de gozar y ejercer sus derechos huma-
nos y libertades fundamentales en pie de igualdad con el hombre. 
Abarca los actos que inflingen lesiones o sufrimientos de carácter 
físico, mental o sexual, la amenaza de dichos actos, la coacción y 
otras formas de privación de la libertad, la violencia cometida en 
la familia o la unidad doméstica o en cualquier otra relación inter-
personal, o la violencia perpetrada o condonada por el Estado o 
sus agentes, independientemente del lugar en que se cometa. La 
violencia por motivos de género puede constituir una violación 
de disposiciones específicas de la Convención, aún cuando dichas 
disposiciones no mencionen expresamente la violencia. Los Es-
tados partes están obligados a proceder con la diligencia debida 
para prevenir, investigar, enjuiciar y castigar esos actos de violen-
cia por motivos de género. 

20. La obligación de cumplimiento abarca la obligación de los Es-
tados partes de facilitar la plena efectividad de los derechos de 
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la mujer y tomar medidas para ello. Los derechos humanos de la 
mujer deben hacerse efectivos mediante la promoción de la igual-
dad de facto o sustantiva por todos los medios apropiados, entre 
ellos la adopción de políticas y programas concretos y efectivos 
orientados a mejorar la posición de la mujer y lograr esa igualdad 
de facto, incluida, cuando proceda, la adopción de medidas espe-
ciales de carácter temporal de conformidad con el párrafo 1 del 
artículo 4 de la Convención y la Recomendación general Nº 25. 

21. En particular, los Estados partes están obligados a promover 
la igualdad de los derechos de las niñas, dado que están compren-
didas en la comunidad más amplia de las mujeres y son más vul-
nerables a la discriminación en el acceso a la educación básica, así 
como a la trata de personas, el maltrato, la explotación y la violen-
cia. Todas estas situaciones de discriminación se agravan cuando 
las víctimas son adolescentes. Por lo tanto, los Estados deberán 
prestar atención a las necesidades específicas de las niñas (ado-
lescentes) ofreciéndoles educación sobre salud sexual y repro-
ductiva y llevando a cabo programas para prevenir el VIH/SIDA, la 
explotación sexual y el embarazo precoz. 

22. El principio de igualdad entre el hombre y la mujer, o la igual-
dad entre los géneros, es inherente al concepto de que todos los 
seres humanos, con independencia de su sexo, son libres de de-
sarrollar sus capacidades personales, emprender carreras profe-
sionales y tomar decisiones sin las limitaciones impuestas por los 
estereotipos, los roles de género rígidos y los prejuicios. Se exhor-
ta a los Estados partes a utilizar exclusivamente los conceptos de 
igualdad entre la mujer y el hombre o la igualdad entre los géneros 
y no el concepto de equidad entre los géneros al cumplir con sus 
obligaciones en virtud de la Convención. En algunas jurisdicciones 
este último concepto se utiliza para referirse al trato justo de la 
mujer y el hombre en función de sus necesidades respectivas. Esto 
puede incluir un trato igual, o un trato diferente pero considerado 
equivalente en cuanto a los derechos, los beneficios, las obligacio-
nes y las oportunidades. 
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23. Los Estados partes también acuerdan “seguir, por todos los 
medios apropiados” una política encaminada a eliminar la dis-
criminación contra la mujer. Esta obligación de utilizar medios o 
adoptar una determinada conducta da una gran flexibilidad para 
que el Estado parte formule una política que se adecue a su marco 
jurídico, político, económico, administrativo e institucional parti-
cular y pueda hacer frente a los obstáculos y las resistencias con-
cretas que existan en el Estado parte respecto de la eliminación 
de la discriminación contra la mujer. Todo Estado parte debe ser 
capaz de justificar la pertinencia del medio particular que haya 
elegido y demostrar que puede lograr el efecto y el resultado de-
seado. En último término, corresponde al Comité determinar si un 
Estado parte ha realmente adoptado todas las medidas necesarias 
a nivel nacional para alcanzar la plena efectividad de los derechos 
reconocidos en la Convención. 

24. El principal elemento de la oración introductoria del artículo 2 
es la obligación de los Estados partes de seguir una política enca-
minada a eliminar la discriminación contra la mujer. Este requisito 
es un componente esencial y fundamental de la obligación jurídica 
general de un Estado parte de aplicar la Convención. Esto significa 
que el Estado parte debe evaluar de inmediato la situación de jure 
y de facto de la mujer y adoptar medidas concretas para formular 
y aplicar una política claramente orientada al objetivo de eliminar 
por completo todas las formas de discriminación contra la mujer y 
alcanzar la igualdad sustantiva de la mujer y el hombre. El énfasis 
se ha puesto en seguir avanzando, pasando de la evaluación de 
la situación a la formulación y aprobación inicial de una amplia 
gama de medidas, que se han de perfeccionar en forma constante 
a la luz del análisis de su eficacia y los problemas que vayan sur-
giendo, con el fin de alcanzar los objetivos de la Convención. Una 
política de esta naturaleza debe incluir garantías constitucionales 
y legislativas, incluida la armonización con las disposiciones jurí-
dicas nacionales y la enmienda de las disposiciones jurídicas que 
sean contrarias. También debe incluir otras medidas apropiadas, 
por ejemplo planes de acción amplios y mecanismos para vigilar-
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los y aplicarlos, los cuales proporcionan un marco para la obser-
vancia práctica del principio de la igualdad entre el hombre y la 
mujer, tanto en sus aspectos de fondo como de forma. 

25. La política deberá ser amplia porque debería aplicarse a to-
das las esferas de la vida, incluidas aquellas que no se mencionan 
expresamente en el texto de la Convención. Deberá aplicarse a las 
esferas económicas pública y privada, al igual que al ámbito do-
méstico, y asegurar que todos los poderes del Estado (ejecutivo, 
legislativo y judicial) y todos los niveles del Gobierno asuman sus 
responsabilidades respectivas en cuanto a la aplicación. Debería 
incorporar toda la gama de medidas apropiadas y necesarias para 
las circunstancias particulares del Estado parte. 

26. En la política se deberá establecer que las mujeres que se en-
cuentren en la jurisdicción del Estado parte (incluidas las no ciu-
dadanas, migrantes, refugiadas, solicitantes de asilo y apátridas) 
son las titulares de los derechos, poniendo particular énfasis en 
los grupos de mujeres más marginados y que pueden ser víctimas 
de varias formas de discriminación a la vez. 

27. La política deberá asegurar que las mujeres, tanto de mane-
ra individual como grupal, tengan acceso a la información sobre 
sus derechos en virtud de la Convención y puedan promoverlos 
y reivindicarlos efectivamente. El Estado parte también debería 
asegurar que la mujer pueda participar en forma activa en la for-
mulación, la aplicación y el seguimiento de la política. Para lograr-
lo deben asignarse recursos a fin de asegurarse de que las organi-
zaciones no gubernamentales dedicadas a los derechos humanos 
y la condición de la mujer estén debidamente informadas, se las 
consulte como corresponde y en general puedan desempeñar una 
función activa en la formulación inicial y posterior desarrollo de 
esa política. 

28. La política deberá estar orientada a la acción y los resultados, 
en el sentido de que debería establecer metas, indicadores y pla-
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zos, asegurar que todos los actores pertinentes cuenten con los 
recursos adecuados y puedan desempeñar el papel que les corres-
ponde para alcanzar las metas y los objetivos convenidos. Para 
ello, la política debe estar vinculada a los procesos generales de 
presupuestación gubernamentales con el fin de garantizar que to-
dos los aspectos de la política estén adecuadamente financiados. 
Debería prever mecanismos para reunir datos pertinentes desglo-
sados por sexo, permitir el seguimiento efectivo, facilitar la eva-
luación permanente y posibilitar la revisión o complementación 
de las medidas vigentes y la determinación de toda nueva medida 
que pueda ser apropiada. Además, la política deberá asegurar la 
existencia de órganos fuertes y especializados (un mecanismo na-
cional para la mujer) en el poder ejecutivo del Estado que tomen 
iniciativas, coordinen y supervisen la preparación y aplicación de 
las leyes, las políticas y los programas necesarios para cumplir las 
obligaciones del Estado parte en virtud de la Convención. Estas 
instituciones deberían tener competencia para brindar asesora-
miento y presentar análisis directamente a los niveles más altos 
del Gobierno. La política también debería asegurar que se esta-
blezcan instituciones de seguimiento independientes, por ejem-
plo institutos nacionales de derechos humanos o comisiones 
independientes para la mujer, o que los institutos nacionales exis-
tentes reciban el mandato de promover y proteger los derechos 
garantizados en la Convención. La política deberá propiciar la par-
ticipación del sector privado, incluidas las empresas, los medios 
de comunicación, las organizaciones, los grupos comunitarios y 
los particulares, en la adopción de medidas que ayuden a alcanzar 
los objetivos de la Convención en la esfera económica privada. 

29. La expresión “sin dilaciones” deja en claro que la obligación 
de los Estados partes de seguir sus políticas, por todos los medios 
adecuados, tiene carácter inmediato. Esta expresión es incondicio-
nal y no admite ninguna demora ni un enfoque gradual voluntario 
en el cumplimiento de las obligaciones asumidas por los Estados 
al ratificar la Convención o adherirse a ella. De esto se desprende 
que las demoras no se pueden justificar por ningún motivo, ya sea 
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político, social, cultural, religioso, económico o de recursos ni por 
otras consideraciones o carencias de un Estado. Cuando un Estado 
parte carezca de los recursos o necesite conocimientos técnicos o 
de otro tipo para facilitar el cumplimiento de sus obligaciones en 
virtud de la Convención, podrá solicitar la cooperación internacio-
nal para superar esas dificultades. 

B. Subpárrafos a) a g) 

30. En el artículo 2 se expresa la obligación general de los Estados 
partes de aplicar la Convención. Sus requisitos sustantivos pro-
porcionan el marco para la aplicación de las obligaciones específi-
cas contenidas en los subpárrafos a) a g) del artículo 2 y todos los 
demás artículos sustantivos de la Convención. 

31. En los subpárrafos a), f) y g) se establece la obligación de los 
Estados partes de prestar protección jurídica y abolir o enmen-
dar las leyes y normas discriminatorias como parte de la política 
para eliminar la discriminación contra la mujer. Los Estados par-
tes deben asegurar que, mediante enmiendas constitucionales o 
cualquier otro instrumento legislativo apropiado, el principio de 
la igualdad entre la mujer y el hombre y la no discriminación se 
consagre en el derecho nacional con carácter supremo y obliga-
torio. También deben aprobar leyes que prohíban la discrimina-
ción en todos los ámbitos y a lo largo de toda la vida de la mujer, 
de conformidad con lo dispuesto en la Convención. Los Estados 
partes tienen la obligación de adoptar medidas para modificar o 
abolir las leyes, normas, costumbres y prácticas vigentes que sean 
discriminatorias contra la mujer. Algunos grupos de mujeres, en 
especial las mujeres privadas de libertad, las refugiadas, las solici-
tantes de asilo, las migrantes, las apátridas, las lesbianas, las que 
tienen una discapacidad, las víctimas de la trata, las viudas y las 
mujeres de edad, son particularmente vulnerables a la discrimina-
ción en las leyes y normas civiles y penales y las normas y prácti-
cas consuetudinarias. Al ratificar la Convención o adherirse a ella, 
los Estados partes se comprometen a incorporar la Convención en 
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sus sistemas jurídicos nacionales o a darle por otros medios un 
efecto jurídico adecuado en el orden jurídico nacional, con el fin 
de asegurar la aplicabilidad de sus disposiciones a nivel nacional. 
La cuestión de la aplicabilidad directa de las disposiciones de la 
Convención a nivel nacional es una cuestión de derecho constitu-
cional y depende del estatus de los tratados en el orden jurídico 
del país. Sin embargo, el Comité considera que los derechos a la 
no discriminación y a la igualdad en todos los ámbitos de la vida 
de la mujer y durante todo el transcurso de su existencia, tal como 
están consagrados en la Convención, pueden recibir una mayor 
protección en los Estados en los que la Convención se incorpora 
de manera automática al orden jurídico nacional, o a través de un 
proceso específico de incorporación. El Comité insta a los Estados 
partes en los que la Convención no forma parte del orden jurídi-
co nacional a considerar incorporarla para que pase a integrar el 
derecho nacional, por ejemplo mediante una ley general sobre la 
igualdad, con el fin de facilitar la plena efectividad de los derechos 
consagrados en la Convención, según se establece en el artículo 2. 

32. El subpárrafo b) 2 incluye la obligación de los Estados par-
tes de asegurar que la legislación que prohíbe la discriminación y 
promueve la igualdad entre la mujer y el hombre prevea recursos 
adecuados para las mujeres que sean objeto de discriminación en 
violación de lo dispuesto en la Convención. Esta obligación exige 
que los Estados partes proporcionen resarcimiento a las mujeres 
cuyos derechos protegidos por la Convención hayan sido violados. 
Si no hay resarcimiento no se cumple la obligación de proporcio-
nar un recurso apropiado. Estos recursos deberían incluir dife-
rentes formas de reparación, como la indemnización monetaria, 
la restitución, la rehabilitación y el recurso de reposición; medi-
das de satisfacción, como las disculpas públicas, los memoriales 
públicos y las garantías de no repetición; cambios en las leyes y 
prácticas pertinentes; y el sometimiento a la justicia de los autores 
de violaciones de los derechos humanos de la mujer. 
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33. Según el subpárrafo c), los Estados partes deben asegurarse 
de que los tribunales apliquen el principio de igualdad tal como 
está enunciado en la Convención e interpretar la ley, en la mayor 
medida posible, de conformidad con las obligaciones de los Esta-
dos partes en virtud de la Convención. Sin embargo, cuando esto 
no sea posible, los tribunales deberían señalar a la atención de 
las autoridades competentes cualquier incoherencia entre el de-
recho nacional, incluidas las leyes religiosas y consuetudinarias, y 
las obligaciones del Estado parte en virtud de la Convención, dado 
que las leyes nacionales nunca se pueden utilizar como justifica-
ción de la falta de cumplimiento de las obligaciones internaciona-
les de los Estados partes. 

34. Los Estados partes deben asegurarse de que la mujer pueda 
invocar el principio de igualdad en apoyo a las denuncias de ac-
tos de discriminación cometidos en violación de la Convención 
por funcionarios públicos o actores privados. Los Estados partes 
deben además asegurarse de que haya recursos asequibles, ac-
cesibles y oportunos para la mujer, así como asistencia y ayuda 
jurídicas, según sea necesario, y de que esos recursos se determi-
nen en una audiencia justa por un juez o un tribunal competente 
e independiente, según proceda. Cuando la discriminación contra 
la mujer también viole otros derechos humanos, como el derecho 
a la vida y la integridad física, por ejemplo en los casos de vio-
lencia doméstica y otras formas de violencia, los Estados partes 
están obligados a iniciar acciones penales, llevar a los infractores 
a juicio e imponer las sanciones penales correspondientes. Los Es-
tados partes deberían apoyar financieramente a las asociaciones 
y los centros independientes que proporcionan recursos jurídicos 
a la mujer en su labor de educación de la mujer sobre el derecho a 
la igualdad y de prestación de asistencia para interponer recursos 
en caso de discriminación. 

35. En el subpárrafo d) se establece la obligación de los Estados 
partes de abstenerse de todo acto o práctica de discriminación di-
recta o indirecta contra la mujer. Los Estados partes deben asegu-
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rarse de que las instituciones, los agentes, las leyes y las políticas 
del Estado no discriminen a la mujer de manera directa o expresa. 
Además deben asegurarse de abolir cualquier ley, política o acción 
que tenga como efecto o resultado un acto de discriminación. 

36. En el subpárrafo e) se establece la obligación de los Estados 
partes de eliminar la discriminación cometida por cualquier actor 
público o privado. Los tipos de medidas que pueden considerar-
se apropiados al respecto no se limitan a las medidas de carácter 
constitucional o legislativo. Los Estados partes también deberían 
adoptar medidas para asegurar tanto la eliminación efectiva de la 
discriminación contra la mujer como la igualdad entre la mujer 
y el hombre. Esto incluye medidas que aseguren que las mujeres 
puedan presentar denuncias en caso de violaciones de los dere-
chos consagrados en la Convención y tengan acceso a recursos 
efectivos; permitan que las mujeres participen activamente en la 
formulación y aplicación de medidas; aseguren la rendición de 
cuentas gubernamental a nivel nacional; promuevan la educación 
y apoyen los objetivos de la Convención en todo el sistema educa-
tivo y la comunidad; alienten la labor de las organizaciones no gu-
bernamentales especializadas en materia de derechos humanos 
y condición de la mujer; establezcan las instituciones y otros me-
canismos nacionales de derechos humanos necesarios, y presten 
apoyo administrativo y financiero adecuado para asegurarse de 
que las medidas adoptadas repercutan de manera determinante 
en la vida de las mujeres. Las obligaciones que incumben a los 
Estados partes y les exigen establecer mecanismos de protección 
jurídica de los derechos de la mujer en pie de igualdad con el hom-
bre, asegurar, mediante los tribunales nacionales y otras institu-
ciones públicas competentes, la protección efectiva de la mujer 
contra todo acto de discriminación y adoptar todas las medidas 
apropiadas para eliminar la discriminación contra la mujer por 
cualquier persona, organización o empresa también se extienden 
a los actos de las empresas nacionales que operan fuera del terri-
torio del país. 
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IV. Recomendaciones a los Estados partes 

A. Aplicación 

37. Para cumplir el requisito de que los medios y las medidas 
sean apropiados, los medios adoptados por los Estados partes de-
ben atender todos los aspectos de sus obligaciones generales en 
virtud de la Convención, a saber, respetar, proteger, promover y 
hacer efectivo el derecho de la mujer a la no discriminación y a 
la igualdad con el hombre. De esta forma, los términos “medios 
apropiados” y “medidas apropiadas”, utilizados en el artículo 2 y 
otros artículos de la Convención, incluyen medidas que aseguren 
que un Estado parte: a) Se abstenga de realizar, patrocinar o con-
donar toda práctica, política o medida que infrinja la Convención 
(obligación de respetar); b) Adopte medidas para evitar, prohibir 
y castigar las violaciones de la Convención por terceros, incluidas 
las cometidas en el hogar y la comunidad, y proporcione resarci-
miento a las víctimas de esas violaciones (obligación de proteger); 
c) Promueva la difusión y el apoyo generalizados de sus obliga-
ciones en virtud de la Convención (obligación de promover); d) 
Adopte medidas especiales de carácter temporal para alcanzar en 
la práctica la no discriminación sexual y la igualdad entre los gé-
neros (obligación de cumplir). 

38. Los Estados partes también deberían adoptar otras medidas 
apropiadas de aplicación, a saber: a) Promover la igualdad de la 
mujer mediante la formulación y ejecución de planes de acción 
nacionales y otros programas y políticas pertinentes en consonan-
cia con la Declaración y Plataforma de Acción de Beijing y asignar 
recursos humanos y financieros adecuados; b) Establecer códi-
gos de conducta para los funcionarios públicos a fin de asegurar 
el respeto de los principios de igualdad y no discriminación; c) 
Asegurar que los informes de las decisiones judiciales que apli-
quen las disposiciones de la Convención sobre los principios de 
igualdad y no discriminación se difundan ampliamente; d) Llevar 
a cabo programas específicos de educación y capacitación sobre 
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los principios y las disposiciones de la Convención para todos 
los organismos gubernamentales, los funcionarios públicos y, en 
particular, los juristas y los funcionarios judiciales; e) Conseguir 
la cooperación de todos los medios de comunicación en los pro-
gramas de educación pública sobre la igualdad entre la mujer y el 
hombre y asegurarse en particular de que las mujeres conozcan su 
derecho a la igualdad sin discriminación, las medidas adoptadas 
por el Estado parte para aplicar la Convención y las observaciones 
finales del Comité sobre los informes presentados por el Estado 
parte; f) Elaborar y establecer indicadores válidos sobre el estado 
y el avance en la efectividad de los derechos humanos de la mujer 
y establecer y mantener bases de datos desglosadas por sexo y 
relacionadas con las disposiciones específicas de la Convención. 

B. Rendición de cuentas 

39. La rendición de cuentas de los Estados partes respecto del 
cumplimiento de sus obligaciones en virtud del artículo 2 se ma-
terializa en los actos u omisiones de todos los poderes del Estado. 
La descentralización del poder, mediante el traspaso y la delega-
ción de las competencias gubernamentales en los Estados unita-
rios y federales, no invalida ni reduce de manera alguna la res-
ponsabilidad directa del gobierno nacional o federal del Estado 
parte de cumplir sus obligaciones respecto de todas las mujeres 
en su jurisdicción. El Estado parte que ratificó la Convención o se 
adhirió a ella sigue siendo responsable en todas las circunstancias 
de asegurar la plena aplicación en todos los territorios bajo su ju-
risdicción. En cualquier proceso de traspaso de competencias, los 
Estados partes deben asegurarse de que las autoridades compe-
tentes cuenten con los recursos financieros, humanos y de otro 
tipo necesarios para cumplir efectiva y plenamente con las obliga-
ciones del Estado parte en virtud de la Convención. Los Gobiernos 
de los Estados partes deben retener la facultad de exigir el pleno 
cumplimiento de la Convención y deben establecer mecanismos 
permanentes de coordinación y seguimiento para que la Conven-
ción sea respetada y se aplique sin discriminación a todas las mu-
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jeres en su jurisdicción. Además, deben existir salvaguardias para 
asegurar que la descentralización o el traspaso de competencias 
no supongan discriminación en lo que respecta al disfrute por las 
mujeres de sus derechos en las diferentes regiones. 

40. La aplicación efectiva de la Convención requiere que un Estado 
parte rinda cuentas a sus ciudadanos y otros miembros de la co-
munidad a nivel nacional e internacional. Para que esta función de 
rendición de cuentas funcione de manera efectiva se deben crear 
los mecanismos y las instituciones apropiadas. 

C. Reservas

41. El Comité considera que el artículo 2 encarna la verdadera esen-
cia de las obligaciones de los Estados partes en virtud de la Conven-
ción. Por lo tanto, el Comité considera que las reservas al artículo 2 
o sus subpárrafos son, en principio, incompatibles con el objeto y 
el propósito de la Convención y por consiguiente inadmisibles en 
virtud del párrafo 2 del artículo 28. Los Estados partes que hayan 
formulado reservas al artículo 2 o a los subpárrafos del artículo 2 
deberían explicar el efecto práctico de esas reservas en la aplicación 
de la Convención e indicar las medidas adoptadas para reconside-
rar las reservas con el objetivo de retirarlas lo antes posible. 

42. El hecho de que un Estado parte haya formulado una reserva al 
artículo 2 o sus subpárrafos no exime al Estado parte de cumplir 
con sus otras obligaciones en virtud del derecho internacional, in-
cluidas las que emanan de otros tratados de derechos humanos que 
el Estado parte haya ratificado o a los que se haya adherido y de las 
normas internacionales consuetudinarias de derechos humanos re-
lativas a la eliminación de la discriminación contra la mujer. Cuando 
exista una discrepancia entre las reservas a las disposiciones de la 
Convención y otras obligaciones similares en virtud de otros trata-
dos internacionales de derechos humanos ratificados por un Estado 
parte o a los que se haya adherido, el Estado parte debería reconsi-
derar sus reservas a la Convención con el fin de retirarlas.
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SISTEMA INTERAMERICANO
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CONVENCION INTERAMERICANA PARA PREVENIR,  SANCIO-
NAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LA MUJER  “CON-
VENCION DE BELEM DO PARA”.6

 
LOS ESTADOS PARTES DE LA PRESENTE CONVENCIÓN,

RECONOCIENDO que el respeto irrestricto a los derechos huma-
nos ha sido consagrado en la Declaración Americana de los Dere-
chos y Deberes del Hombre y en la Declaración Universal de los 
Derechos Humanos y reafirmado en otros instrumentos interna-
cionales y regionales;

AFIRMANDO que la violencia contra la mujer constituye una vio-
lación de los derechos humanos y las libertades fundamentales y 
limita total o parcialmente a la mujer el reconocimiento, goce y 
ejercicio de tales derechos y libertades;

PREOCUPADOS porque la violencia contra la mujer es una ofensa 
a la dignidad humana y una manifestación de las relaciones de po-
der históricamente desiguales entre mujeres y hombres;

RECORDANDO la Declaración sobre la Erradicación de la Violen-
cia contra la Mujer, adoptada por la Vigésimoquinta Asamblea de 
Delegadas de la Comisión Interamericana de Mujeres, y afirmando 
que la violencia contra la mujer trasciende todos los sectores de la 
sociedad independientemente de su clase, raza o grupo étnico, ni-
vel de ingresos, cultura, nivel educacional, edad o religión y afecta 
negativamente sus propias bases;

CONVENCIDOS de que la eliminación de la violencia contra la mu-
jer es condición indispensable para su desarrollo individual y so-
cial y su plena e igualitaria participación en todas las esferas de 
vida, y
6.- http://www.oas.org/juridico/spanish/tratados/a-61.html
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CONVENCIDOS de que la adopción de una convención para preve-
nir, sancionar y erradicar toda forma de violencia contra la mujer, 
en el ámbito de la Organización de los Estados Americanos, cons-
tituye una positiva contribución para proteger los derechos de la 
mujer y eliminar las situaciones de violencia que puedan afectar-
las,

HAN CONVENIDO en lo siguiente:

CAPITULO I: DEFINICION Y AMBITO DE APLICACIÓN:

Artículo 1

Para los efectos de esta Convención debe entenderse por violencia 
contra la mujer cualquier acción o conducta, basada en su género, 
que cause muerte, daño o sufrimiento físico, sexual o psicológico a 
la mujer, tanto en el ámbito público como en el privado.

Artículo 2

Se entenderá que violencia contra la mujer incluye la violencia fí-
sica, sexual y psicológica:

a. que tenga lugar dentro de la familia o unidad doméstica o en 
cualquier otra relación interpersonal, ya sea que el agresor com-
parta o haya compartido el mismo domicilio que la mujer, y que 
comprende, entre otros, violación, maltrato y abuso sexual;
b. que tenga lugar en la comunidad y sea perpetrada por cualquier 
persona y que comprende, entre otros, violación, abuso sexual, 
tortura, trata de personas, prostitución forzada, secuestro y acoso 
sexual en el lugar de trabajo, así como en instituciones educativas, 
establecimientos de salud o cualquier otro lugar, y
c. que sea perpetrada o tolerada por el Estado o sus agentes, don-
de quiera que ocurra.
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CAPITULO II: DERECHOS PROTEGIDOS
 
Artículo 3

Toda mujer tiene derecho a una vida libre de violencia, tanto en el 
ámbito público como en el privado.

Artículo 4

Toda mujer tiene derecho al reconocimiento, goce, ejercicio y pro-
tección de todos los derechos humanos y a las libertades consa-
gradas por los instrumentos regionales e internacionales sobre 
derechos humanos.  Estos derechos comprenden, entre otros:

a) el derecho a que se respete su vida;
b) el derecho a que se respete su integridad física, psíquica y mo-

ral;
c) el derecho a la libertad y a la seguridad personales;
d) el derecho a no ser sometida a torturas;
e) el derecho a que se respete la dignidad inherente a su persona 

y que se proteja a su familia;
f) el derecho a igualdad de protección ante la ley y de la ley;
g) el derecho a un recurso sencillo y rápido ante los tribunales 

competentes, que la ampare contra actos que violen sus dere-
chos;

h) el derecho a libertad de asociación;
i) el derecho a la libertad de profesar la religión y las creencias 

propias dentro de la ley, y
j) el derecho a tener igualdad de acceso a las funciones públicas 

de su país y a participar en los asuntos públicos, incluyendo la 
toma de decisiones.

 
Artículo 5

Toda mujer podrá ejercer libre y plenamente sus derechos civiles, 
políticos, económicos, sociales y culturales y contará con la total 
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protección de esos derechos consagrados en los instrumentos re-
gionales e internacionales sobre derechos humanos.  Los Estados 
Partes reconocen que la violencia contra la mujer impide y anula 
el ejercicio de esos derechos.

Artículo 6

El derecho de toda mujer a una vida libre de violencia incluye, en-
tre otros:

a) el derecho de la mujer a ser libre de toda forma de discrimi-
nación, y

b) el derecho de la mujer a ser valorada y educada libre de patro-
nes estereotipados de comportamiento y prácticas sociales y 
culturales basadas en conceptos de inferioridad o subordina-
ción.

CAPITULO III: DEBERES DE LOS ESTADOS

Artículo 7

Los Estados Partes condenan todas las formas de violencia contra 
la mujer y convienen en adoptar, por todos los medios apropiados 
y sin dilaciones, políticas orientadas a prevenir, sancionar y erra-
dicar dicha violencia y en llevar a cabo lo siguiente:
 
a) abstenerse de cualquier acción o práctica de violencia contra 

la mujer y velar por que las autoridades, sus funcionarios, per-
sonal y agentes e instituciones se comporten de conformidad 
con esta obligación;

b) actuar con la debida diligencia para prevenir, investigar y san-
cionar la violencia contra la mujer;

c) incluir en su legislación interna normas penales, civiles y ad-
ministrativas, así como las de otra naturaleza que sean nece-
sarias para prevenir, sancionar y erradicar la violencia contra 
la mujer y adoptar las medidas administrativas apropiadas 
que sean del caso;
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d) adoptar medidas jurídicas para conminar al agresor a abste-
nerse de hostigar, intimidar, amenazar, dañar o poner en peli-
gro la vida de la mujer de cualquier forma que atente contra su 
integridad o perjudique su propiedad;

e) tomar todas las medidas apropiadas, incluyendo medidas de 
tipo legislativo, para modificar o abolir leyes y reglamentos 
vigentes, o para modificar prácticas jurídicas o consuetudina-
rias que respalden la persistencia o la tolerancia de la violen-
cia contra la mujer;

f) establecer procedimientos legales justos y eficaces para la 
mujer que haya sido sometida a violencia, que incluyan, entre 
otros, medidas de protección, un juicio oportuno y el acceso 
efectivo a tales procedimientos;

g) establecer los mecanismos judiciales y administrativos nece-
sarios para asegurar que la mujer objeto de violencia tenga 
acceso efectivo a resarcimiento, reparación del daño u otros 
medios de compensación justos y eficaces, y

h) adoptar las disposiciones legislativas o de otra índole que sean 
necesarias para hacer efectiva esta Convención.

Artículo 8

Los Estados Partes convienen en adoptar, en forma progresiva, 
medidas específicas, inclusive programas para:

a) fomentar el conocimiento y la observancia del derecho de la 
mujer a una vida libre de violencia, y el derecho de la mujer a 
que se respeten y protejan sus derechos humanos;

b) modificar los patrones socioculturales de conducta de hom-
bres y mujeres, incluyendo el diseño de programas de educa-
ción formales y no formales apropiados a todo nivel del pro-
ceso educativo, para contrarrestar prejuicios y costumbres y 
todo otro tipo de prácticas que se basen en la premisa de la 
inferioridad o superioridad de cualquiera de los géneros o en 
los papeles estereotipados para el hombre y la mujer que legi-
timizan o exacerban la violencia contra la mujer;

c) fomentar la educación y capacitación del personal en la admi-



96

nistración de justicia, policial y demás funcionarios encargados 
de la aplicación de la ley, así como del personal a cuyo cargo 
esté la aplicación de las políticas de prevención, sanción y eli-
minación de la violencia contra la mujer;

d) suministrar los servicios especializados apropiados para la 
atención necesaria a la mujer objeto de violencia, por medio de 
entidades de los sectores público y privado, inclusive refugios, 
servicios de orientación para toda la familia, cuando sea del 
caso, y cuidado y custodia de los menores afectados;

e) fomentar y apoyar programas de educación gubernamentales 
y del sector privado destinados a concientizar al público sobre 
los problemas relacionados con la violencia contra la mujer, los 
recursos legales y la reparación que corresponda;

f) ofrecer a la mujer objeto de violencia acceso a programas efica-
ces de rehabilitación y capacitación que le permitan participar 
plenamente en la vida pública, privada y social;

g) alentar a los medios de comunicación a elaborar directrices 
adecuadas de difusión que contribuyan a erradicar la violencia 
contra la mujer en todas sus formas y a realzar el respeto a la 
dignidad de la mujer;

h) garantizar la investigación y recopilación de estadísticas y de-
más información pertinente sobre las causas, consecuencias y 
frecuencia de la violencia contra la mujer, con el fin de evaluar 
la eficacia de las medidas para prevenir, sancionar y eliminar 
la violencia contra la mujer y de formular y aplicar los cambios 
que sean necesarios, y

i) promover la cooperación internacional para el intercambio de 
ideas y experiencias y la ejecución de programas encaminados 
a proteger a la mujer objeto de violencia.

Artículo 9

Para la adopción de las medidas a que se refiere este capítulo, los 
Estados Partes tendrán especialmente en cuenta la situación de 
vulnerabilidad a la violencia que pueda sufrir la mujer en razón, 
entre otras, de su raza o de su condición étnica, de migrante, refu-
giada o desplazada.  En igual sentido se considerará a la mujer que 
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es objeto de violencia cuando está embarazada, es discapacitada, 
menor de edad, anciana, o está en situación socioeconómica des-
favorable o afectada por situaciones de conflictos armados o de 
privación de su libertad.

CAPITULO IV:  
MECANISMOS INTERAMERICANOS DE PROTECCIÓN

Artículo 10

Con el propósito de proteger el derecho de la mujer a una vida 
libre de violencia, en los informes nacionales a la Comisión Inte-
ramericana de Mujeres, los Estados Partes deberán incluir infor-
mación sobre las medidas adoptadas para prevenir y erradicar la 
violencia contra la mujer, para asistir a la mujer afectada por la 
violencia, así como sobre las dificultades que observen en la apli-
cación de las mismas y los factores que contribuyan a la violencia 
contra la mujer.

Artículo 11

Los Estados Partes en esta Convención y la Comisión Interame-
ricana de Mujeres, podrán requerir a la Corte Interamericana de 
Derechos Humanos opinión consultiva sobre la interpretación de 
esta Convención.

Artículo 12

Cualquier persona o grupo de personas, o entidad no guberna-
mental legalmente reconocida en uno o más Estados miembros 
de la Organización, puede presentar a la Comisión Interamerica-
na de Derechos Humanos peticiones que contengan denuncias o 
quejas de violación del artículo 7 de la presente Convención por 
un Estado Parte, y la Comisión las considerará de acuerdo con las 
normas y los requisitos de procedimiento para la presentación y 
consideración de peticiones estipulados en la Convención Ameri-
cana sobre Derechos Humanos y en el Estatuto y el Reglamento de 
la Comisión Interamericana de Derechos Humanos.
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CAPITULO V: DISPOSICIONES GENERALES:

Artículo 13

Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser inter-
pretado como restricción o limitación a la legislación interna de 
los Estados Partes que prevea iguales o mayores protecciones y 
garantías de los derechos de la mujer y salvaguardias adecuadas 
para prevenir y erradicar la violencia contra la mujer.

Artículo 14

Nada de lo dispuesto en la presente Convención podrá ser inter-
pretado como restricción o limitación a la Convención Americana 
sobre Derechos Humanos o a otras convenciones internacionales 
sobre la materia que prevean iguales o mayores protecciones rela-
cionadas con este tema.

Artículo 15

La presente Convención está abierta a la firma de todos los Esta-
dos miembros de la Organización de los Estados Americanos.
 
Artículo 16

La presente Convención está sujeta a ratificación.  Los instrumen-
tos de ratificación se depositarán en la Secretaría General de la 
Organización de los Estados Americanos.

Artículo 17

La presente Convención queda abierta a la adhesión de cualquier 
otro Estado.  Los instrumentos de adhesión se depositarán en la 
Secretaría General de la Organización de los Estados Americanos.
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Artículo 18

Los Estados podrán formular reservas a la presente Convención al 
momento de aprobarla, firmarla, ratificarla o adherir a ella, siem-
pre que:

a. no sean incompatibles con el objeto y propósito de la Conven-
ción;

b. no sean de carácter general y versen sobre una o más disposi-
ciones específicas.

Artículo 19

Cualquier Estado Parte puede someter a la Asamblea General, por 
conducto de la Comisión Interamericana de Mujeres, una pro-
puesta de enmienda a esta Convención.

Las enmiendas entrarán en vigor para los Estados ratificantes de 
las mismas en la fecha en que dos tercios de los Estados Partes 
hayan depositado el respectivo instrumento de ratificación.  En 
cuanto al resto de los Estados Partes, entrarán en vigor en la fecha 
en que depositen sus respectivos instrumentos de ratificación.

Artículo 20

Los Estados Partes que tengan dos o más unidades territoriales en 
las que rijan distintos sistemas jurídicos relacionados con cues-
tiones tratadas en la presente Convención podrán declarar, en el 
momento de la firma, ratificación o adhesión, que la Convención 
se aplicará a todas sus unidades territoriales o solamente a una o 
más de ellas.

Tales declaraciones podrán ser modificadas en cualquier momen-
to mediante declaraciones ulteriores, que especificarán expresa-
mente la o las unidades territoriales a las que se aplicará la pre-
sente Convención.  Dichas declaraciones ulteriores se transmitirán 
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a la Secretaría General de la Organización de los Estados America-
nos y surtirán efecto treinta días después de recibidas.

Artículo 21

La presente Convención entrará en vigor el trigésimo día a partir 
de la fecha en que se haya depositado el segundo instrumento de 
ratificación.  Para cada Estado que ratifique o adhiera a la Conven-
ción después de haber sido depositado el segundo instrumento de 
ratificación, entrará en vigor el trigésimo día a partir de la fecha 
en que tal Estado haya depositado su instrumento de ratificación 
o adhesión.

Artículo 22

El Secretario General informará a todos los Estados miembros de 
la Organización de los Estados Americanos de la entrada en vigor 
de la Convención.

Artículo 23

El Secretario General de la Organización de los Estados Ameri-
canos presentará un informe anual a los Estados miembros de la 
Organización sobre el estado de esta Convención, inclusive sobre 
las firmas, depósitos de instrumentos de ratificación, adhesión o 
declaraciones, así como las reservas que hubieren presentado los 
Estados Partes y, en su caso, el informe sobre las mismas.

Artículo 24

La presente Convención regirá indefinidamente, pero cualquiera 
de los Estados Partes podrá denunciarla mediante el depósito de 
un instrumento con ese fin en la Secretaría General de la Orga-
nización de los Estados Americanos.  Un año después a partir de 
la fecha del depósito del instrumento de denuncia, la Convención 
cesará en sus efectos para el Estado denunciante, quedando sub-
sistente para los demás Estados Partes.
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Artículo 25
 
El instrumento original de la presente Convención, cuyos textos 
en español, francés, inglés y portugués son igualmente auténticos, 
será depositado en la Secretaría General de la Organización de los 
Estados Americanos, la que enviará copia certificada de su texto 
para su registro y publicación a la Secretaría de las Naciones Uni-
das, de conformidad con el artículo 102 de la Carta de las Naciones 
Unidas.

EN FE DE LO CUAL, los plenipotenciarios infrascritos, debidamente au-
torizados  por sus respectivos gobiernos, firman el presente Convenio, 
que se llamará Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y 
erradicar la Violencia contra la Mujer “Convención de Belem do Pará”.

HECHA EN LA CIUDAD DE BELEM DO PARA, BRASIL, el nueve de 
junio de mil novecientos noventa y cuatro.
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100 REGLAS DE BRASILIA SOBRE ACCESO A LA JUSTICIA DE 
LAS PERSONAS EN CONDICIÓN DE VULNERABILIDAD.7

XIV Cumbre Judicial Iberoamericana:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS:

La Cumbre Judicial Iberoamericana, dentro del marco de los 
trabajos de su XIV edición, ha considerado necesaria la elabora-
ción de unas Reglas Básicas relativas al acceso a la justicia de las 
personas que se encuentran en condición de vulnerabilidad. De 
esta manera, se desarrollan los principios recogidos en la “Carta 
de Derechos de las Personas ante la Justicia en el Espacio Judi-
cial Iberoamericano” (Cancún 2002), específicamente los que se 
incluyen en la parte titulada “Una justicia que protege a los más 
débiles” (apartados 23 a 34).

En los trabajos preparatorios de estas Reglas también han par-
ticipado las principales redes iberoamericanas de operadores y 
servidores del sistema judicial: la Asociación Iberoamericana de 
Ministerios Públicos, la Asociación Interamericana de Defenso-
rías Públicas, la Federación Iberoamericana de Ombudsman y la 
Unión Iberoamericana de Colegios y Agrupaciones de Abogados. 
Sus aportaciones han enriquecido de forma indudable el conteni-
do del presente documento.

El sistema judicial se debe configurar, y se está configurando, 
como un instrumento para la defensa efectiva de los derechos de 
las personas en condición de vulnerabilidad. Poca utilidad tiene 
que el Estado reconozca formalmente un derecho si su titular no 
puede acceder de forma efectiva al sistema de justicia para obte-
ner la tutela de dicho derecho.

Si bien la dificultad de garantizar la eficacia de los derechos 
afecta con carácter general a todos los ámbitos de la política pú-
blica, es aún mayor cuando se trata de personas en condición de 
vulnerabilidad dado que éstas encuentran obstáculos mayores 
para su ejercicio. Por ello, se deberá llevar a cabo una actuación 
7.- http://www.laurdimbre.com.ar/derechoshumanos/dh-0145.php
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más intensa para vencer, eliminar o mitigar dichas limitaciones. 
De esta manera, el propio sistema de justicia puede contribuir de 
forma importante a la reducción de las desigualdades sociales, fa-
voreciendo la cohesión social.

Las presentes Reglas no se limitan a establecer unas bases de 
reflexión sobre los problemas del acceso a la justicia de las perso-
nas en condición de vulnerabilidad, sino que también recogen re-
comendaciones para los órganos públicos y para quienes prestan 
sus servicios en el sistema judicial. No solamente se refieren a la 
promoción de políticas públicas que garanticen el acceso a la jus-
ticia de estas personas, sino también al trabajo cotidiano de todos 
los servidores y operadores del sistema judicial y quienes inter-
vienen de una u otra forma en su funcionamiento.

Este documento se inicia con un Capítulo que, tras concretar su 
finalidad, define tanto sus beneficiarios como sus destinatarios. El 
siguiente Capítulo contiene una serie de reglas aplicables a aque-
llas personas en condición de vulnerabilidad que han de acceder o 
han accedido a la justicia, como parte del proceso, para la defensa 
de sus derechos. Posteriormente contiene aquellas reglas que re-
sultan de aplicación a cualquier persona en condición de vulne-
rabilidad que participe en un acto judicial, ya sea como parte que 
ejercita una acción o que defiende su derecho frente a una acción, 
ya sea en calidad de testigo, víctima o en cualquier otra condición. 
El último Capítulo contempla una serie de medidas destinadas a 
fomentar la efectividad de estas Reglas, de tal manera que puedan 
contribuir de manera eficaz a la mejora de las condiciones de ac-
ceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

La Cumbre Judicial Iberoamericana es consciente de que la 
promoción de una efectiva mejora del acceso a la justicia exige 
una serie de medidas dentro de la competencia del poder judicial. 
Asimismo, y teniendo en cuenta la importancia del presente do-
cumento para garantizar el acceso a la justicia de las personas en 
condición de vulnerabilidad, se recomienda a todos los poderes 
públicos que, cada uno dentro de su respectivo ámbito de compe-
tencia, promuevan reformas legislativas y adopten medidas que 
hagan efectivo el contenido de estas Reglas. 
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Asimismo se hace un llamamiento a las Organizaciones Inter-
nacionales y Agencias de Cooperación para que tengan en cuenta 
estas Reglas en sus actividades, incorporándolas en los distintos 
programas y proyectos de modernización del sistema judicial en 
que participen.

CAPÍTULO I: PRELIMINAR

Sección 1ª.- Finalidad

(1) Las presentes Reglas tienen como objetivo garantizar las con-
diciones de acceso efectivo a la justicia de las personas en condi-
ción de vulnerabilidad, sin discriminación alguna, englobando el 
conjunto de políticas, medidas, facilidades y apoyos que permitan 
a dichas personas el pleno goce de los servicios del sistema judi-
cial.

(2) Se recomienda la elaboración, aprobación, implementación y 
fortalecimiento de políticas públicas que garanticen el acceso a la 
justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.
Los servidores y operadores del sistema de justicia otorgarán a las 
personas en condición de vulnerabilidad un trato adecuado a sus 
circunstancias singulares.
Asimismo se recomienda priorizar actuaciones destinadas a faci-
litar el acceso a la justicia de aquellas personas que se encuentren 
en situación de mayor vulnerabilidad, ya sea por la concurrencia 
de varias causas o por la gran incidencia de una de ellas.

Sección 2ª.- Beneficiarios de las Reglas

1.- Concepto de las personas en situación de vulnerabilidad

(3) Se consideran en condición de vulnerabilidad aquellas perso-
nas que, por razón de su edad, género, estado físico o mental, o 
por circunstancias sociales, económicas, étnicas y/o culturales, 
encuentran especiales dificultades para ejercitar con plenitud 
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ante el sistema de justicia los derechos reconocidos por el orde-
namiento jurídico.

(4) Podrán constituir causas de vulnerabilidad, entre otras, las si-
guientes: la edad, la discapacidad, la pertenencia a comunidades 
indígenas o a minorías, la victimización, la migración y el despla-
zamiento interno, la pobreza, el género y la privación de libertad.
La concreta determinación de las personas en condición de vulne-
rabilidad en cada país dependerá de sus características específi-
cas, o incluso de su nivel de desarrollo social y económico.

2.- Edad

(5) Se considera niño, niña y adolescente a toda persona menor de 
dieciocho años de edad, salvo que haya alcanzado antes la mayoría 
de edad en virtud de la legislación nacional aplicable.
Todo niño, niña y adolescente debe ser objeto de una especial tu-
tela por parte de los órganos del sistema de justicia en considera-
ción a su desarrollo evolutivo.

(6) El envejecimiento también puede constituir una causa de vul-
nerabilidad cuando la persona adulta mayor encuentre especiales 
dificultades, atendiendo a sus capacidades funcionales, para ejer-
citar sus derechos ante el sistema de justicia.

3.- Discapacidad

(7) Se entiende por discapacidad la deficiencia física, mental o 
sensorial, ya sea de naturaleza permanente o temporal, que limita 
la capacidad de ejercer una o más actividades esenciales de la vida 
diaria, que puede ser causada o agravada por el entorno económi-
co y social.

(8) Se procurará establecer las condiciones necesarias para garan-
tizar la accesibilidad de las personas con discapacidad al sistema 
de justicia, incluyendo aquellas medidas conducentes a utilizar to-
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dos los servicios judiciales requeridos y disponer de todos los re-
cursos que garanticen su seguridad, movilidad, comodidad, com-
prensión, privacidad y comunicación.

4.- Pertenencia a comunidades indígenas

(9) Las personas integrantes de las comunidades indígenas pue-
den encontrarse en condición de vulnerabilidad cuando ejercitan 
sus derechos ante el sistema de justicia estatal. Se promoverán las 
condiciones destinadas a posibilitar que las personas y los pue-
blos indígenas puedan ejercitar con plenitud tales derechos ante 
dicho sistema de justicia, sin discriminación alguna que pueda 
fundarse en su origen o identidad indígenas. Los poderes judicia-
les asegurarán que el trato que reciban por parte de los órganos 
de la administración de justicia estatal sea respetuoso con su dig-
nidad, lengua y tradiciones culturales.
Todo ello sin perjuicio de lo dispuesto en la Regla 48 sobre las for-
mas de resolución de conflictos propios de los pueblos indígenas, 
propiciando su armonización con el sistema de administración de 
justicia estatal.

5.- Victimización

(10) A efectos de las presentes Reglas, se considera víctima toda 
persona física que ha sufrido un daño ocasionado por una in-
fracción penal, incluida tanto la lesión física o psíquica, como el 
sufrimiento moral y el perjuicio económico. El término víctima 
también podrá incluir, en su caso, a la familia inmediata o a las 
personas que están a cargo de la víctima directa.

(11) Se considera en condición de vulnerabilidad aquella víctima 
del delito que tenga una relevante limitación para evitar o mitigar 
los daños y perjuicios derivados de la infracción penal o de su con-
tacto con el sistema de justicia, o para afrontar los riesgos de sufrir 
una nueva victimización. La vulnerabilidad puede proceder de sus 
propias características personales o bien de las circunstancias de 
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la infracción penal. Destacan a estos efectos, entre otras víctimas, 
las personas menores de edad, las víctimas de violencia doméstica 
o intrafamiliar, las víctimas de delitos sexuales, los adultos mayo-
res, así como los familiares de víctimas de muerte violenta.

(12) Se alentará la adopción de aquellas medidas que resulten 
adecuadas para mitigar los efectos negativos del delito (victimi-
zación primaria) Asimismo procurarán que el daño sufrido por la 
víctima del delito no se vea incrementado como consecuencia de 
su contacto con el sistema de justicia (victimización secundaria)
Y procurarán garantizar, en todas las fases de un procedimiento 
penal, la protección de la integridad física y psicológica de las víc-
timas, sobre todo a favor de aquéllas que corran riesgo de inti-
midación, de represalias o de victimización reiterada o repetida 
(una misma persona es víctima de más de una infracción penal 
durante un periodo de tiempo). También podrá resultar necesario 
otorgar una protección particular a aquellas víctimas que van a 
prestar testimonio en el proceso judicial. Se prestará una especial 
atención en los casos de violencia intrafamiliar, así como en los 
momentos en que sea puesta en libertad la persona a la que se le 
atribuye la comisión del delito.

6.- Migración y desplazamiento interno

(13) El desplazamiento de una persona fuera del territorio del 
Estado de su nacionalidad puede constituir una causa de vulne-
rabilidad, especialmente en los supuestos de los trabajadores mi-
gratorios y sus familiares. Se considera trabajador migratorio toda 
persona que vaya a realizar, realice o haya realizado una actividad 
remunerada en un Estado del que no sea nacional. Asimismo se 
reconocerá una protección especial a los beneficiarios del estatuto 
de refugiado conforme a la Convención sobre el Estatuto de los 
Refugiados de 1951, así como a los solicitantes de asilo.

(14) También pueden encontrarse en condición de vulnerabilidad 
los desplazados internos, entendidos como personas o grupos de 
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personas que se han visto forzadas u obligadas a escapar o huir de 
su hogar o de su lugar de residencia habitual, en particular como 
resultado o para evitar los efectos de un conflicto armado, de si-
tuaciones de violencia generalizada, de violaciones de los dere-
chos humanos o de catástrofes naturales o provocadas por el ser 
humano, y que no han cruzado una frontera estatal internacional-
mente reconocida.

7.- Pobreza

(15) La pobreza constituye una causa de exclusión social, tanto en 
el plano económico como en los planos social y cultural, y supone 
un serio obstáculo para el acceso a la justicia especialmente en 
aquellas personas en las que también concurre alguna otra causa 
de vulnerabilidad.

(16) Se promoverá la cultura o alfabetización jurídica de las per-
sonas en situación de pobreza, así como las condiciones para me-
jorar su efectivo acceso al sistema de justicia.

8.- Género

(17) La discriminación que la mujer sufre en determinados ám-
bitos supone un obstáculo para el acceso a la justicia, que se ve 
agravado en aquellos casos en los que concurra alguna otra causa 
de vulnerabilidad.

(18) Se entiende por discriminación contra la mujer toda distin-
ción, exclusión o restricción basada en el sexo que tenga por ob-
jeto o resultado menoscabar o anular el reconocimiento, goce o 
ejercicio por la mujer, independientemente de su estado civil, so-
bre la base de la igualdad del hombre y la mujer, de los derechos 
humanos y las libertades fundamentales en las esferas política, 
económica, social, cultural y civil o en cualquier otra esfera.
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(19) Se considera violencia contra la mujer cualquier acción o 
conducta, basada en su género, que cause muerte, daño o sufri-
miento físico, sexual o psicológico a la mujer, tanto en el ámbito 
público como en el privado, mediante el empleo de la violencia 
física o psíquica.

(20) Se impulsarán las medidas necesarias para eliminar la discri-
minación contra la mujer en el acceso al sistema de justicia para la 
tutela de sus derechos e intereses legítimos, logrando la igualdad 
efectiva de condiciones.
Se prestará una especial atención en los supuestos de violencia 
contra la mujer, estableciendo mecanismos eficaces destinados a 
la protección de sus bienes jurídicos, al acceso a los procesos judi-
ciales y a su tramitación ágil y oportuna.

9.- Pertenencia a minorías

(21) Puede constituir una causa de vulnerabilidad la pertenencia 
de una persona a una minoría nacional o étnica, religiosa y lingüís-
tica, debiéndose respetar su dignidad cuando tenga contacto con 
el sistema de justicia.

10.- Privación de libertad

(22) La privación de la libertad, ordenada por autoridad pública 
competente, puede generar dificultades para ejercitar con pleni-
tud ante el sistema de justicia el resto de derechos de los que es 
titular la persona privada de libertad, especialmente cuando con-
curre alguna causa de vulnerabilidad enumerada en los apartados 
anteriores.

(23) A efectos de estas Reglas, se considera privación de libertad 
la que ha sido ordenada por autoridad pública, ya sea por motivo 
de la investigación de un delito, por el cumplimiento de una con-
dena penal, por enfermedad mental o por cualquier otro motivo.
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Sección 3ª.- Destinatarios: actores del sistema de justicia

(24) Serán destinatarios del contenido de las presentes Reglas:
a) Los responsables del diseño, implementación y evaluación 

de políticas públicas dentro del sistema judicial;
b) Los Jueces, Fiscales, Defensores Públicos, Procuradores y 

demás servidores que laboren en el sistema de Administra-
ción de Justicia de conformidad con la legislación interna de 
cada país;

c) Los Abogados y otros profesionales del Derecho, así como 
los Colegios y Agrupaciones de Abogados;

d) Las personas que desempeñan sus funciones en las institu-
ciones de Ombudsman.

e) Policías y servicios penitenciarios.
f) Y, con carácter general, todos los operadores del sistema ju-

dicial y quienes intervienen de una u otra forma en su fun-
cionamiento.

CAPÍTULO II: EFECTIVO ACCESO A LA 
JUSTICIA PARA LA DEFENSA DE LOS DERECHOS.

El presente Capítulo es aplicable a aquellas personas en condición 
de vulnerabilidad que han de acceder o han accedido a la justicia, 
como parte del proceso, para la defensa de sus derechos.

(25) Se promoverán las condiciones necesarias para que la tute-
la judicial de los derechos reconocidos por el ordenamiento sea 
efectiva, adoptando aquellas medidas que mejor se adapten a cada 
condición de vulnerabilidad.

Sección 1ª.- Cultura jurídica

(26) Se promoverán actuaciones destinadas a proporcionar infor-
mación básica sobre sus derechos, así como los procedimientos 
y requisitos para garantizar un efectivo acceso a la justicia de las 
personas en condición de vulnerabilidad.
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(27) Se incentivará la participación de funcionarios y operadores 
del sistema de justicia en la labor de diseño, divulgación y capaci-
tación de una cultura cívica jurídica, en especial de aquellas per-
sonas que colaboran con la administración de justicia en zonas 
rurales y en áreas desfavorecidas de las grandes ciudades.

Sección 2ª.- Asistencia legal y defensa pública

1.- Promoción de la asistencia técnico jurídica de la persona 
en condición de vulnerabilidad

(28) Se constata la relevancia del asesoramiento técnico-jurídico 
para la efectividad de los derechos de las personas en condición 
de vulnerabilidad:

• En el ámbito de la asistencia legal, es decir, la consulta jurídi-
ca sobre toda cuestión susceptible de afectar a los derechos o 
intereses legítimos de la persona en condición de vulnerabili-
dad, incluso cuando aún no se ha iniciado un proceso judicial;

• En el ámbito de la defensa, para defender derechos en el pro-
ceso ante todas las jurisdicciones y en todas las instancias ju-
diciales;

• Y en materia de asistencia letrada al detenido.

(29) Se destaca la conveniencia de promover la política pública 
destinada a garantizar la asistencia técnico-jurídica de la persona 
vulnerable para la defensa de sus derechos en todos los órdenes 
jurisdiccionales: ya sea a través de la ampliación de funciones de la 
Defensoría Pública, no solamente en el orden penal sino también 
en otros órdenes jurisdiccionales; ya sea a través de la creación 
de mecanismos de asistencia letrada: consultorías jurídicas con la 
participación de las universidades, casas de justicia, intervención 
de colegios o barras de abogados. 
Todo ello sin perjuicio de la revisión de los procedimientos y los 
requisitos procesales como forma de facilitar el acceso a la justi-
cia, a la que se refiere la Sección 4ª del presente Capítulo.
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2.- Asistencia de calidad, especializada y gratuita

(30) Se resalta la necesidad de garantizar una asistencia técni-
co-jurídica de calidad y especializada. A tal fin, se promoverán 
instrumentos destinados al control de la calidad de la asistencia.

(31) Se promoverán acciones destinadas a garantizar la gratuidad 
de la asistencia técnico-jurídica de calidad a aquellas personas 
que se encuentran en la imposibilidad de afrontar los gastos con 
sus propios recursos y condiciones.

Sección 3ª.- Derecho a intérprete

(32) Se garantizará el uso de intérprete cuando el extranjero que 
no conozca la lengua o lenguas oficiales ni, en su caso, la lengua 
oficial propia de la comunidad, hubiese de ser interrogado o pres-
tar alguna declaración, o cuando fuere preciso darle a conocer 
personalmente alguna resolución.

Sección 4ª.- Revisión de los procedimientos y los requisitos 
procesales como forma de facilitar el acceso a la justicia

(33) Se revisarán las reglas de procedimiento para facilitar el ac-
ceso de las personas en condición de vulnerabilidad, adoptando 
aquellas medidas de organización y de gestión judicial que resul-
ten conducentes a tal fin.

1.- Medidas procesales

Dentro de esta categoría se incluyen aquellas actuaciones que 
afectan la regulación del procedimiento, tanto en lo relativo a su 
tramitación, como en relación con los requisitos exigidos para la 
práctica de los actos procesales.

(34) Requisitos de acceso al proceso y legitimación
Se propiciarán medidas para la simplificación y divulgación de los 
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requisitos exigidos por el ordenamiento para la práctica de deter-
minados actos, a fin de favorecer el acceso a la justicia de las per-
sonas en condición de vulnerabilidad, y sin perjuicio de la partici-
pación de otras instancias que puedan coadyuvar en el ejercicio de 
acciones en defensa de los derechos de estas personas.

(35) Oralidad
Se promoverá la oralidad para mejorar las condiciones de celebra-
ción de las actuaciones judiciales contempladas en el Capítulo III 
de las presentes Reglas, y favorecer una mayor agilidad en la tra-
mitación del proceso, disminuyendo los efectos del retraso de la 
resolución judicial sobre la situación de las personas en condición 
de vulnerabilidad.

(36) Formularios
Se promoverá la elaboración de formularios de fácil manejo para 
el ejercicio de determinadas acciones, estableciendo las condicio-
nes para que los mismos sean accesibles y gratuitos para las per-
sonas usuarias, especialmente en aquellos supuestos en los que 
no sea preceptiva la asistencia letrada.

(37) Anticipo jurisdiccional de la prueba
Se recomienda la adaptación de los procedimientos para permitir 
la práctica anticipada de la prueba en la que participe la perso-
na en condición de vulnerabilidad, para evitar la reiteración de 
declaraciones, e incluso la práctica de la prueba antes del agra-
vamiento de la discapacidad o de la enfermedad. A estos efectos, 
puede resultar necesaria la grabación en soporte audiovisual del 
acto procesal en el que participe la persona en condición de vulne-
rabilidad, de tal manera que pueda reproducirse en las sucesivas 
instancias judiciales.

2.- Medidas de organización y gestión judicial

Dentro de esta categoría cabe incluir aquellas políticas y medidas 
que afecten a la organización y modelos de gestión de los órganos 
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del sistema judicial, de tal manera que la propia forma de orga-
nización del sistema de justicia facilite el acceso a la justicia de 
las personas en condición de vulnerabilidad. Estas políticas y me-
didas podrán resultar de aplicación tanto a jueces profesionales 
como a jueces no profesionales.

(38) Agilidad y prioridad
Se adoptarán las medidas necesarias para evitar retrasos en la tra-
mitación de las causas, garantizando la pronta resolución judicial, 
así como una ejecución rápida de lo resuelto. Cuando las circuns-
tancias de la situación de vulnerabilidad lo aconsejen, se otorgará 
prioridad en la atención, resolución y ejecución del caso por parte 
de los órganos del sistema de justicia.

(39) Coordinación
Se establecerán mecanismos de coordinación intrainstitucionales 
e interinstitucionales, orgánicos y funcionales, destinados a ges-
tionar las interdependencias de las actuaciones de los diferentes 
órganos y entidades, tanto públicas como privadas, que forman 
parte o participan en el sistema de justicia.

(40) Especialización
Se adoptarán medidas destinadas a la especialización de los profe-
sionales, operadores y servidores del sistema judicial para la aten-
ción de las personas en condición de vulnerabilidad.
En las materias en que se requiera, es conveniente la atribución de 
los asuntos a órganos especializados del sistema judicial.

(41) Actuación interdisciplinaria
Se destaca la importancia de la actuación de equipos multidiscipli-
narios, conformados por profesionales de las distintas áreas, para 
mejorar la respuesta del sistema judicial ante la demanda de justi-
cia de una persona en condición de vulnerabilidad.
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(42) Proximidad
Se promoverá la adopción de medidas de acercamiento de los ser-
vicios del sistema de justicia a aquellos grupos de población que, 
debido a las circunstancias propias de su situación de vulnerabi-
lidad, se encuentran en lugares geográficamente lejanos o con es-
peciales dificultades de comunicación.
Sección 5ª.- Medios alternativos de resolución de conflictos

1.- Formas alternativas y personas en condición de vulnerabilidad

(43) Se impulsarán las formas alternativas de resolución de con-
flictos en aquellos supuestos en los que resulte apropiado, tanto 
antes del inicio del proceso como durante la tramitación del mis-
mo. La mediación, la conciliación, el arbitraje y otros medios que 
no impliquen la resolución del conflicto por un tribunal, pueden 
contribuir a mejorar las condiciones de acceso a la justicia de de-
terminados grupos de personas en condición de vulnerabilidad, 
así como a descongestionar el funcionamiento de los servicios for-
males de justicia.

(44) En todo caso, antes de iniciar la utilización de una forma al-
ternativa en un conflicto concreto, se tomarán en consideración 
las circunstancias particulares de cada una de las personas afecta-
das, especialmente si se encuentran en alguna de las condiciones 
o situaciones de vulnerabilidad contempladas en estas Reglas. Se 
fomentará la capacitación de los mediadores, árbitros y otras per-
sonas que intervengan en la resolución del conflicto.

2.- Difusión e información

(45) Se deberá promover la difusión de la existencia y caracterís-
ticas de estos medios entre los grupos de población que resulten 
sus potenciales usuarios cuando la ley permita su utilización.

(46) Cualquier persona vulnerable que participe en la resolución 
de un conflicto mediante cualquiera de estos medios deberá ser 
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informada, con carácter previo, sobre su contenido, forma y efec-
tos. Dicha información se suministrará de conformidad con lo dis-
puesto por la Sección 1ª del Capítulo III de las presentes reglas.

3.- Participación de las personas en condición de vulnerabili-
dad en la Resolución Alternativa de Conflictos.

(47) Se promoverá la adopción de medidas específicas que per-
mitan la participación de las personas en condición de vulnera-
bilidad en el mecanismo elegido de Resolución Alternativa de 
Conflictos, tales como la asistencia de profesionales, participación 
de intérpretes, o la intervención de la autoridad parental para los 
menores de edad cuando sea necesaria.
La actividad de Resolución Alternativa de Conflictos debe llevarse 
a cabo en un ambiente seguro y adecuado a las circunstancias de 
las personas que participen.

Sección 6ª.- Sistema de resolución de conflictos dentro de las 
comunidades indígenas.

(48) Con fundamento en los instrumentos internacionales en la 
materia, resulta conveniente estimular las formas propias de jus-
ticia en la resolución de conflictos surgidos en el ámbito de la co-
munidad indígena, así como propiciar la armonización de los sis-
temas de administración de justicia estatal e indígena basada en 
el principio de respeto mutuo y de conformidad con las normas 
internacionales de derechos humanos.

(49) Además serán de aplicación las restantes medidas previstas 
en estas Reglas en aquellos supuestos de resolución de conflictos 
fuera de la comunidad indígena por parte del sistema de admi-
nistración de justicia estatal, donde resulta asimismo conveniente 
abordar los temas relativos al peritaje cultural y al derecho a ex-
presarse en el propio idioma.
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CAPÍTULO III: CELEBRACIÓN DE ACTOS JUDICIALES

El contenido del presente Capítulo resulta de aplicación a cual-
quier persona en condición de vulnerabilidad que participe en un 
acto judicial, ya sea como parte o en cualquier otra condición.

(50) Se velará para que en toda intervención en un acto judicial se 
respete la dignidad de la persona en condición de vulnerabilidad, 
otorgándole un trato específico adecuado a las circunstancias pro-
pias de su situación.

Sección 1ª.- Información procesal o jurisdiccional

(51) Se promoverán las condiciones destinadas a garantizar que 
la persona en condición de vulnerabilidad sea debidamente infor-
mada sobre los aspectos relevantes de su intervención en el pro-
ceso judicial, en forma adaptada a las circunstancias determinan-
tes de su vulnerabilidad.

1.- Contenido de la información

(52) Cuando la persona vulnerable participe en una actuación ju-
dicial, en cualquier condición, será informada sobre los siguientes 
extremos:
• La naturaleza de la actuación judicial en la que va a participar
• Su papel dentro de dicha actuación
• El tipo de apoyo que puede recibir en relación con la concreta 

actuación, así como la información de qué organismo o insti-
tución puede prestarlo

(53) Cuando sea parte en el proceso, o pueda llegar a serlo, tendrá 
derecho a recibir aquella información que resulte pertinente para 
la protección de sus intereses. Dicha información deberá incluir al 
menos:
• El tipo de apoyo o asistencia que puede recibir en el marco de 

las actuaciones judiciales
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• Los derechos que puede ejercitar en el seno del proceso
• La forma y condiciones en las que puede acceder a asesora-

miento jurídico o a la asistencia técnico-jurídica gratuita en 
los casos en los que esta posibilidad sea contemplada por el 
ordenamiento existente

• El tipo de servicios u organizaciones a las que puede dirigirse 
para recibir apoyo

2.- Tiempo de la información

(54) Se deberá prestar la información desde el inicio del proceso 
y durante toda su tramitación, incluso desde el primer contacto 
con las autoridades policiales cuando se trate de un procedimien-
to penal.

3.- Forma o medios para el suministro de la información

(55) La información se prestará de acuerdo a las circunstancias 
determinantes de la condición de vulnerabilidad, y de manera tal 
que se garantice que llegue a conocimiento de la persona desti-
nataria. Se resalta la utilidad de crear o desarrollar oficinas de in-
formación u otras entidades creadas al efecto. Asimismo resultan 
destacables las ventajas derivadas de la utilización de las nuevas 
tecnologías para posibilitar la adaptación a la concreta situación 
de vulnerabilidad.

4.- Disposiciones específicas relativas a la víctima

(56) Se promoverá que las víctimas reciban información sobre los 
siguientes elementos del proceso jurisdiccional:
• Posibilidades de obtener la reparación del daño sufrido
• Lugar y modo en que pueden presentar una denuncia o escrito 

en el que ejercite una acción
• Curso dado a su denuncia o escrito
• Fases relevantes del desarrollo del proceso
• Resoluciones que dicte el órgano judicial
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(57) Cuando exista riesgo para los bienes jurídicos de la víctima, 
se procurará informarle de todas las decisiones judiciales que 
puedan afectar a su seguridad y, en todo caso, de aquéllas que se 
refieran a la puesta en libertad de la persona inculpada o conde-
nada, especialmente en los supuestos de violencia intrafamiliar.

Sección 2ª.- Comprensión de actuaciones judiciales

(58) Se adoptarán las medidas necesarias para reducir las difi-
cultades de comunicación que afecten a la comprensión del acto 
judicial en el que participe una persona en condición de vulne-
rabilidad, garantizando que ésta pueda comprender su alcance y 
significado.

1.- Notificaciones y requerimientos

(59) En las notificaciones y requerimientos, se usarán términos y 
estructuras gramaticales simples y comprensibles, que respondan 
a las necesidades particulares de las personas en condición de vul-
nerabilidad incluidas en estas Reglas. Asimismo, se evitarán ex-
presiones o elementos intimidatorios, sin perjuicio de las ocasio-
nes en que resulte necesario el uso de expresiones conminatorias.
2.- Contenido de las resoluciones judiciales

(60) En las resoluciones judiciales se emplearán términos y cons-
trucciones sintácticas sencillas, sin perjuicio de su rigor técnico.

3.- Comprensión de actuaciones orales

(61) Se fomentarán los mecanismos necesarios para que la perso-
na en condición de vulnerabilidad comprenda los juicios, vistas, 
comparecencias y otras actuaciones judiciales orales en las que 
participe, teniéndose presente el contenido del apartado 3 de la 
Sección 3ª del presente Capítulo.
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Sección 3ª.- Comparecencia en dependencias judiciales

(62) Se velará para que la comparecencia en actos judiciales de 
una persona en condición de vulnerabilidad se realice de manera 
adecuada a las circunstancias propias de dicha condición.

1.- Información sobre la comparecencia

(63) Con carácter previo al acto judicial, se procurará proporcio-
nar a la persona en condición de vulnerabilidad información di-
rectamente relacionada con la forma de celebración y contenido 
de la comparecencia, ya sea sobre la descripción de la sala y de 
las personas que van a participar, ya sea destinada a la familiari-
zación con los términos y conceptos legales, así como otros datos 
relevantes al efecto.

2.- Asistencia

(64) Previa a la celebración del acto
Se procurará la prestación de asistencia por personal especiali-
zado (profesionales en Psicología, Trabajo Social, intérpretes, 
traductores u otros que se consideren necesarios) destinada a 
afrontar las preocupaciones y temores ligados a la celebración de 
la vista judicial.

(65) Durante el acto judicial
Cuando la concreta situación de vulnerabilidad lo aconseje, la 
declaración y demás actos procesales se llevarán a cabo con la 
presencia de un profesional, cuya función será la de contribuir a 
garantizar los derechos de la persona en condición de vulnerabi-
lidad. También puede resultar conveniente la presencia en el acto 
de una persona que se configure como referente emocional de 
quien se encuentra en condición de vulnerabilidad.
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3.- Condiciones de la comparecencia

Lugar de la comparecencia

(66) Resulta conveniente que la comparecencia tenga lugar en un 
entorno cómodo, accesible, seguro y tranquilo.

(67) Para mitigar o evitar la tensión y angustia emocional, se pro-
curará evitar en lo posible la coincidencia en dependencias judi-
ciales de la víctima con el inculpado del delito; así como la con-
frontación de ambos durante la celebración de actos judiciales, 
procurando la protección visual de la víctima.

Tiempo de la comparecencia

(68) Se procurará que la persona vulnerable espere el menor 
tiempo posible para la celebración del acto judicial.
Los actos judiciales deben celebrarse puntualmente.
Cuando esté justificado por las razones concurrentes, podrá otor-
garse preferencia o prelación a la celebración del acto judicial en 
el que participe la persona en condición de vulnerabilidad.

(69) Es aconsejable evitar comparecencias innecesarias, de tal 
manera que solamente deberán comparecer cuando resulte es-
trictamente necesario conforme a la normativa jurídica. Se pro-
curará asimismo la concentración en el mismo día de la práctica 
de las diversas actuaciones en las que deba participar la misma 
persona.

(70) Se recomienda analizar la posibilidad de preconstituir la 
prueba o anticipo jurisdiccional de la prueba, cuando sea posible 
de conformidad con el Derecho aplicable.

(71) En determinadas ocasiones podrá procederse a la grabación 
en soporte audiovisual del acto, cuando ello pueda evitar que se 
repita su celebración en sucesivas instancias judiciales.
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Forma de comparecencia

(72) Se procurará adaptar el lenguaje utilizado a las condiciones 
de la persona en condición de vulnerabilidad, tales como la edad, 
el grado de madurez, el nivel educativo, la capacidad intelectiva, el 
grado de discapacidad o las condiciones socioculturales. Se debe 
procurar formular preguntas claras, con una estructura sencilla

(73) Quienes participen en el acto de comparecencia deben evitar 
emitir juicios o críticas sobre el comportamiento de la persona, 
especialmente en los casos de víctimas del delito.

(74) Cuando sea necesario se protegerá a la persona en condición 
de vulnerabilidad de las consecuencias de prestar declaración en 
audiencia pública, podrá plantearse la posibilidad de que su par-
ticipación en el acto judicial se lleve a cabo en condiciones que 
permitan alcanzar dicho objetivo, incluso excluyendo su presencia 
física en el lugar del juicio o de la vista, siempre que resulte com-
patible con el Derecho del país.
A tal efecto, puede resultar de utilidad el uso del sistema de video-
conferencia o del circuito cerrado de televisión.

4.- Seguridad de las víctimas en condición de vulnerabilidad

(75) Se recomienda adoptar las medidas necesarias para garanti-
zar una protección efectiva de los bienes jurídicos de las personas 
en condición de vulnerabilidad que intervengan en el proceso ju-
dicial en calidad de víctimas o testigos; así como garantizar que la 
víctima sea oída en aquellos procesos penales en los que estén en 
juego sus intereses.

(76) Se prestará especial atención en aquellos supuestos en los que 
la persona está sometida a un peligro de victimización reiterada o re-
petida, tales como víctimas amenazadas en los casos de delincuencia 
organizada, menores víctimas de abuso sexual o malos tratos, y muje-
res víctimas de violencia dentro de la familia o de la pareja.
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5.- Accesibilidad de las personas con discapacidad

(77) Se facilitará la accesibilidad de las personas con discapacidad 
a la celebración del acto judicial en el que deban intervenir, y se 
promoverá en particular la reducción de barreras arquitectónicas, 
facilitando tanto el acceso como la estancia en los edificios judi-
ciales.

6.- Participación de niños, niñas y adolescentes en actos judiciales

(78) En los actos judiciales en los que participen menores se debe 
tener en cuenta su edad y desarrollo integral, y en todo caso:
• Se deberán celebrar en una sala adecuada.
• Se deberá facilitar la comprensión, utilizando un lenguaje sen-

cillo.
• Se deberán evitar todos los formalismos innecesarios, tales 

como la toga, la distancia física con el tribunal y otros simila-
res.

7.- Integrantes de comunidades indígenas

(79) En la celebración de los actos judiciales se respetará la dig-
nidad, las costumbres y las tradiciones culturales de las personas 
integrantes de comunidades indígenas, conforme a la legislación 
interna de cada país.

Sección 4ª.- Protección de la intimidad

1.- Reserva de las actuaciones judiciales

(80) Cuando el respeto de los derechos de la persona en condición 
de vulnerabilidad lo aconseje, podrá plantearse la posibilidad de 
que las actuaciones jurisdiccionales orales y escritas no sean pú-
blicas, de tal manera que solamente puedan acceder a su conteni-
do las personas involucradas.
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2.- Imagen

(81) Puede resultar conveniente la prohibición de la toma y di-
fusión de imágenes, ya sea en fotografía o en vídeo, en aquellos 
supuestos en los que pueda afectar de forma grave a la dignidad, a 
la situación emocional o a la seguridad de la persona en condición 
de vulnerabilidad.

(82) En todo caso, no debe estar permitida la toma y difusión 
de imágenes en relación con los niños, niñas y adolescentes, por 
cuanto afecta de forma decisiva a su desarrollo como persona.

3.- Protección de datos personales

(83) En las situaciones de especial vulnerabilidad, se velará para 
evitar toda publicidad no deseada de los datos de carácter perso-
nal de los sujetos en condición de vulnerabilidad.

(84) Se prestará una especial atención en aquellos supuestos en 
los cuales los datos se encuentran en soporte digital o en otros 
soportes que permitan su tratamiento automatizado.

CAPÍTULO IV: EFICACIA DE LAS REGLAS

Este Capítulo contempla expresamente una serie de medidas des-
tinadas a fomentar la efectividad de las Reglas, de tal manera que 
contribuyan de manera eficaz a la mejora de las condiciones de 
acceso a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

1.- Principio general de colaboración

(85) La eficacia de las presentes Reglas está directamente ligada al 
grado de colaboración entre sus destinatarios, tal y como vienen 
definidos en la Sección 3ª del Capítulo I.
La determinación de los órganos y entidades llamadas a colaborar 
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depende de las circunstancias propias de cada país, por lo que los 
principales impulsores de las políticas públicas deben poner un 
especial cuidado tanto para identificarlos y recabar su participa-
ción, como para mantener su colaboración durante todo el proce-
so.

(86) Se propiciará la implementación de una instancia permanen-
te en la que puedan participar los diferentes actores a los que se 
refiere el apartado anterior, y que podrá establecerse de forma 
sectorial.

(87) Se destaca la importancia de que el Poder Judicial colabore 
con los otros Poderes del Estado en la mejora del acceso a la justi-
cia de las personas en condición de vulnerabilidad.

(88) Se promoverá la participación de las autoridades federales y 
centrales, de las entidades de gobierno autonómico y regional, así 
como de las entidades estatales en los estados federales, dado que 
frecuentemente el ámbito de sus competencias se encuentra más 
próximo a la gestión directa de la protección social de las personas 
más desfavorecidas.

(89) Cada país considerará la conveniencia de propiciar la partici-
pación de las entidades de la sociedad civil por su relevante papel 
en la cohesión social, y por su estrecha relación e implicación con 
los grupos de personas más desfavorecidas de la sociedad.

2.- Cooperación internacional

(90) Se promoverá la creación de espacios que permitan el inter-
cambio de experiencias en esta materia entre los distintos países, 
analizando las causas del éxito o del fracaso en cada una de ellas o, 
incluso, fijando buenas prácticas. Estos espacios de participación 
pueden ser sectoriales.
En estos espacios podrán participar representantes de las instan-
cias permanentes que puedan crearse en cada uno de los Estados.
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(91) Se insta a las Organizaciones Internacionales y Agencias de 
Cooperación para que:

• Continúen brindando su asistencia técnica y económica en 
el fortalecimiento y mejora del acceso a la justicia.

• Tengan en cuenta el contenido de estas Reglas en sus acti-
vidades, y lo incorporen, de forma transversal, en los dis-
tintos programas y proyectos de modernización del siste-
ma judicial en que participen.

• Impulsen y colaboren en el desarrollo de los mencionados 
espacios de participación.

3.- Investigación y estudios

(92) Se promoverá la realización de estudios e investigaciones en 
esta materia, en colaboración con instituciones académicas y uni-
versitarias.

4.- Sensibilización y formación de profesionales

(93) Se desarrollarán actividades que promuevan una cultura or-
ganizacional orientada a la adecuada atención de las personas en 
condición de vulnerabilidad a partir de los contenidos de las pre-
sentes Reglas.

(94) Se adoptarán iniciativas destinadas a suministrar una ade-
cuada formación a todas aquellas personas del sistema judicial 
que, con motivo de su intervención en el proceso, tienen un con-
tacto con las personas en condición de vulnerabilidad.

Se considera necesario integrar el contenido de estas Reglas en los 
distintos programas de formación y actualización dirigidos a las 
personas que trabajan en el sistema judicial.
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5.- Nuevas tecnologías

(95) Se procurará el aprovechamiento de las posibilidades que 
ofrezca el progreso técnico para mejorar las condiciones de acceso 
a la justicia de las personas en condición de vulnerabilidad.

6.- Manuales de buenas prácticas sectoriales

(96) Se elaborarán instrumentos que recojan las mejores prácti-
cas en cada uno de los sectores de vulnerabilidad, y que puedan 
desarrollar el contenido de las presentes Reglas adaptándolo a las 
circunstancias propias de cada grupo.

(97) Asimismo se elaborarán un catálogo de instrumentos inter-
nacionales referidos a cada uno de los sectores o grupos mencio-
nados anteriormente.

7.- Difusión

(98) Se promoverá la difusión de estas Reglas entre los diferentes 
destinatarios de las mismas definidos en la Sección 3ª del Capítulo 
I.

(99) Se fomentarán actividades con los medios de comunicación 
para contribuir a configurar actitudes en relación con el contenido 
de las presentes Reglas.

8.- Comisión de seguimiento

(100) Se constituirá una Comisión de Seguimiento con las siguien-
tes finalidades:

• Elevar a cada Plenario de la Cumbre un informe sobre la apli-
cación de las presentes Reglas.
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• Proponer un Plan Marco de Actividades, a efectos de garanti-
zar el seguimiento a las tareas de implementación del conteni-
do de las presentes reglas en cada país.

• A través de los órganos correspondientes de la Cumbre, pro-
mover ante los organismos internacionales hemisféricos y re-
gionales, así como ante las Cumbres de Presidentes y Jefes de 
Estado de Iberoamérica, la definición, elaboración, adopción y 
fortalecimiento de políticas públicas que promuevan el mejo-
ramiento de las condiciones de acceso a la justicia por parte de 
las personas en condición de vulnerabilidad.

• Proponer modificaciones y actualizaciones al contenido de es-
tas Reglas.

La Comisión estará compuesta por cinco miembros designados 
por la Cumbre Judicial Iberoamericana. En la misma podrán in-
tegrarse representantes de las otras Redes Iberoamericanas del 
sistema judicial que asuman las presentes Reglas. En todo caso, la 
Comisión tendrá un número máximo de nueve miembros.
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LEY DE PROTECCION INTEGRAL A LAS MUJERES, Nº26.485.

Ley de protección integral para prevenir, sancionar y erradicar la 
violencia contra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus 
relaciones interpersonales

Sancionada: Marzo 11 de 2009.

Promulgada de Hecho: Abril 1 de 2009.

El Senado y Cámara de Diputados de la Nación Argentina reunidos 
en Congreso, etc. sancionan con fuerza de Ley:

LEY DE PROTECCION INTEGRAL PARA PREVENIR, SANCIONAR Y 
ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES EN LOS AMBI-
TOS EN QUE DESARROLLEN SUS RELACIONES INTERPERSONALES

TITULO I - DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 1º — Ámbito de aplicación. Orden Público. Las dis-
posiciones de la presente ley son de orden público y de aplicación 
en todo el territorio de la República, con excepción de las disposi-
ciones de carácter procesal establecidas en el Capítulo II del Título 
III de la presente.

ARTÍCULO 2º — Objeto. La presente ley tiene por objeto promo-
ver y garantizar:

a) La eliminación de la discriminación entre mujeres y varones 
en todos los órdenes de la vida;

b) El derecho de las mujeres a vivir una vida sin violencia;

c) Las condiciones aptas para sensibilizar y prevenir, sancionar 
y erradicar la discriminación y la violencia contra las mujeres 
en cualquiera de sus manifestaciones y ámbitos;
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d) El desarrollo de políticas públicas de carácter interinstitucio-
nal sobre violencia contra las mujeres; 1947)

e) La remoción de patrones socioculturales que promueven y 
sostienen la desigualdad de género y las relaciones de poder 
sobre las mujeres;

f) El acceso a la justicia de las mujeres que padecen violencia;

g) La asistencia integral a las mujeres que padecen violencia en 
las áreas estatales y privadas que realicen actividades progra-
máticas destinadas a las mujeres y/o en los servicios especia-
lizados de violencia.

ARTÍCULO 3º — Derechos Protegidos. Esta ley garantiza todos 
los derechos reconocidos por la Convención para la Eliminación de 
todas las Formas de Discriminación contra la Mujer, la Convención 
Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
contra la Mujer, la Convención sobre los Derechos de los Niños y 
la Ley 26.061 de Protección Integral de los derechos de las Niñas, 
Niños y Adolescentes y, en especial, los referidos a:

a) Una vida sin violencia y sin discriminaciones;

b) La salud, la educación y la seguridad personal;

c) La integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimo-
nial;

d) Que se respete su dignidad;

e) Decidir sobre la vida reproductiva, número de embarazos y 
cuándo tenerlos, de conformidad con la Ley 25.673 de Creación 
del Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Respon-
sable;
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f) La intimidad, la libertad de creencias y de pensamiento;

g) Recibir información y asesoramiento adecuado;

h) Gozar de medidas integrales de asistencia, protección y segu-
ridad;

i) Gozar de acceso gratuito a la justicia en casos comprendidos en 
el ámbito de aplicación de la presente ley;

j) La igualdad real de derechos, oportunidades y de trato entre 
varones y mujeres;

k) Un trato respetuoso de las mujeres que padecen violencia, evi-
tando toda conducta, acto u omisión que produzca revictimi-
zación.

ARTÍCULO 4º — Definición. Se entiende por violencia contra las 
mujeres toda conducta, acción u omisión, que de manera directa 
o indirecta, tanto en el ámbito público como en el privado, basada 
en una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, digni-
dad, integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimo-
nial, como así también su seguridad personal. Quedan comprendi-
das las perpetradas desde el Estado o por sus agentes.

Se considera violencia indirecta, a los efectos de la presente ley, 
toda conducta, acción omisión, disposición, criterio o práctica dis-
criminatoria que ponga a la mujer en desventaja con respecto al 
varón.

ARTÍCULO 5º — Tipos. Quedan especialmente comprendidos en 
la definición del artículo precedente, los siguientes tipos de vio-
lencia contra la mujer:

1. Física: La que se emplea contra el cuerpo de la mujer produ-
ciendo dolor, daño o riesgo de producirlo y cualquier otra for-
ma de maltrato agresión que afecte su integridad física.
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2. Psicológica: La que causa daño emocional y disminución de 
la autoestima o perjudica y perturba el pleno desarrollo per-
sonal o que busca degradar o controlar sus acciones, compor-
tamientos, creencias y decisiones, mediante amenaza, acoso, 
hostigamiento, restricción, humillación, deshonra, descrédito, 
manipulación aislamiento. Incluye también la culpabilización, 
vigilancia constante, exigencia de obediencia sumisión, coer-
ción verbal, persecución, insulto, indiferencia, abandono, ce-
los excesivos, chantaje, ridiculización, explotación y limitación 
del derecho de circulación o cualquier otro medio que cause 
perjuicio a su salud psicológica y a la autodeterminación.

3. Sexual: Cualquier acción que implique la vulneración en todas 
sus formas, con o sin acceso genital, del derecho de la mujer de 
decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o reproducti-
va a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimida-
ción, incluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras 
relaciones vinculares o de parentesco, exista o no convivencia, 
así como la prostitución forzada, explotación, esclavitud, aco-
so, abuso sexual y trata de mujeres.

4. Económica y patrimonial: La que se dirige a ocasionar un me-
noscabo en los recursos económicos o patrimoniales de la mu-
jer, a través de:

a)  La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus 
bienes;

b)  La pérdida, sustracción, destrucción, retención o distracción 
indebida de objetos, instrumentos de trabajo, documentos 
personales, bienes, valores y derechos patrimoniales;

c)  La limitación de los recursos económicos destinados a satis-
facer sus necesidades o privación de los medios indispensa-
bles para vivir una vida digna;
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d)  La limitación o control de sus ingresos, así como la percep-
ción de un salario menor por igual tarea, dentro de un mis-
mo lugar de trabajo.

5. Simbólica: La que a través de patrones estereotipados, mensa-
jes, valores, íconos o signos transmita y reproduzca domina-
ción, desigualdad y discriminación en las relaciones sociales, 
naturalizando la subordinación de la mujer en la sociedad.

ARTÍCULO 6º — Modalidades. A los efectos de esta ley se entien-
de por modalidades las formas en que se manifiestan los distintos 
tipos de violencia contra las mujeres en los diferentes ámbitos, 
quedando especialmente comprendidas las siguientes:

a) Violencia doméstica contra las mujeres: aquella ejercida contra 
las mujeres por un integrante del grupo familiar, independien-
temente del espacio físico donde ésta ocurra, que dañe la dig-
nidad, el bienestar, la integridad física, psicológica, sexual, eco-
nómica o patrimonial, la libertad, comprendiendo la libertad 
reproductiva y el derecho al pleno desarrollo de las mujeres. Se 
entiende por grupo familiar el originado en el parentesco sea 
por consanguinidad o por afinidad, el matrimonio, las uniones 
de hecho y las parejas o noviazgos. Incluye las relaciones vigen-
tes o finalizadas, no siendo requisito la convivencia;

b) Violencia institucional contra las mujeres: aquella realizada 
por las/los funcionarias/os, profesionales, personal y agentes 
pertenecientes a cualquier órgano, ente o institución pública, 
que tenga como fin retardar, obstaculizar o impedir que las mu-
jeres tengan acceso a las políticas públicas y ejerzan los dere-
chos previstos en esta ley. Quedan comprendidas, además, las 
que se ejercen en los partidos políticos, sindicatos, organiza-
ciones empresariales, deportivas y de la sociedad civil;
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c) Violencia laboral contra las mujeres: aquella que discrimina a 
las mujeres en los ámbitos de trabajo públicos o privados y que 
obstaculiza su acceso al empleo, contratación, ascenso, estabi-
lidad o permanencia en el mismo, exigiendo requisitos sobre 
estado civil, maternidad, edad, apariencia física o la realización 
de test de embarazo. Constituye también violencia contra las 
mujeres en el ámbito laboral quebrantar el derecho de igual 
remuneración por igual tarea o función. Asimismo, incluye el 
hostigamiento psicológico en forma sistemática sobre una de-
terminada trabajadora con el fin de lograr su exclusión laboral;

d) Violencia contra la libertad reproductiva: aquella que vulnere 
el derecho de las mujeres a decidir libre y responsablemente 
el número de embarazos o el intervalo entre los nacimientos, 
de conformidad con la Ley 25.673 de Creación del Programa 
Nacional de Salud Sexual y Procreación Responsable;

e) Violencia obstétrica: aquella que ejerce el personal de salud 
sobre el cuerpo y los procesos reproductivos de las mujeres, 
expresada en un trato deshumanizado, un abuso de medicali-
zación y patologización de los procesos naturales, de conformi-
dad con la Ley 25.929.

f) Violencia mediática contra las mujeres: aquella publicación 
o difusión de mensajes e imágenes estereotipados a través 
de cualquier medio masivo de comunicación, que de mane-
ra directa o indirecta promueva la explotación de mujeres o 
sus imágenes, injurie, difame, discrimine, deshonre, humille 
o atente contra la dignidad de las mujeres, como así también 
la utilización de mujeres, adolescentes y niñas en mensajes e 
imágenes pornográficas, legitimando la desigualdad de trato 
o construya patrones socioculturales reproductores de la des-
igualdad o generadores de violencia contra las mujeres.
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TITULO II - POLITICAS PÚBLICAS

CAPITULO I - PRECEPTOS RECTORES

ARTÍCULO 7º — Preceptos rectores. Los tres poderes del Esta-
do, sean del ámbito nacional o provincial, adoptarán las medidas 
necesarias y ratificarán en cada una de sus actuaciones el respeto 
irrestricto del derecho constitucional a la igualdad entre mujeres 
y varones. Para el cumplimiento de los fines de la presente ley de-
berán garantizar los siguientes preceptos rectores:

a) La eliminación de la discriminación y las desiguales relaciones 
de poder sobre las mujeres;

b) La adopción de medidas tendientes a sensibilizar a la sociedad, 
promoviendo valores de igualdad y deslegitimación de la vio-
lencia contra las mujeres;

c) La asistencia en forma integral y oportuna de las mujeres que 
padecen cualquier tipo de violencia, asegurándoles el acceso 
gratuito, rápido, transparente y eficaz en servicios creados a 
tal fin, así como promover la sanción y reeducación de quienes 
ejercen violencia;

d) La adopción del principio de transversalidad estará presente 
en todas las medidas así como en la ejecución de las disposicio-
nes normativas, articulando interinstitucionalmente y coordi-
nando recursos presupuestarios;

e) El incentivo a la cooperación y participación de la sociedad ci-
vil, comprometiendo a entidades privadas y actores públicos 
no estatales;

f) El respeto del derecho a la confidencialidad y a la intimidad, 
prohibiéndose la reproducción para uso particular o difusión 
pública de la información relacionada con situaciones de vio-
lencia contra la mujer, sin autorización de quien la padece;
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g) La garantía de la existencia y disponibilidad de recursos eco-
nómicos que permitan el cumplimiento de los objetivos de la 
presente ley;

h) Todas las acciones conducentes a efectivizar los principios y 
derechos reconocidos por la Convención Interamericana para 
Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra las Mujeres.

CAPITULO II - ORGANISMO COMPETENTE

ARTÍCULO 8º — Organismo competente. El Consejo Nacional de 
la Mujer será el organismo rector encargado del diseño de las polí-
ticas públicas para efectivizar las disposiciones de la presente ley.

ARTÍCULO 9º — Facultades. El Consejo Nacional de la Mujer, 
para garantizar el logro de los objetivos de la presente ley, deberá:

a) Elaborar, implementar y monitorear un Plan Nacional de Ac-
ción para la Prevención, Asistencia y Erradicación de la Violen-
cia contra las Mujeres;

b) Articular y coordinar las acciones para el cumplimiento de la 
presente ley, con las distintas áreas involucradas a nivel nacio-
nal, provincial y municipal, y con los ámbitos universitarios, 
sindicales, empresariales, religiosos, las organizaciones de de-
fensa de los derechos de las mujeres y otras de la sociedad civil 
con competencia en la materia;

c) Convocar y constituir un Consejo Consultivo ad honórem, inte-
grado por representantes de las organizaciones de la sociedad 
civil y del ámbito académico especializadas, que tendrá por 
función asesorar y recomendar sobre los cursos de acción y es-
trategias adecuadas para enfrentar el fenómeno de la violencia;

d) Promover en las distintas jurisdicciones la creación de servi-
cios de asistencia integral y gratuita para las mujeres que pa-
decen violencia;
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e) Garantizar modelos de abordaje tendientes a empoderar a las 
mujeres que padecen violencia que respeten la naturaleza so-
cial, política y cultural de la problemática, no admitiendo mo-
delos que contemplen formas de mediación o negociación;

f) Generar los estándares mínimos de detección precoz y de abor-
daje de las situaciones de violencia;

g) Desarrollar programas de asistencia técnica para las distintas 
jurisdicciones destinados a la prevención, detección precoz, 
asistencia temprana, reeducación, derivación interinstitucio-
nal y a la elaboración de protocolos para los distintos niveles 
de atención;

h) Brindar capacitación permanente, formación y entrenamien-
to en la temática a los funcionarios públicos en el ámbito de 
la Justicia, las fuerzas policiales y de seguridad, y las Fuerzas 
Armadas, las que se impartirán de manera integral y específi-
ca según cada área de actuación, a partir de un módulo básico 
respetando los principios consagrados en esta ley;

i) Coordinar con los ámbitos legislativos la formación especiali-
zada, en materia de violencia contra las mujeres e implemen-
tación de los principios y derechos reconocidos por la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar 
la Violencia contra las Mujeres destinada a legisladores/as y 
asesores/as;

j) Impulsar a través de los colegios y asociaciones de profesiona-
les la capacitación del personal de los servicios que, en razón 
de sus actividades, puedan llegar a intervenir en casos de vio-
lencia contra las mujeres;

k) Diseñar e implementar Registros de situaciones de violencia 
contra las mujeres de manera interjurisdiccional e interinstitu-
cional, en los que se establezcan los indicadores básicos apro-
bados por todos los Ministerios y Secretarías competentes, in-
dependientemente de los que determine cada área a los fines 
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específicos, y acordados en el marco de los Consejos Federales 
con competencia en la materia;

l) Desarrollar, promover y coordinar con las distintas jurisdiccio-
nes los criterios para la selección de datos, modalidad de regis-
tro e indicadores básicos desagregados —como mínimo— por 
edad, sexo, estado civil y profesión u ocupación de las partes, 
vínculo entre la mujer que padece violencia y el hombre que 
la ejerce, naturaleza de los hechos, medidas adoptadas y sus 
resultados, y sanciones impuestas a la persona violenta. Se de-
berá asegurar la reserva en relación con la identidad de las mu-
jeres que padecen violencias;

m) Coordinar con el Poder Judicial los criterios para la selección 
de datos, modalidad de Registro e indicadores que lo integren 
que obren en ambos poderes, independientemente de los que 
defina cada uno a los fines que le son propios;

n) Analizar y difundir periódicamente los datos estadísticos y re-
sultados de las investigaciones a fin de monitorear y adecuar 
las políticas públicas a través del Observatorio de la Violencia 
Contra las Mujeres;

ñ) Diseñar y publicar una Guía de Servicios en coordinación y ac-
tualización permanente con las distintas jurisdicciones, que 
brinde información sobre los programas y los servicios de asis-
tencia directa;

o) Implementar una línea telefónica gratuita y accesible en forma 
articulada con las provincias a través de organismos guberna-
mentales pertinentes, destinada a dar contención, información 
y brindar asesoramiento sobre recursos existentes en materia 
de prevención de la violencia contra las mujeres y asistencia a 
quienes la padecen;

p) Establecer y mantener un Registro de las organizaciones no 
gubernamentales especializadas en la materia en coordinación 
con las jurisdicciones y celebrar convenios para el desarrollo 
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de actividades preventivas, de control y ejecución de medidas 
de asistencia a las mujeres que padecen violencia y la rehabili-
tación de los hombres que la ejercen;

q) Promover campañas de sensibilización y concientización sobre 
la violencia contra las mujeres informando sobre los derechos, 
recursos y servicios que el Estado garantiza e instalando la 
condena social a toda forma de violencia contra las mujeres. 
Publicar materiales de difusión para apoyar las acciones de las 
distintas áreas;

r) Celebrar convenios con organismos públicos y/o instituciones 
privadas para toda acción conducente al cumplimiento de los 
alcances y objetivos de la presente ley;

s) Convocar y poner en funciones al Consejo, Consultivo de or-
ganizaciones de la sociedad civil y redactar su reglamento de 
funcionamiento interno;

t) Promover en el ámbito comunitario el trabajo en red, con el fin 
de desarrollar modelos de atención y prevención interinstitu-
cional e intersectorial, que unifiquen y coordinen los esfuerzos 
de las instituciones públicas y privadas;

u) Garantizar el acceso a los servicios de atención específica para 
mujeres privadas de libertad.

CAPITULO III

LINEAMIENTOS BASICOS PARA LAS POLITICAS ESTATALES

ARTÍCULO 10º — Fortalecimiento técnico a las jurisdicciones. 
El Estado nacional deberá promover y fortalecer interinstitucio-
nalmente a las distintas jurisdicciones para la creación e imple-
mentación de servicios integrales de asistencia a las mujeres que 
padecen violencia y a las personas que la ejercen, debiendo garan-
tizar:
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1. Campañas de educación y capacitación orientadas a la comu-
nidad para informar, concientizar y prevenir la violencia con-
tra las mujeres en los ámbitos en que desarrollen sus relacio-
nes interpersonales.

2. Unidades especializadas en violencia en el primer nivel de 
atención que trabajen en la prevención y asistencia de hechos 
de violencia, las que coordinarán sus actividades según los 
estándares, protocolos y registros establecidos y tendrán un 
abordaje integral de las siguientes actividades:

a) Asistencia interdisciplinaria para la evaluación, diagnóstico 
y definición de estrategias de abordaje;

b) Grupos de ayuda mutua;

c) Asistencia y patrocinio jurídico gratuito;

d) Atención coordinada con el área de salud que brinde asis-
tencia médica y psicológica;

e) Atención coordinada con el área social que brinde los pro-
gramas de asistencia destinados a promover el desarrollo 
humano.

3. Programas de asistencia económica para el autovalimiento de 
la mujer.

4. Programas de acompañantes comunitarios para el sosteni-
miento de la estrategia de autovalimiento de la mujer.

5. Centros de día para el fortalecimiento integral de la mujer.

6. Instancias de tránsito para la atención y albergue de las muje-
res que padecen violencia en los casos en que la permanencia 
en su domicilio o residencia implique una amenaza inminente 
a su integridad física, psicológica o sexual, o la de su grupo 
familiar, debiendo estar orientada a la integración inmediata a 
su medio familiar, social y laboral.

7. Programas de reeducación destinados a los hombres que ejer-
cen violencia.
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ARTÍCULO 11º — Políticas públicas. El Estado nacional imple-
mentará el desarrollo de las siguientes acciones prioritarias, pro-
moviendo su articulación y coordinación con los distintos Minis-
terios y Secretarías del Poder Ejecutivo nacional, jurisdicciones 
provinciales y municipales, universidades y organizaciones de la 
sociedad civil con competencia en la materia:

1. Jefatura de Gabinete de Ministros – Secretaría de Gabinete y 
Gestión Pública:

a) Impulsar políticas específicas que implementen la norma-
tiva vigente en materia de acoso sexual en la administra-
ción pública nacional y garanticen la efectiva vigencia de 
los principios de no discriminación e igualdad de derechos, 
oportunidades y trato en el empleo público;

b) Promover, a través del Consejo Federal de la Función Públi-
ca, acciones semejantes en el ámbito de las jurisdicciones 
provinciales.

2. Ministerio de Desarrollo Social de la Nación:

a) Promover políticas tendientes a la revinculación social y la-
boral de las mujeres que padecen violencia;

b) Elaborar criterios de priorización para la inclusión de las 
mujeres en los planes y programas de fortalecimiento y pro-
moción social y en los planes de asistencia a la emergencia;

c) Promover líneas de capacitación y financiamiento para la 
inserción laboral de las mujeres en procesos de asistencia 
por violencia;

d) Apoyar proyectos para la creación y puesta en marcha de 
programas para atención de la emergencia destinadas a mu-
jeres y al cuidado de sus hijas/os;
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e) Celebrar convenios con entidades bancarias a fin de facili-
tarles líneas de créditos a mujeres que padecen violencia;

f) Coordinar con la Secretaría Nacional de Niñez, Adolescen-
cia y Familia y el Consejo Federal de Niñez, Adolescencia y 
Familia los criterios de atención que se fijen para las niñas y 
adolescentes que padecen violencia.

3.- Ministerio de Educación de la Nación:

a) Articular en el marco del Consejo Federal de Educación la 
inclusión en los contenidos mínimos curriculares de la pers-
pectiva de género, el ejercicio de la tolerancia, el respeto y la 
libertad en las relaciones interpersonales, la igualdad entre 
los sexos, la democratización de las relaciones familiares, la 
vigencia de los derechos humanos y la deslegitimación de 
modelos violentos de resolución de conflictos;

b) Promover medidas para que se incluya en los planes de for-
mación docente la detección precoz de la violencia contra 
las mujeres;

c) Recomendar medidas para prever la escolarización inme-
diata de las/os niñas/os y adolescentes que se vean afec-
tadas/os, por un cambio de residencia derivada de una si-
tuación de violencia, hasta que se sustancie la exclusión del 
agresor del hogar;

d) Promover la incorporación de la temática de la violencia 
contra las mujeres en las currículas terciarias y universita-
rias, tanto en los niveles de grado como de post grado;

e) Promover la revisión y actualización de los libros de texto y 
materiales didácticos con la finalidad de eliminar los este-
reotipos de género y los criterios discriminatorios, fomen-
tando la igualdad de derechos, oportunidades y trato entre 
mujeres y varones;
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f) Las medidas anteriormente propuestas se promoverán en el 
ámbito del Consejo Federal de Educación.

1. Ministerio de Salud de la Nación:

a) Incorporar la problemática de la violencia contra las muje-
res en los programas de salud integral de la mujer;

b) Promover la discusión y adopción de los instrumentos apro-
bados por el Ministerio de Salud de la Nación en materia de 
violencia contra las mujeres en el ámbito del Consejo Fede-
ral de Salud;

c) Diseñar protocolos específicos de detección precoz y aten-
ción de todo tipo y modalidad de violencia contra las muje-
res, prioritariamente en las áreas de atención primaria de 
salud, emergencias, clínica médica, obstetricia, ginecología, 
traumatología, pediatría, y salud mental, que especifiquen el 
procedimiento a seguir para la atención de las mujeres que 
padecen violencia, resguardando la intimidad de la persona 
asistida y promoviendo una práctica médica no sexista. El 
procedimiento deberá asegurar la obtención y preservación 
de elementos probatorios;

d) Promover servicios o programas con equipos interdiscipli-
narios especializados en la prevención y atención de la vio-
lencia contra las mujeres y/o de quienes la ejerzan con la 
utilización de protocolos de atención y derivación;

e) Impulsar la aplicación de un Registro de las personas asis-
tidas por situaciones de violencia contra las mujeres, que 
coordine los niveles nacionales y provinciales.

f) Asegurar la asistencia especializada de los/ as hijos/as tes-
tigos de violencia;

g) Promover acuerdos con la Superintendencia de Servicios de 
Salud u organismo que en un futuro lo reemplace, a fin de 
incluir programas de prevención y asistencia de la violen-
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cia contra las mujeres, en los establecimientos médico-asis-
tenciales, de la seguridad social y las entidades de medicina 
prepaga, los que deberán incorporarlas en su cobertura en 
igualdad de condiciones con otras prestaciones;

h) Alentar la formación continua del personal médico sanita-
rio con el fin de mejorar el diagnóstico precoz y la atención 
médica con perspectiva de género;

i) Promover, en el marco del Consejo Federal de Salud, el se-
guimiento y monitoreo de la aplicación de los protocolos. 
Para ello, los organismos nacionales y provinciales podrán 
celebrar convenios con instituciones y organizaciones de la 
sociedad civil.

5. Ministerio de Justicia, Seguridad y Derechos Humanos de la 
Nación:

5.1. Secretaría de Justicia:

a) Promover políticas para facilitar el acceso de las mujeres a 
la Justicia mediante la puesta en marcha y el fortalecimiento 
de centros de información, asesoramiento jurídico y patro-
cinio jurídico gratuito;

b) Promover la aplicación de convenios con Colegios Profesio-
nales, instituciones académicas y organizaciones de la so-
ciedad civil para brindar asistencia jurídica especializada y 
gratuita;

c) Promover la unificación de criterios para la elaboración de 
los informes judiciales sobre la situación de peligro de las 
mujeres que padecen violencia;

d) Promover la articulación y cooperación entre las distintas 
instancias judiciales involucradas a fin de mejorar la eficacia 
de las medidas judiciales;

e) Promover la elaboración de un protocolo de recepción de 
denuncias de violencia contra las mujeres a efectos de evitar 
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la judicialización innecesaria de aquellos casos que requie-
ran de otro tipo de abordaje;

f) Propiciar instancias de intercambio y articulación con la 
Corte Suprema de Justicia de la Nación para incentivar en 
los distintos niveles del Poder Judicial la capacitación espe-
cífica referida al tema;

g) Alentar la conformación de espacios de formación específi-
ca para profesionales del derecho;

h) Fomentar las investigaciones sobre las causas, la naturaleza, 
la gravedad y las consecuencias de la violencia contra las 
mujeres, así como de la eficacia de las medidas aplicadas 
para impedirla y reparar sus efectos, difundiendo periódi-
camente los resultados;

i) Garantizar el acceso a los servicios de atención específica 
para mujeres privadas de libertad.

5.2. Secretaría de Seguridad:

a) Fomentar en las fuerzas policiales y de seguridad, el desa-
rrollo de servicios interdisciplinarios que brinden apoyo a 
las mujeres que padecen violencia para optimizar su aten-
ción, derivación a otros servicios y cumplimiento de dispo-
siciones judiciales;

b) Elaborar en el ámbito del Consejo de Seguridad Interior, los 
procedimientos básicos para el diseño de protocolos espe-
cíficos para las fuerzas policial y de seguridad a fin de brin-
dar las respuestas adecuadas para evitar la revictimización, 
facilitar la debida atención, asistencia y protección policial 
a las mujeres que acudan a presentar denuncias en sede po-
licial;

c) Promover la articulación de las fuerzas policial y de seguri-
dad que intervengan en la atención de la violencia contra las 
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mujeres con las instituciones gubernamentales y las organi-
zaciones de la sociedad civil;

d) Sensibilizar y capacitar a las fuerzas policial y de seguridad 
en la temática de la violencia contra las mujeres en el marco 
del respeto de los derechos humanos;

e) Incluir en los programas de formación de las fuerzas poli-
cial y de seguridad asignaturas y/o contenidos curriculares 
específicos sobre los derechos humanos de las mujeres y en 
especial sobre violencia con perspectiva de género.

5.3. Secretaría de Derechos Humanos e Instituto Nacional con-
tra la Discriminación, la Xenofobia y el Racismo (INADI):

a) Promover la inclusión de la problemática de la violencia 
contra las mujeres en todos los programas y acciones de la 
Secretaría de Derechos Humanos de la Nación y del INADI, 
en articulación con el Consejo Federal de Derechos Huma-
nos.

6. Ministerio de Trabajo, Empleo y Seguridad Social de la Nación:

a) Desarrollar programas de sensibilización, capacitación e in-
centivos a empresas y sindicatos para eliminar la violencia 
laboral contra las mujeres y promover la igualdad de dere-
chos, oportunidades y trato en el ámbito laboral, debiendo 
respetar el principio de no discriminación en:

1. El acceso al puesto de trabajo, en materia de convocato-
ria y selección;

2. La carrera profesional, en materia de promoción y for-
mación;

3. La permanencia en el puesto de trabajo;

4. El derecho a una igual remuneración por igual tarea o 
función.
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b) Promover, a través de programas específicos la prevención 
del acoso sexual contra las mujeres en el ámbito de empre-
sas y sindicatos;

c) Promover políticas tendientes a la formación e inclusión la-
boral de mujeres que padecen violencia;

d) Promover el respeto de los derechos laborales de las muje-
res que padecen violencia, en particular cuando deban au-
sentarse de su puesto de trabajo a fin de dar cumplimiento 
a prescripciones profesionales, tanto administrativas como 
las emanadas de las decisiones judiciales.

7. Ministerio de Defensa de la Nación:

a) Adecuar las normativas, códigos y prácticas internas de las 
Fuerzas Armadas a la Convención para la Eliminación de to-
das las Formas de Discriminación contra la Mujer y la Con-
vención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradi-
car la Violencia contra las Mujeres;

b) Impulsar programas y/o medidas de acción positiva ten-
dientes a erradicar patrones de discriminación en perjuicio 
de las mujeres en las Fuerzas Armadas para el ingreso, pro-
moción y permanencia en las mismas;

c) Sensibilizar a los distintos niveles jerárquicos en la temática 
de la violencia contra las mujeres en el marco del respeto de 
los derechos humanos;

d) Incluir en los programas de formación asignaturas y/o con-
tenidos específicos sobre los derechos humanos de las mu-
jeres y la violencia con perspectiva de género.
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8. Secretaría de Medios de Comunicación de la Nación:

a) Impulsar desde el Sistema Nacional de Medios la difusión 
de mensajes y campañas permanentes de sensibilización y 
concientización dirigida a la población en general y en par-
ticular a las mujeres sobre el derecho de las mismas a vivir 
una vida libre de violencias;

b) Promover en los medios masivos de comunicación el respe-
to por los derechos humanos de las mujeres y el tratamiento 
de la violencia desde la perspectiva de género;

c) Brindar capacitación a profesionales de los medios masivos 
de comunicación en violencia contra las mujeres;

d) Alentar la eliminación del sexismo en la información;

e) Promover, como un tema de responsabilidad social empre-
saria, la difusión de campañas publicitarias para prevenir y 
erradicar la violencia contra las mujeres.
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CAPITULO IV

OBSERVATORIO DE LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

ARTÍCULO 12º — Creación. Créase el Observatorio de la Vio-
lencia contra las Mujeres en el ámbito del Consejo Nacional de la 
Mujer, destinado al monitoreo, recolección, producción, registro y 
sistematización de datos e información sobre la violencia contra 
las mujeres.

ARTÍCULO 13º — Misión. El Observatorio tendrá por misión el 
desarrollo de un sistema de información permanente que brin-
de insumos para el diseño, implementación y gestión de políticas 
públicas tendientes a la prevención y erradicación de la violencia 
contra las mujeres.

ARTÍCULO 14 º — Funciones. Serán funciones del Observatorio 
de la Violencia contra las Mujeres:

a) Recolectar, procesar, registrar, analizar, publicar y difundir 
información periódica y sistemática y comparable diacróni-
ca y sincrónicamente sobre violencia contra las mujeres;

b) Impulsar el desarrollo de estudios e investigaciones sobre 
la evolución, prevalencia, tipos y modalidades de violencia 
contra las mujeres, sus consecuencias y efectos, identifi-
cando aquellos factores sociales, culturales, económicos y 
políticos que de alguna manera estén asociados o puedan 
constituir causal de violencia;

c) Incorporar los resultados de sus investigaciones y estudios 
en los informes que el Estado nacional eleve a los organis-
mos regionales e internacionales en materia de violencia 
contra las mujeres;
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d) Celebrar convenios de cooperación con organismos públi-
cos o privados, nacionales o internacionales, con la finalidad 
de articular interdisciplinariamente el desarrollo de estu-
dios e investigaciones;

e) Crear una red de información y difundir a la ciudadanía los 
datos relevados, estudios y actividades del Observatorio, 
mediante una página web propia o vinculada al portal del 
Consejo Nacional de la Mujer. Crear y mantener una base 
documental actualizada permanentemente y abierta a la 
ciudadanía;

f) Examinar las buenas prácticas en materia de prevención y 
erradicación de la violencia contra las mujeres y las expe-
riencias innovadoras en la materia y difundirlas a los fines 
de ser adoptadas por aquellos organismos e instituciones 
nacionales, provinciales o municipales que lo consideren;

g) Articular acciones con organismos gubernamentales con 
competencia en materia de derechos humanos de las mu-
jeres a los fines de monitorear la implementación de políti-
cas de prevención y erradicación de la violencia contra las 
mujeres, para evaluar su impacto y elaborar propuestas de 
actuaciones o reformas;

h) Fomentar y promover la organización y celebración perió-
dica de debates públicos, con participación de centros de 
investigación, instituciones académicas, organizaciones de 
la sociedad civil y representantes de organismos públicos 
y privados, nacionales e internacionales con competencia 
en la materia, fomentando el intercambio de experiencias e 
identificando temas y problemas relevantes para la agenda 
pública;

i) Brindar capacitación, asesoramiento y apoyo técnico a orga-
nismos públicos y privados para la puesta en marcha de los 
Registros y los protocolos;
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j) Articular las acciones del Observatorio de la Violencia con-
tra las Mujeres con otros Observatorios que existan a nivel 
provincial, nacional e internacional;

k) Publicar el informe anual sobre las actividades desarrolla-
das, el que deberá contener información sobre los estudios 
e investigaciones realizadas y propuestas de reformas ins-
titucionales o normativas. El mismo será difundido a la ciu-
dadanía y elevado a las autoridades con competencia en la 
materia para que adopten las medidas que corresponda.

ARTÍCULO 15º — Integración. El Observatorio de la Violencia 
contra las Mujeres estará integrado por:

a) Una persona designada por la Presidencia del Consejo Na-
cional de la Mujer, quien ejercerá la Dirección del Observa-
torio, debiendo tener acreditada formación en investigación 
social y derechos humanos;

b) Un equipo interdisciplinario idóneo en la materia.

TITULO III - PROCEDIMIENTOS

CAPITULO I - DISPOSICIONES GENERALES

ARTÍCULO 16 º — Derechos y garantías mínimas de procedi-
mientos judiciales y administrativos. Los organismos del Esta-
do deberán garantizar a las mujeres, en cualquier procedimiento 
judicial o administrativo, además de todos los derechos reconoci-
dos en la Constitución Nacional, los Tratados Internacionales de 
Derechos Humanos ratificados por la Nación Argentina, la presen-
te ley y las leyes que en consecuencia se dicten, los siguientes de-
rechos y garantías:
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a) A la gratuidad de las actuaciones judiciales y del patrocinio ju-
rídico preferentemente especializado;

b) A obtener una respuesta oportuna y efectiva;

c) A ser oída personalmente por el juez y por la autoridad admi-
nistrativa competente;

d) A que su opinión sea tenida en cuenta al momento de arribar a 
una decisión que la afecte;

e) A recibir protección judicial urgente y preventiva cuando se en-
cuentren amenazados o vulnerados cualquiera de los derechos 
enunciados en el artículo 3º de la presente ley;

f) A la protección de su intimidad, garantizando la confidenciali-
dad de las actuaciones;

g) A participar en el procedimiento recibiendo información sobre 
el estado de la causa;

h)  recibir un trato humanizado, evitando la revictimización;

i) A la amplitud probatoria para acreditar los hechos denuncia-
dos, teniendo en cuenta las circunstancias especiales en las que 
se desarrollan los actos de violencia y quiénes son sus natura-
les testigos;

j) A oponerse a la realización de inspecciones sobre su cuerpo 
por fuera del estricto marco de la orden judicial. En caso de 
consentirlas y en los peritajes judiciales tiene derecho a ser 
acompañada por alguien de su confianza y a que sean reali-
zados por personal profesional especializado y formado con 
perspectiva de género;

k) A contar con mecanismos eficientes para denunciar a los fun-
cionarios por el incumplimiento de los plazos establecidos y 
demás irregularidades.
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ARTÍCULO 17º — Procedimientos Administrativos. Las juris-
dicciones locales podrán fijar los procedimientos previos o pos-
teriores a la instancia judicial para el cumplimiento de esta ley, 
la que será aplicada por los municipios, comunas, comisiones de 
fomento, juntas, delegaciones de los Consejos Provinciales de la 
Mujer o áreas descentralizadas, juzgados de paz u organismos que 
estimen convenientes.

ARTÍCULO 18º — Denuncia. Las personas que se desempeñen 
en servicios asistenciales, sociales, educativos y de salud, en el 
ámbito público o privado, que con motivo o en ocasión de sus ta-
reas tomaren conocimiento de un hecho de violencia contra las 
mujeres en los términos de la presente ley, estarán obligados a for-
mular las denuncias, según corresponda, aun en aquellos casos en 
que el hecho no configure delito.

CAPITULO II - PROCEDIMIENTO

ARTÍCULO 19º — Ámbito de aplicación. Las jurisdicciones lo-
cales, en el ámbito de sus competencias, dictarán sus normas de 
procedimiento o adherirán al régimen procesal previsto en la pre-
sente ley.

ARTÍCULO 20º — Características del procedimiento. El proce-
dimiento será gratuito y sumarísimo.

ARTÍCULO 21º — Presentación de la denuncia. La presentación 
de la denuncia por violencia contra las mujeres podrá efectuarse 
ante cualquier juez/jueza de cualquier fuero e instancia o ante el 
Ministerio Público, en forma oral o escrita.

Se guardará reserva de identidad de la persona denunciante.

ARTÍCULO 22º — Competencia. Entenderá en la causa el/la 
juez/a que resulte competente en razón de la materia según los 
tipos y modalidades de violencia de que se trate.
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Aún en caso de incompetencia, el/la juez/a interviniente podrá 
disponer las medidas preventivas que estime pertinente.

ARTÍCULO 23º — Exposición policial. En el supuesto que al con-
currir a un servicio policial sólo se labrase exposición y de ella 
surgiere la posible existencia de violencia contra la mujer, corres-
ponderá remitirla a la autoridad judicial competente dentro de las 
VEINTICUATRO (24) horas.

ARTÍCULO 24º — Personas que pueden efectuar la denuncia. 
Las denuncias podrán ser efectuadas:

a) Por la mujer que se considere afectada o su representante 
legal sin restricción alguna;

b) La niña o la adolescente directamente o través de sus repre-
sentantes legales de acuerdo lo establecido en la Ley 26.061 
de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y 
Adolescentes;

c) Cualquier persona cuando la afectada tenga discapacidad, 
o que por su condición física o psíquica no pudiese formu-
larla;

d) En los casos de violencia sexual, la mujer que la haya pade-
cido es la única legitimada para hacer la denuncia. Cuando 
la misma fuere efectuada por un tercero, se citará a la mujer 
para que la ratifique o rectifique en VEINTICUATRO (24) ho-
ras. La autoridad judicial competente tomará los recaudos 
necesarios para evitar que la causa tome estado público.

e) La denuncia penal será obligatoria para toda persona que 
se desempeñe laboralmente en servicios asistenciales, so-
ciales, educativos y de salud, en el ámbito público o privado, 
que con motivo o en ocasión de sus tareas tomaren conoci-
miento de que una mujer padece violencia siempre que los 
hechos pudieran constituir un delito.
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ARTÍCULO 25º — Asistencia protectora. En toda instancia del 
proceso se admitirá la presencia de un/a acompañante como ayu-
da protectora ad honórem, siempre que la mujer que padece vio-
lencia lo solicite y con el único objeto de preservar la salud física y 
psicológica de la misma.

ARTÍCULO 26º — Medidas preventivas urgentes.

a) Durante cualquier etapa del proceso el/la juez/a intervi-
niente podrá, de oficio o a petición de parte, ordenar una o 
más de las siguientes medidas preventivas de acuerdo a los 
tipos y modalidades de violencia contra las mujeres defini-
das en los artículos 5º y 6º de la presente ley:

a1. Ordenar la prohibición de acercamiento del presunto 
agresor al lugar de residencia, trabajo, estudio, espar-
cimiento o a los lugares de habitual concurrencia de la 
mujer que padece violencia;

a2. Ordenar al presunto agresor que cese en los actos de 
perturbación o intimidación que, directa o indirecta-
mente, realice hacia la mujer;

a3. Ordenar la restitución inmediata de los efectos persona-
les a la parte peticionante, si ésta se ha visto privada de 
los mismos;

a4. Prohibir al presunto agresor la compra y tenencia de ar-
mas, y ordenar el secuestro de las que estuvieren en su 
posesión;

a5. Proveer las medidas conducentes a brindar a quien pa-
dece o ejerce violencia, cuando así lo requieran, asis-
tencia médica o psicológica, a través de los organismos 
públicos y organizaciones de la sociedad civil con for-
mación especializada en la prevención y atención de la 
violencia contra las mujeres;
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a6. Ordenar medidas de seguridad en el domicilio de la mu-
jer;

a7. Ordenar toda otra medida necesaria para garantizar la 
seguridad de la mujer que padece violencia, hacer cesar 
la situación de violencia y evitar la repetición de todo 
acto de perturbación o intimidación, agresión y maltrato 
del agresor hacia la mujer.

b) Sin perjuicio de las medidas establecidas en el inciso a) del 
presente artículo, en los casos de la modalidad de violencia 
doméstica contra las mujeres, el/la juez/a podrá ordenar 
las siguientes medidas preventivas urgentes:

b1. Prohibir al presunto agresor enajenar, disponer, des-
truir, ocultar o trasladar bienes gananciales de la socie-
dad conyugal o los comunes de la pareja conviviente;

b2. Ordenar la exclusión de la parte agresora de la residen-
cia común, independientemente de la titularidad de la 
misma;

b3. Decidir el reintegro al domicilio de la mujer si ésta se 
había retirado, previa exclusión de la vivienda del pre-
sunto agresor;

b4. Ordenar a la fuerza pública, el acompañamiento de la 
mujer que padece violencia, a su domicilio para retirar 
sus efectos personales;

b5. En caso de que se trate de una pareja con hijos/as, se fi-
jará una cuota alimentaria provisoria, si correspondiese, 
de acuerdo con los antecedentes obrantes en la causa y 
según las normas que rigen en la materia;

b6. En caso que la víctima fuere menor de edad, el/la juez/a, 
mediante resolución fundada y teniendo en cuenta la 
opinión y el derecho a ser oída de la niña o de la adoles-
cente, puede otorgar la guarda a un miembro de su gru-
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po familiar, por consanguinidad o afinidad, o con otros 
miembros de la familia ampliada o de la comunidad.

b7. Ordenar la suspensión provisoria del régimen de visitas;

b8. Ordenar al presunto agresor abstenerse de interferir, de 
cualquier forma, en el ejercicio de la guarda, crianza y 
educación de los/as hijos/as;

b9. Disponer el inventario de los bienes gananciales de la 
sociedad conyugal y de los bienes propios de quien ejer-
ce y padece violencia. En los casos de las parejas convi-
vientes se dispondrá el inventario de los bienes de cada 
uno;

b10. Otorgar el uso exclusivo a la mujer que padece violen-
cia, por el período que estime conveniente, del mobi-
liario de la casa.

ARTÍCULO 27º — Facultades del/la juez/a. El/ la juez/a podrá 
dictar más de una medida a la vez, determinando la duración de 
las mismas de acuerdo a las circunstancias del caso, y debiendo 
establecer un plazo máximo de duración de las mismas, por auto 
fundado.

ARTÍCULO 28º — Audiencia. El/la juez/a interviniente fijará una 
audiencia, la que deberá tomar personalmente bajo pena de nuli-
dad, dentro de CUARENTA Y OCHO (48) horas de ordenadas las 
medidas del artículo 26, o si no se adoptara ninguna de ellas, des-
de el momento que tomó conocimiento de la denuncia.

El presunto agresor estará obligado a comparecer bajo apercibi-
miento de ser llevado ante el juzgado con auxilio de la fuerza pú-
blica.

En dicha audiencia, escuchará a las partes por separado bajo pena 
de nulidad, y ordenará las medidas que estime pertinentes.



162

Si la víctima de violencia fuere niña o adolescente deberá contem-
plarse lo estipulado por la Ley 26.061 sobre Protección Integral de 
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

Quedan prohibidas las audiencias de mediación o conciliación.

ARTÍCULO 29º — Informes. Siempre que fuere posible el/la 
juez/a interviniente podrá requerir un informe efectuado por un 
equipo interdisciplinario para determinar los daños físicos, psico-
lógicos, económicos o de otro tipo sufridos por la mujer y la situa-
ción de peligro en la que se encuentre.

Dicho informe será remitido en un plazo de CUARENTA Y OCHO 
(48) horas, a efectos de que pueda aplicar otras medidas, inte-
rrumpir o hacer cesar alguna de las mencionadas en el artículo 26.

El/la juez/a interviniente también podrá considerar los informes 
que se elaboren por los equipos interdisciplinarios de la adminis-
tración pública sobre los daños físicos, psicológicos, económicos o 
de otro tipo sufridos por la mujer y la situación de peligro, evitan-
do producir nuevos informes que la revictimicen.

También podrá considerar informes de profesionales de organiza-
ciones de la sociedad civil idóneas en el tratamiento de la violencia 
contra las mujeres.

ARTÍCULO 30º — Prueba, principios y medidas. El/la juez/a 
tendrá amplias facultades para ordenar e impulsar el proceso, pu-
diendo disponer las medidas que fueren necesarias para indagar 
los sucesos, ubicar el paradero del presunto agresor, y proteger 
a quienes corran el riesgo de padecer nuevos actos de violencia, 
rigiendo el principio de obtención de la verdad material.

ARTÍCULO 31º — Resoluciones. Regirá el principio de amplia 
libertad probatoria para acreditar los hechos denunciados, eva-
luándose las pruebas ofrecidas de acuerdo con el principio de la 
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sana crítica. Se considerarán las presunciones que contribuyan a 
la demostración de los hechos, siempre que sean indicios graves, 
precisos y concordantes.

ARTÍCULO 32º — Sanciones. Ante el incumplimiento de las me-
didas ordenadas, el/la juez/a podrá evaluar la conveniencia de 
modificar las mismas, pudiendo ampliarlas u ordenar otras.

Frente a un nuevo incumplimiento y sin perjuicio de las responsa-
bilidades civiles o penales que correspondan, el/la Juez/a deberá 
aplicar alguna/s de las siguientes sanciones:

a) Advertencia o llamado de atención por el acto cometido;

b) Comunicación de los hechos de violencia al organismo, ins-
titución, sindicato, asociación profesional o lugar de trabajo 
del agresor;

c) Asistencia obligatoria del agresor a programas reflexivos, 
educativos o terapéuticos tendientes a la modificación de 
conductas violentas.

Asimismo, cuando el incumplimiento configure desobediencia u 
otro delito, el juez deberá poner el hecho en conocimiento del/la 
juez/a con competencia en materia penal.

ARTÍCULO 33º — Apelación. Las resoluciones que concedan, re-
chacen, interrumpan, modifiquen o dispongan el cese de alguna 
de las medidas preventivas urgentes o impongan sanciones, serán 
apelables dentro del plazo de TRES (3) días hábiles.

La apelación contra resoluciones que concedan medidas preven-
tivas urgentes se concederá en relación y con efecto devolutivo.

La apelación contra resoluciones que dispongan la interrupción 
o el cese de tales medidas se concederá en relación y con efecto 
suspensivo.
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ARTÍCULO 34º — Seguimiento. Durante el trámite de la causa, 
por el tiempo que se juzgue adecuado, el/la juez/a deberá con-
trolar la eficacia de las medidas y decisiones adoptadas, ya sea a 
través de la comparecencia de las partes al tribunal, con la fre-
cuencia que se ordene, y/o mediante la intervención del equipo 
interdisciplinario, quienes elaborarán informes periódicos acerca 
de la situación.

ARTÍCULO 35º — Reparación. La parte damnificada podrá recla-
mar la reparación civil por los daños y perjuicios, según las nor-
mas comunes que rigen la materia.

ARTÍCULO 36º — Obligaciones de los/as funcionarios/as. 
Los/as funcionarios/as policiales, judiciales, agentes sanitarios, y 
cualquier otro/a funcionario/a público/a a quien acudan las mu-
jeres afectadas, tienen la obligación de informar sobre:

a) Los derechos que la legislación le confiere a la mujer que 
padece violencia, y sobre los servicios gubernamentales dis-
ponibles para su atención;

b) Cómo y dónde conducirse para ser asistida en el proceso;

c) Cómo preservar las evidencias.

ARTÍCULO 37º — Registros. La Corte Suprema de Justicia de la 
Nación llevará registros sociodemográficos de las denuncias efec-
tuadas sobre hechos de violencia previstos en esta ley, especifi-
cando, como mínimo, edad, estado civil, profesión u ocupación de 
la mujer que padece violencia, así como del agresor; vínculo con el 
agresor, naturaleza de los hechos, medidas adoptadas y sus resul-
tados, así como las sanciones impuestas al agresor.

Los juzgados que intervienen en los casos de violencia previstos 
en esta ley deberán remitir anualmente la información pertinente 
para dicho registro.
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El acceso a los registros requiere motivos fundados y previa auto-
rización judicial, garantizando la confidencialidad de la identidad 
de las partes.

La Corte Suprema de Justicia de la Nación elaborará estadísticas 
de acceso público que permitan conocer, como mínimo, las carac-
terísticas de quienes ejercen o padecen violencia y sus modalida-
des, vínculo entre las partes, tipo de medidas adoptadas y sus re-
sultados, y tipo y cantidad de sanciones aplicadas.

ARTÍCULO 38º — Colaboración de organizaciones públicas o 
privadas. El/la juez/a podrán solicitar o aceptar en carácter de 
amicus curiae la colaboración de organizaciones o entidades pú-
blicas o privadas dedicadas a la protección de los derechos de las 
mujeres.

ARTÍCULO 39º — Exención de cargas. Las actuaciones fundadas 
en la presente ley estarán exentas del pago de sellado, tasas, depó-
sitos y cualquier otro impuesto, sin perjuicio de lo establecido en 
el artículo 68 del Código Procesal, Civil y Comercial de la Nación 
en materia de costas.

ARTÍCULO 40º — Normas supletorias. Serán de aplicación su-
pletoria los regímenes procesales que correspondan, según los 
tipos y modalidades de violencia denunciados.
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TITULO IV - DISPOSICIONES FINALES

ARTÍCULO 41º — En ningún caso las conductas, actos u omisiones 
previstas en la presente ley importarán la creación de nuevos ti-
pos penales, ni la modificación o derogación de los vigentes.

ARTÍCULO 42º — La Ley 24.417 de Protección contra la Violencia 
Familiar, será de aplicación en aquellos casos de violencia domés-
tica no previstos en la presente ley.

ARTÍCULO 43º — Las partidas que resulten necesarias para el 
cumplimiento de la presente ley serán previstas anualmente en la 
Ley de Presupuesto General de la Administración Nacional.

ARTÍCULO 44º — La ley entrará en vigencia a partir de su publica-
ción en el Boletín Oficial de la Nación.

ARTÍCULO 45º — Comuníquese al Poder Ejecutivo nacional.

DADA EN LA SALA DE SESIONES DEL CONGRESO ARGENTINO, EN 
BUENOS AIRES, A LOS ONCE DIAS DEL MES DE MARZO DEL AÑO 
DOS MIL NUEVE.

— REGISTRADO BAJO EL Nº 26.485 —

— JULIO C. C. COBOS. — EDUARDO A. FELLNER.— 
 — Enrique Hidalgo. — Juan H. Estrada. —



167

LEGISLACION PROVINCIAL



168



169

Protección Integral para Prevenir, Sancionar
y Erradicar la Violencia contra las Mujeres. LEY Nº2786. 

LEY DE PROTECCIÓN INTEGRAL PARA PREVENIR,
SANCIONAR Y ERRADICAR LA VIOLENCIA CONTRA LAS MUJERES

Sancionada 24/11/2011, Promulgada 27/12/2011 
y Publicada 06/01/2012 

CAPÍTULO I - OBJETO.  AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 1º Objeto. La presente Ley tiene como objeto prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres tanto en el 
ámbito público como privado de la Provincia, a excepción de la 
violencia doméstica la cual se rige por lo establecido en la Ley 
2212.

Artículo 2° Definición. La presente Ley adopta la definición, tipos 
y modalidades de violencia previstos en la Ley nacional 26.485.

Artículo 3º Autoridad de aplicación. El Ministerio de Coordina-
ción de Gabinete, u organismo de máxima competencia en la ma-
teria, es la autoridad de aplicación de la presente Ley, en todo lo 
que no competa al Poder Judicial.

CAPÍTULO II - DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

Artículo 4° Políticas públicas. El Estado provincial debe imple-
mentar el desarrollo de las siguientes acciones prioritarias, pro-
moviendo su articulación y coordinación con los distintos ministe-
rios y secretarías del Poder Ejecutivo, municipios, universidades y 
organizaciones de la sociedad civil con competencia en la materia.

I. Corresponde al Ministerio de Coordinación de Gabinete, u orga-
nismo de máxima competencia en la materia:
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a) Monitorear y coordinar -con el resto de los órganos públi-
cos- las políticas públicas con perspectiva de género.

b) Impulsar políticas específicas que implementen la normati-
va vigente en materia de acoso sexual en la Administración 
Pública y garantizar la efectiva vigencia de los principios de 
no discriminación e igualdad de derechos, oportunidades y 
trato en el empleo público.

c) Llevar a cabo capacitaciones continuas e interdisciplinarias 
-en toda la Provincia-, con el recurso profesional existente 
en los tres Poderes del Estado en toda la Provincia.

d) Promover, a través de la Subsecretaría de Gobiernos Locales 
e Interior, acciones semejantes en los gobiernos municipa-
les.

e) A través del Consejo Provincial de las Mujeres:

1) Organizar seminarios y jornadas de capacitación y cam-
pañas de sensibilización para la prevención y erradica-
ción de violencia contra la mujer.

2) Desarrollar un sistema de información permanente que 
brinde insumos para el diseño, implementación y ges-
tión de políticas públicas, tendientes a la prevención y 
erradicación de la violencia contra las mujeres.

3) Promover instancias de intercambio interinstitucional 
de experiencias y prácticas con organizaciones guberna-
mentales, instituciones educativas y organizaciones de la 
sociedad civil.

4) Brindar capacitación, asesoramiento y apoyo técnico a 
organismos públicos y privados para la puesta en mar-
cha de registros y protocolos, entre otras finalidades.
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5) Promover y coordinar la implementación de consejos lo-
cales de mujeres.

f) A través de la Subsecretaría de Justicia y Derechos Huma-
nos:

1) Promover políticas para facilitar el acceso de las mujeres 
a la Justicia mediante la puesta en marcha y el fortaleci-
miento de centros de información, asesoramiento y pa-
trocinio jurídico gratuito.

2) Promover la aplicación de convenios con colegios profe-
sionales, instituciones académicas y organizaciones de la 
sociedad civil para brindar asistencia jurídica especiali-
zada y gratuita.

3) Alentar la conformación de espacios de formación espe-
cífica para profesionales del Derecho.

4) Fomentar las investigaciones sobre las causas, la natu-
raleza, la gravedad y las consecuencias de la violencia 
contra las mujeres, así como de la eficacia de las medidas 
aplicadas para impedirla y reparar sus efectos, difun-
diendo periódicamente los resultados.

5) Garantizar el acceso a los servicios de atención específica 
para mujeres privadas de libertad.

6) Promover la inclusión de la problemática de la violencia 
contra las mujeres en todos los programas y acciones del 
área de Derechos Humanos.
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II. Corresponde al Ministerio de Desarrollo Social, 
      u organismo de máxima competencia en la materia:

a) Promover políticas tendientes a la revinculación social y la-
boral de las mujeres que padecen violencia.

b) Elaborar criterios de priorización para la inclusión de las 
mujeres en los planes y programas de fortalecimiento y pro-
moción social y en los planes de asistencia a la emergencia.

c) Promover líneas de capacitación y financiamiento para la 
inserción laboral de las mujeres en procesos de asistencia 
por violencia.

d) Apoyar proyectos para la creación y puesta en marcha de 
programas para atención de la emergencia destinadas a mu-
jeres y al cuidado de sus hijas/os.

III. Corresponde a la Secretaría de Estado de Educación, 
       Cultura y Deporte, u organismo de máxima  
       competencia en la materia:

a) A través del Consejo Provincial de Educación:

1) Garantizar en los contenidos mínimos curriculares de 
todos los niveles educativos, la inclusión de la perspec-
tiva de género, el ejercicio de la tolerancia, el respeto y 
la libertad en las relaciones interpersonales, la igualdad 
entre los sexos, la democratización de las relaciones fa-
miliares, la vigencia de los derechos humanos, y la des-
legitimación de modelos violentos de resolución de con-
flictos.

2) romover medidas para que se incluya en los planes de 
formación docente la detección precoz de la violencia 
contra las mujeres.
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1) Promover la incorporación de la temática de la violencia 
contra las mujeres en las currículas terciarias.

1) Promover la revisión y actualización de los libros de tex-
to y materiales didácticos, con la finalidad de eliminar los 
estereotipos de género y los criterios discriminatorios, 
fomentando la igualdad de derechos, oportunidades y 
trato entre mujeres y varones.

IV. Corresponde al Ministerio de Salud, 
       u organismo de máxima competencia en la materia:

a) Incorporar la problemática de la violencia contra las muje-
res en los programas de Salud.

b) iseñar protocolos específicos de detección precoz y aten-
ción de todo tipo y modalidad de violencia contra las mu-
jeres, prioritariamente en las áreas de atención primaria de 
salud, emergencias, clínica médica, obstetricia, ginecología, 
traumatología, pediatría, y salud mental, que especifiquen el 
procedimiento a seguir para la atención de las mujeres que 
padecen violencia, resguardando la intimidad de la persona 
asistida y promoviendo una práctica médica no sexista. El 
procedimiento debe asegurar la obtención y preservación 
de elementos probatorios.

c) Promover servicios o programas con equipos interdiscipli-
narios especializados en la prevención y atención de la vio-
lencia contra las mujeres, con la utilización de protocolos de 
atención y derivación.

d) Impulsar la aplicación de un registro de las personas asis-
tidas por situaciones de violencia contra las mujeres, que 
coordine los niveles provincial y municipal.

e) Alentar la formación continua del personal médico sanita-
rio con el fin de mejorar el diagnóstico precoz y la atención 
médica con perspectiva de género.
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V. Corresponde a la Secretaría de Estado de Seguridad, 
     u organismo de máxima competencia en la materia:

a) Fomentar en las fuerzas policiales el desarrollo de servicios 
interdisciplinarios que brinden apoyo a las mujeres que 
padecen violencia para optimizar su atención, derivación a 
otros servicios y cumplimiento de disposiciones judiciales.

b) Elaborar los procedimientos básicos para el diseño de pro-
tocolos específicos para las fuerzas policiales a fin de brin-
dar las respuestas adecuadas para evitar la revictimización, 
facilitar la debida atención, asistencia y protección policial 
a las mujeres que acudan a presentar denuncias en sede po-
licial.

c) Promover la articulación de las fuerzas policiales que inter-
vengan en la atención de la violencia contra las mujeres con 
las instituciones gubernamentales y las organizaciones de 
la sociedad civil.

d) Incluir en los programas de formación de las fuerzas poli-
ciales asignaturas y/o contenidos curriculares específicos 
sobre los derechos humanos de las mujeres y en especial 
sobre violencia con perspectiva de género.

VI. Corresponde a la Secretaría de Estado de Trabajo, 
       Capacitación y Empleo, u organismo de máxima
       competencia en la materia:

a) Desarrollar programas de sensibilización, capacitación e in-
centivos a empresas y sindicatos para eliminar la violencia 
laboral contra las mujeres y promover la igualdad de dere-
chos, oportunidades y trato en el ámbito laboral, debiendo 
respetar el principio de no discriminación en:

1) El acceso al puesto de trabajo, en materia de convocato-
ria y selección.
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2) La carrera profesional, en materia de promoción y for-
mación.

3) La permanencia en el puesto de trabajo.

4) El derecho a una igual remuneración por igual tarea o 
función.

b) Promover, a través de programas específicos, la prevención 
del acoso sexual contra las mujeres en el ámbito de empre-
sas y sindicatos.

c) Promover políticas tendientes a la formación e inclusión la-
boral de mujeres que padecen violencia.

d) Promover el respeto de los derechos laborales de las muje-
res que padecen violencia, en particular cuando deban au-
sentarse de su puesto de trabajo a fin de dar cumplimiento 
a prescripciones profesionales, tanto administrativas como 
las emanadas de las decisiones judiciales.

VII. Corresponde a la Secretaría de Estado de la Gestión Pú-
blica y Contrataciones, u organismo de máxima compe-
tencia en la materia:

a) A través de la Subsecretaría de Información Pública:

1) Promover en los medios masivos de comunicación el 
respeto por los derechos humanos y el tratamiento 
de la violencia desde la perspectiva de género.

2) Brindar capacitación a profesionales de los medios 
masivos de comunicación sobre violencia en general 
y desde la perspectiva de género.

3) Alentar la eliminación del sexismo en la información.

4) Promover, como un tema de responsabilidad social 
empresaria, la difusión de campañas publicitarias 
para prevenir y erradicar la violencia.
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CAPÍTULO III DEL PROCEDIMIENTO JUDICIAL 

Artículo 5º - Objeto del procedimiento. El procedimiento que 
regula este Capítulo tiene por objeto principal el cese de la situa-
ción de violencia sufrida por la mujer, el restablecimiento de  la  
situación  de  equilibrio  conculcada  por  la  violencia,  y  el  refuer-
zo  de  la  autonomía  de  la voluntad y la capacidad de decisión de 
la víctima. 

Artículo 6º Características. El  procedimiento  debe  ser  actua-
do,  gratuito  y  aplicando  las normas del proceso sumarísimo en 
todo lo que no se oponga a la presente Ley. 

Artículo 7º Presentación de la  denuncia. La  presentación de 
la denuncia puede  efectuarse  ante cualquier juez/a de cualquier 
fuero e instancia, agente fiscal, juez/a de Paz o policía, o cualquier 
otro organismo que se cree al efecto, en forma oral o escrita. Se 
debe guardar reserva de la identidad de la persona denunciante. 

Aun  en  caso  de  incompetencia,  el/la  juez/a  o  fiscal  intervi-
niente  debe  disponer  las  medidas cautelares  que  estime  per-
tinentes,  y  remitir  lo  actuado  al/la  juez/a  competente  en  el  
término  de veinticuatro (24) horas de recibida la denuncia. 

Artículo 8° De  la  denuncia. La  denuncia  no  requiere  patroci-
nio  letrado,  pero  éste  resulta necesario para la sustanciación del 
juicio. A tal efecto, recibidas las actuaciones por el juzgado com-
petente, si la denuncia ha sido presentada sin patrocinio letrado, 
el/la juez/a debe dar intervención  inmediata  a  la  Defensoría  
Oficial  de  turno,  quien  debe  asumir  el  patrocinio  de  la víctima 
en todos los casos. 
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Artículo 9º Competencia. Para  los  supuestos  de  “violencia  con-
tra  la  libertad  reproductiva”, “violencia  obstétrica”,  “violencia  
institucional”  y  “violencia  mediática  contra  las mujeres”,  son 
competentes los juzgados con competencia en lo civil de la Pro-
vincia. 

Para los supuestos de “violencia laboral contra las mujeres” son 
competentes los juzgados con competencia en lo laboral de la Pro-
vincia. 

Artículo 10º Personas que pueden efectuar la denuncia.  
Las denuncias pueden ser efectuadas: 

a) Por la mujer que se considere afectada o su representante le-
gal sin restricción alguna. 

b) Por la niña o adolescente afectada, directamente o a través de 
sus representantes legales, de acuerdo a lo establecido en la 
Ley 2302 y la Ley nacional 26.061 -de Protección Integral de 
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

c) Cualquier  persona  cuando  la  afectada  tenga  discapacidad,  o  
que  por  su  condición  física  o psíquica no pudiese formularla. 

d) En los casos de violencia sexual, la mujer que la haya padeci-
do es la única legitimada para hacer la denuncia. Cuando la 
misma fuere efectuada por un tercero, se debe citar a la mu-
jer para  que  la  ratifique  o  rectifique  en  veinticuatro  (24)  
horas  o  cuando  se  encuentre  en condiciones físicas y emo-
cionales de efectuarla. La autoridad judicial competente debe 
tomar los recaudos necesarios para evitar que la causa tome 
estado público.

Artículo 11º Obligación de denunciar. La persona que con mo-
tivo o en ocasión de sus tareas en servicios asistenciales, sociales, 
educativos o de salud, en el ámbito público o privado, tome cono-
cimiento de un acto de violencia, tiene la obligación de realizar la 
denuncia. 
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Artículo 12º Asistencia  protectora. En  toda instancia  del pro-
ceso se admite  la presencia de  un/a acompañante como ayuda 
protectora -ad honórem-, con el único objeto de preservar la salud 
física y psicológica de la mujer víctima de violencia. 

Artículo 13º Medidas  preventivas  urgentes. Durante  cualquier  
etapa  del  proceso  el/la  juez/a interviniente  puede,  de  oficio  o  
a  petición  de  parte,  ordenar  una  (1)  o  más  de  las siguientes  
medidas  preventivas,  de  acuerdo  a  los  tipos  y  modalidades  de  
violencia  contra  las mujeres previstas en los artículo 5° y 6° de la 
Ley nacional 26.485: 

a) Ordenar la prohibición de acercamiento del denunciado al lu-
gar de residencia, trabajo, estudio, esparcimiento, o a los luga-
res de habitual concurrencia de la mujer que padece violencia. 

b) Ordenar  al  denunciado  que  cese  en  los  actos  de  per-
turbación  o  intimidación  que,  directa  o indirectamente, 
realice hacia la mujer. 

c) Ordenar la restitución inmediata de los efectos personales a la 
víctima de violencia, si ésta se ha visto privada de los mismos. 

d) Proveer las medidas conducentes a brindar a quien padece o 
ejerce violencia, cuando así lo requieran,  asistencia  médica  
o  psicosocial,  a  través  de  los  organismos  públicos  y orga-
nizaciones de la sociedad civil con formación especializada 
en la prevención y atención de la violencia contra las mujeres. 

e) Ordenar medidas de seguridad en el domicilio de la mujer. 

f) Comunicar los hechos de violencia al organismo, institu-
ción, sindicato, asociación profesional o lugar de trabajo del 
denunciado. 

g) Ordenar  la  asistencia  obligatoria  del  denunciado  a  pro-
gramas  reflexivos,  educativos  o psicosociales, tendientes a 
la modificación de conductas violentas. 
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h) Ordenar  toda  otra  medida  necesaria  para  garantizar  la  
seguridad  de  la  mujer  que  padece violencia,  hacer  cesar  
la  situación  de  violencia  y  evitar  la  repetición  de  todo  
acto  de perturbación o intimidación, agresión y maltrato 
del agresor hacia la mujer. 

Dictada cualquiera de las medidas dispuestas en los incisos a), b) 
y e) se deberá proveer a la víctima de un sistema de alerta geore-
ferenciada y de localización inmediata. A tal fin, la autoridad ju-
dicial ordenará las medidas necesarias para su implementación”.  
* (Este párrafo fue agregado mediante Ley 2889).

Artículo 14º Facultades  del/la  juez/a. El/la  juez/a  puede  dic-
tar  más  de  una  (1) medida  a  la  vez, determinando  la  duración  
de  las  mismas  de  acuerdo  a  las  circunstancias  del  caso,  y 
debiendo establecer un plazo máximo de duración, por auto fun-
dado. 

Artículo 15º Audiencia. El/la juez/a interviniente debe fijar una 
audiencia, la que toma  personalmente bajo pena de nulidad, den-
tro de las cuarenta y ocho (48) horas de ordenadas las medidas 
del artículo 13 de la presente Ley, o si no se adoptara ninguna de 
ellas, desde el momento que tomó conocimiento de la denuncia.

El presunto agresor está obligado a comparecer bajo apercibi-
miento de ser llevado ante el juzgado con auxilio de la fuerza pú-
blica.

En dicha audiencia, el/la juez/a debe escuchar a las partes por 
separado bajo pena de nulidad, y debe ordenar las medidas que 
estime pertinentes.

Si la víctima de violencia fuere niña o adolescente debe contem-
plarse lo estipulado por la Ley 2302 y la Ley nacional 26.061 -de 
Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños y Adoles-
centes-.

Quedan prohibidas las audiencias de mediación o conciliación.
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Artículo 16º Informes. Siempre que fuere posible, el/la juez/a 
interviniente puede requerir un informe efectuado por un equipo 
interdisciplinario para determinar los daños físicos, psicológicos, 
económicos o de otro tipo sufridos por la mujer y la situación de 
peligro en la que se encuentre.

Dicho informe debe ser remitido en un plazo de cuarenta y ocho 
(48) horas, a efectos de que se puedan aplicar otras medidas, in-
terrumpir o hacer cesar alguna de las mencionadas en el artículo 
13 de la presente Ley.

El/la juez/a interviniente puede considerar los informes que se 
elaboren por los equipos interdisciplinarios de la Administración 
Pública sobre los daños físicos, psicológicos, económicos o de otro 
tipo sufridos por la mujer y la situación de peligro en la que se en-
cuentre, evitando producir nuevos informes que la revictimicen. 

El/la magistrado/a puede considerar informes, de profesionales 
de organizaciones de la sociedad civil idóneas en el tratamiento de 
la violencia contra las mujeres.

Artículo 17º Prueba,  principios  y  medidas. El/la  juez/a  tie-
ne  amplias  facultades  para  ordenar  e impulsar el proceso, pu-
diendo disponer las medidas que fueren necesarias para indagar 
los sucesos, ubicar el paradero del presunto agresor, y proteger a 
quienes corran el riesgo de padecer nuevos actos de violencia. 

En  el  presente  procedimiento  rige  el  principio  de  amplia  li-
bertad  probatoria  para  acreditar  los hechos  denunciados,  eva-
luándose  las  pruebas  ofrecidas  de  acuerdo  con  el  principio  de  
la  sana crítica. Se consideran las presunciones que contribuyan a 
la demostración de los hechos, siempre que sean indicios graves, 
precisos y concordantes.
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Artículo 18º Control del cumplimiento de medidas cautela-
res. Dictadas las medidas cautelares, el/la  juez/a  competente  
debe  enviar  copia  certificada  de  la  causa  a  la  Oficina  de Vio-
lencia creada mediante Ley 2212, a fin que realice el seguimiento 
del cumplimiento de dichas medidas. La Oficina de Violencia debe 
elevar un informe al juez de la causa de manera periódica e inme-
diatamente en caso de verificar un incumplimiento. 

Artículo 19º Incumplimiento. Ante el incumplimiento de las me-
didas ordenadas, el/la juez/a debe evaluar la conveniencia de mo-
dificar las mismas, pudiendo ampliarlas u ordenar otras. 

Artículo 20º Sanciones. Frente a un nuevo incumplimiento, y sin 
perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que corres-
pondan, el/la juez/a, previo traslado al incumplidor, debe aplicar 
alguna de las siguientes sanciones: 

a) Astreintes según aplicación del artículo 666 bis del Código 
Civil.

a) Arresto de hasta cinco (5) días. 

Artículo 21º Desobediencia. En caso de que el incumplimiento 
configure desobediencia reiterada u otro delito, el/la juez/a debe 
poner el hecho en conocimiento del agente fiscal en turno. 

Artículo 22º Apelación. Las  resoluciones  que  concedan,  recha-
cen,  interrumpan,  modifiquen  o dispongan  el  cese  de  alguna  
de  las  medidas  cautelares  o  impongan  sanciones,  son apelables 
dentro del plazo de tres (3) días hábiles. 

La  apelación  contra  resoluciones  que  concedan  medidas  pre-
ventivas  urgentes  se  concede  en relación y con efecto devolutivo. 
La  apelación  contra  resoluciones  que  dispongan  la  interrup-
ción  o  el  cese  de  tales  medidas  se concede en relación y con 
efecto suspensivo.
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Artículo 23º Control  de  eficacia. Durante  el  trámite  de  la  
causa,  por  el  tiempo  que  se  juzgue adecuado, el/la juez/a debe 
controlar la eficacia de las medidas y decisiones adoptadas, ya sea 
a través de la comparecencia de las partes al Tribunal, a través de 
la Oficina de Violencia y/o mediante  la  intervención  del  equipo  
interdisciplinario  del  Poder  Judicial,  quienes  deben  elaborar 
informes inmediatamente acerca de la situación. 

Artículo 24º Reparación. La parte damnificada puede reclamar 
la reparación civil por los daños y perjuicios, según las normas 
comunes que rigen la materia. 

Artículo 25 Obligaciones de los/as funcionarios/as. Los/as 
funcionarios/as policiales, judiciales, agentes sanitarios, y cual-
quier otro/a funcionario/a público/a a quien acudan las mujeres 
afectadas tienen la obligación de informar sobre:

a) Los derechos que la legislación le confiere a la mujer que 
padece violencia, y sobre los servicios gubernamentales dis-
ponibles para su atención.

b) Cómo y dónde conducirse para ser asistida en el proceso.

c) Cómo preservar las evidencias.

Artículo 26º Colaboración de organizaciones públicas o pri-
vadas. El/la juez/a puede solicitar la colaboración  de  organiza-
ciones  o  entidades  públicas  o  privadas  dedicadas  a  la protec-
ción de los derechos de las mujeres, a los efectos de que brinden 
asistencia por los hechos denunciados.

Artículo 27º Exención de cargas. Las actuaciones fundadas en la 
presente Ley están exentas del pago de sellado, tasas, depósitos y 
cualquier otro impuesto.
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CAPÍTULO IV - DISPOSICIONES FINALES

Artículo 28º El Poder Ejecutivo y el Poder Judicial deben realizar 
las previsiones presupuestarias necesarias para garantizar la im-
plementación de lo ordenado en la presente Ley.

Artículo 29º Invítase a los municipios a dictar normas similares a 
la presente Ley.

Artículo 30º La presente Ley entrará en vigencia a partir de los 
noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 31º Comuníquese al Poder Ejecutivo.

DADA en la Sala de Sesiones de la Honorable Legislatura Provin-
cial del Neuquén, a los veinticuatro días de noviembre de dos mil 
once.
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Decreto Reglamentario de la Ley Provincial Nº 2786.

DECRETO Nº 2305/2015
Neuquén, 24 de noviembre de 2015
VISTO:
La Ley 2786; y
CONSIDERANDO:

Que nuestra Constitución Provincial en su Artículo 45 incorpo-
ra específicamente la perspectiva de género en el diseño y ejecu-
ción de las políticas públicas, así como la elaboración participativa 
de planes para garantizar la igualdad entre mujeres y varones, el 
acceso a las oportunidades y derechos en lo cultural, económico, 
político, social y familiar;

Que en el marco de esta normativa el 24 de Noviembre de 2011 
la Legislatura Provincial sancionó la Ley 2786 de “Régimen de 
Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violen-
cia contra las Mujeres”, publicada en el Boletín Oficial con fecha 06 
de enero de 2012;

Que la Ley 2786 se inserta en el plexo normativo internacional, 
nacional y provincial que tiene por objeto el abordaje de la pro-
blemática de la violencia contra las mujeres a través de políticas 
públicas que posibiliten el pleno goce de los derechos reconocidos 
en los Tratados Internacionales, Constitución Nacional, como así 
también nuestra Carta Magna Provincial;

Que la norma en cuestión aborda la problemática de la violen-
cia contra las mujeres de manera amplia e integral, en tanto no 
sólo focaliza la temática en su faz de asistencia y protección a la 
víctima, sino que amplía su espectro, estableciendo directivas cla-
ras hacia el Estado a fin de promover políticas públicas de preven-
ción;

Que la norma que se reglamenta define las funciones del Es-
tado Provincial en materia de asistencia y prevención de la vio-
lencia contra las mujeres con criterios de interdisciplinariedad e 
interinstitucionalidad, generando la necesidad que las políticas 
públicas que se implementen se articulen con la participación de 
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múltiples sectores;
Que por ello, la reglamentación demandó la conformación de 

una Mesa de Trabajo Interinstitucional con la participación de 
todas las áreas de Gobierno especificadas por la Ley, coordinada 
a través del Ministerio de Coordinación de Gabinete, Seguridad y 
Trabajo en su carácter de autoridad de aplicación de la misma, con 
el objetivo de elaborar una propuesta de manera coordinada, arti-
culada y consensuada;

Que asimismo el Tribunal Superior de Justicia, mediante Acuer-
do Nº 4956 Punto 7, aprobó la propuesta de reglamentación de la 
Ley 2786 en lo atinente al procedimiento judicial, remitiendo la 
misma al Poder Ejecutivo a los efectos de su incorporación al texto 
reglamentario respectivo;

Que resulta necesario reglamentar la Ley 2786, modificada por 
Ley 2829 y ordenada mediante Resolución Legislativa Nº 857/14;

Que del texto sustitutivo señalado, deben reglamentarse los si-
guientes Artículos: 1º, 2º, 3º, 4º, 7º, 8º, 10, 12, 13, 15, 18, 20, 23, 
24, 27 y 28;

Que el Poder Ejecutivo se encuentra facultado para el dicta-
do de la correspondiente reglamentación conforme lo dispone el 
Artículo 214 inciso 3º)de la Constitución Provincial y el mandato 
expreso del Artículo 3º de la Ley 2786 que dispone que es el Mi-
nisterio de Coordinación de Gabinete, Seguridad y Trabajo, la au-
toridad de aplicación de la ley en todo lo que no competa al Poder 
Judicial;

Que ha tomado intervención la Asesoría General de Gobierno, 
Fiscalía de Estado y la Dirección Provincial de Asuntos Legales de-
pendiente del Ministerio de Coordinación de Gabinete, Seguridad 
y Trabajo;

Por ello;

EL GOBERNADOR DE LA PROVINCIA DEL NEUQUÉN DECRETA:

Artículo 1º: Reglaméntase la Ley 2786 del “Régimen de Protección 
Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia contra 
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las Mujeres”, de acuerdo al texto que como Anexo Único forma par-
te del presente Decreto.

Artículo 2º: Facúltase al Ministerio de Coordinación de Gabinete, 
Seguridad y Trabajo a dictar las normas complementarias y acla-
ratorias de la reglamentación que se aprueba por el presente De-
creto.

Artículo 3º: La presente Reglamentación entrará en vigencia a 
partir de su publicación en el Boletín Oficial.

Artículo 4º: El presente Decreto será refrendado por los señores 
Ministros de Coordinación de Gabinete, Seguridad y Trabajo; Sa-
lud; Desarrollo Social y a cargo de Gobierno y Educación.

Artículo 5º: Comuníquese, publíquese, dése intervención al Bole-
tín Oficial y Archívese.

Fdo.) SAPAG
GASTAMINZA
BUTIGUÉ
GAIDO
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ANEXO ÚNICO

Ley de Protección Integral para Prevenir, Sancionar y 
Erradicar la Violencia contra Las Mujeres.
Texto Ordenado por Resolución Nº 857/2014 con las 
modificaciones introducidas Por Ley 2829.

CAPÍTULO I - OBJETO. AUTORIDAD DE APLICACIÓN

Artículo 1º: Objeto. La presente Ley tiene como objeto prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia contra las mujeres, tanto en el 
ámbito público como privado de la Provincia, a excepción de la 
violencia doméstica, la cual se rige por lo establecido en la Ley 
2212.

Reglamentación: Artículo 1º: A los fines de la presente Ley y res-
petando los postulados consagrados en la Ley Nacional de Iden-
tidad de Género 26743, se considerará que el término “mujeres” 
comprende a “aquellas personas que sienten subjetivamente su 
identidad o expresión de género mujer, de acuerdo o no al sexo 
asignado al momento del nacimiento, y de acuerdo a su vivencia 
interna e individual, incluyendo la vivencia personal del cuerpo y 
que puede involucrar o no la modificación de la apariencia o fun-
ción corporal a través de medios farmacológicos, quirúrgicos o de 
otra índole, cualquiera sea su orientación sexual, siempre que ello 
sea escogido libremente”. 

Artículo 2°: Definición. La presente Ley adopta la definición, tipos 
y modalidades de violencia previstos en la Ley Nacional 26485. 

Reglamentación: Artículo 2º: De acuerdo a lo establecido por la 
Ley Nacional 26485 se entenderá por: Violencia contra las muje-
res Toda conducta, acción u omisión, que de manera directa o in-
directa, tanto en el ámbito público como en el privado, basada en 
una relación desigual de poder, afecte su vida, libertad, dignidad, 
integridad física, psicológica, sexual, económica o patrimonial, 
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como así también su seguridad personal. Quedan comprendidas 
las perpetradas desde el Estado o por sus agentes. Se considera-
rá violencia indirecta, toda conducta, acción omisión, disposición, 
criterio o práctica discriminatoria que ponga a la mujer en des-
ventaja con respecto al varón.

Tipos de violencia contra la mujer:

1.- Física: La que se emplea contra el cuerpo de la mujer produ-
ciendo dolor, daño o riesgo de producirlo y cualquier otra forma 
de maltrato agresión que afecte su integridad física. 

2.- Psicológica: La que causa daño emocional y disminución de la 
autoestima o perjudica y perturba el pleno desarrollo personal o 
que busca degradar o controlar sus acciones, comportamientos,
creencias y decisiones, mediante amenaza, acoso, hostigamiento, 
restricción, humillación, deshonra, descrédito, manipulación ais-
lamiento. Incluye también la culpabilización, vigilancia constante, 
exigencia de obediencia sumisión, coerción verbal, persecución, 
insulto, indiferencia, abandono, celos excesivos, chantaje, ridicu-
lización, explotación y limitación del derecho
de circulación o cualquier otro medio que cause perjuicio a su sa-
lud psicológica y a la autodeterminación.

3.- Sexual: Cualquier acción que implique la vulneración en todas 
sus formas, con o sin acceso genital, del derecho de la mujer de 
decidir voluntariamente acerca de su vida sexual o reproductiva
a través de amenazas, coerción, uso de la fuerza o intimidación, in-
cluyendo la violación dentro del matrimonio o de otras relaciones 
vinculares o de parentesco, exista o no convivencia, así como la 
prostitución forzada, explotación, esclavitud, acoso, abuso sexual 
y trata de mujeres.

4.- Económica y patrimonial: La que se dirige a ocasionar un me-
noscabo en los recursos económicos o patrimoniales de la mujer, 
a través de:
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a) La perturbación de la posesión, tenencia o propiedad de sus 
bienes;

b) La pérdida, sustracción, destrucción, retención o distracción 
indebida de objetos, instrumentos de trabajo, documentos 
personales, bienes, valores y derechos patrimoniales;

c) La limitación de los recursos económicos destinados a satis-
facer sus necesidades o privación de los medios indispensa-
bles para vivir una vida digna;

d) La limitación o control de sus ingresos, así como la percep-
ción de un salario menor por igual tarea, dentro de un mis-
mo lugar de trabajo.

5.- Simbólica: La que a través de patrones estereotipados, mensa-
jes, valores, íconos o signos transmita y reproduzca dominación, 
desigualdad y discriminación en las relaciones sociales, naturali-
zando la subordinación de la mujer en la sociedad. 

Modalidades: Se entenderá por modalidades las formas en que se 
manifiestan los distintos tipos de violencia contra las mujeres en 
los diferentes ámbitos, quedando especialmente comprendidas 
las siguientes:

a) Violencia institucional contra las mujeres: Aquella realizada 
por las/los funcionarias/os, profesionales, personal y agen-
tes pertenecientes a cualquier órgano, ente o institución pú-
blica, que tenga como fin retardar, obstaculizar o impedir 
que las mujeres tengan acceso a las políticas públicas y ejer-
zan los derechos previstos en esta Ley. Quedan compren-
didas, además, las que se ejercen en los partidos políticos, 
sindicatos, organizaciones empresariales, deportivas y de la 
sociedad civil;

b) Violencia laboral contra las mujeres: Aquella que discrimi-
na a las mujeres en los ámbitos de trabajos públicos o pri-
vados y que obstaculiza su acceso al empleo, contratación, 
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ascenso, estabilidad o permanencia en el mismo, exigiendo 
requisitos sobre estado civil, maternidad, edad, apariencia 
física o la realización de test de embarazo. Constituye tam-
bién violencia contra las mujeres en el ámbito laboral que-
brantar el derecho de igual remuneración por igual tarea o 
función. Asimismo, incluye el hostigamiento psicológico en 
forma sistemática sobre una determinada trabajadora con 
el fin de lograr su exclusión laboral;

c) Violencia contra la libertad reproductiva: Aquella que vul-
nere el derecho de las mujeres a decidir libre y responsa-
blemente el número de embarazos o el intervalo entre los 
nacimientos, de conformidad con la Ley 25673 de Creación 
del Programa Nacional de Salud Sexual y Procreación Res-
ponsable;

d) Violencia obstétrica: Aquella que ejerce el personal de salud 
sobre el cuerpo y los procesos reproductivos de las mujeres, 
expresada en un trato deshumanizado, un abuso de medica-
lización y patologización de los procesos naturales, de con-
formidad con la Ley 25929.

e) Violencia mediática contra las mujeres: Aquella publicación 
o difusión de mensajes e imágenes estereotipados a través 
de cualquier medio masivo de comunicación, que de mane-
ra directa o indirecta promueva la explotación de mujeres o 
sus imágenes, injurie, difame, discrimine, deshonre, humille 
o atente contra la dignidad de las mujeres, como así también 
la utilización de mujeres, adolescentes y niñas en mensajes e 
imágenes pornográficas, legitimando la desigualdad de tra-
to o construya patrones socioculturales reproductores de la 
desigualdad o generadores de violencia contra las mujeres.

Artículo 3º: Autoridad de aplicación. El Ministerio de Coordina-
ción de Gabinete, u otro organismo de máxima competencia en la 
materia, es la autoridad de aplicación de la presente Ley, en todo 
lo que no competa al Poder Judicial.
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Reglamentación: Artículo 3º: La Autoridad de Aplicación podrá 
convocar a una Comisión Interinstitucional para colaborar en la 
implementación de la Ley 2786 en adelante “la Comisión”, a los 
efectos de optimizar la coordinación de acciones. Estará integrada 
por: 

a) Una/un (1) representante por cada Ministerio con incum-
bencia en la materia. Asimismo, deberán estar representa-
das todas las áreas de gobierno que lleven adelante acciones 
directas o indirectas en la temática, conforme lo determina-
rá la Comisión en la primer reunión anual. En función de ello 
se requerirán las designaciones correspondientes.

b) Una/un (1) representante de la Policía de la Provincia del 
Neuquén. Invítase a participar de la misma a dos (2) repre-
sentantes del Poder Judicial, con incumbencia en la materia.

La Comisión, conforme lo dictamine su reglamento interno, podrá 
invitar a participar a organismos municipales, nacionales, uni-
versidades, ONGs y aquellas personas o instituciones con amplia 
trayectoria en la temática e intervención directa. La Comisión fun-
cionará en forma conjunta con la Comisión Interinstitucional para 
colaborar en la implementación de la Ley 2785, creada mediante 
Decreto Nº 2291/2012.

La Comisión será presidida por la/el representante de la Autori-
dad de Aplicación.

Dictará su reglamento interno, en el cual se determinarán las con-
diciones de funcionamiento.

Funciones de la Comisión:

1. Asistir a la autoridad de aplicación para el cumplimiento de 
los objetivos de la presente ley.

2. Articular y coordinar acciones, con las distintas áreas involu-
cradas, a nivel nacional, provincial y municipal.
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Redes Interinstitucionales:

Se promoverá la conformación de redes interinstitucionales loca-
les con la participación de todos los sectores involucrados a nivel 
municipal y provincial, con el objeto de coordinar intervenciones 
con criterio de intersectorialidad.

CAPÍTULO II - DE LAS POLÍTICAS PÚBLICAS

Artículo 4° Políticas públicas. El Estado provincial debe imple-
mentar el desarrollo de las siguientes acciones prioritarias, pro-
moviendo su articulación y coordinación con los distintos ministe-
rios y secretarías del Poder Ejecutivo, municipios, universidades y 
organizaciones de la sociedad civil con competencia en la materia.

I. Corresponde al Ministerio de Coordinación de Gabinete, u orga-
nismo de máxima competencia en la materia:

a) Monitorear y coordinar -con el resto de los órganos públi-
cos- las políticas públicas con perspectiva de género.

b) Impulsar políticas específicas que implementen la normati-
va vigente en materia de acoso sexual en la Administración 
Pública y garantizar la efectiva vigencia de los principios de 
no discriminación e igualdad de derechos, oportunidades y 
trato en el empleo público.

c) Llevar a cabo capacitaciones continuas e interdisciplinarias 
-en toda la Provincia-, con el recurso profesional existente 
en los tres Poderes del Estado en toda la Provincia.

d) Promover, a través de la Subsecretaría de Gobiernos Locales 
e Interior, acciones semejantes en los gobiernos municipa-
les.

e) A través del Consejo Provincial de las Mujeres:
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1) Organizar seminarios y jornadas de capacitación y cam-
pañas de sensibilización para la prevención y erradica-
ción de violencia contra la mujer.

2) Desarrollar un sistema de información permanente que 
brinde insumos para el diseño, implementación y ges-
tión de políticas públicas, tendientes a la prevención y 
erradicación de la violencia contra las mujeres.

3) Promover instancias de intercambio interinstitucional 
de experiencias y prácticas con organizaciones guberna-
mentales, instituciones educativas y organizaciones de la 
sociedad civil.

4) Brindar capacitación, asesoramiento y apoyo técnico a 
organismos públicos y privados para la puesta en mar-
cha de registros y protocolos, entre otras finalidades.

5) Promover y coordinar la implementación de consejos lo-
cales de mujeres.

f) A través de la Subsecretaría de Justicia y Derechos Huma-
nos:

1) Promover políticas para facilitar el acceso de las mujeres 
a la Justicia mediante la puesta en marcha y el fortaleci-
miento de centros de información, asesoramiento y pa-
trocinio jurídico gratuito.

2) Promover la aplicación de convenios con colegios profe-
sionales, instituciones académicas y organizaciones de la 
sociedad civil para brindar asistencia jurídica especiali-
zada y gratuita.

3) Alentar la conformación de espacios de formación espe-
cífica para profesionales del Derecho.

4) Fomentar las investigaciones sobre las causas, la natu-
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raleza, la gravedad y las consecuencias de la violencia 
contra las mujeres, así como de la eficacia de las medidas 
aplicadas para impedirla y reparar sus efectos, difun-
diendo periódicamente los resultados.

5) Garantizar el acceso a los servicios de atención específica 
para mujeres privadas de libertad.

6) Promover la inclusión de la problemática de la violencia 
contra las mujeres en todos los programas y acciones del 
área de Derechos Humanos.

II. Corresponde al Ministerio de Desarrollo Social, 
      u organismo de máxima competencia en la materia:

a) Promover políticas tendientes a la revinculación social y la-
boral de las mujeres que padecen violencia.

b) Elaborar criterios de priorización para la inclusión de las 
mujeres en los planes y programas de fortalecimiento y pro-
moción social y en los planes de asistencia a la emergencia.

c) Promover líneas de capacitación y financiamiento para la 
inserción laboral de las mujeres en procesos de asistencia 
por violencia.

d) Apoyar proyectos para la creación y puesta en marcha de 
programas para atención de la emergencia destinadas a mu-
jeres y al cuidado de sus hijas/os.



196

III. Corresponde a la Secretaría de Estado de Educación, 
       Cultura y Deporte, u organismo de máxima  
       competencia en la materia:

a) A través del Consejo Provincial de Educación:

1) Garantizar en los contenidos mínimos curriculares de 
todos los niveles educativos, la inclusión de la perspec-
tiva de género, el ejercicio de la tolerancia, el respeto y 
la libertad en las relaciones interpersonales, la igualdad 
entre los sexos, la democratización de las relaciones fa-
miliares, la vigencia de los derechos humanos, y la des-
legitimación de modelos violentos de resolución de con-
flictos.

2) romover medidas para que se incluya en los planes de 
formación docente la detección precoz de la violencia 
contra las mujeres.

1) Promover la incorporación de la temática de la violencia 
contra las mujeres en las currículas terciarias.

1) Promover la revisión y actualización de los libros de tex-
to y materiales didácticos, con la finalidad de eliminar los 
estereotipos de género y los criterios discriminatorios, 
fomentando la igualdad de derechos, oportunidades y 
trato entre mujeres y varones.

IV. Corresponde al Ministerio de Salud, 
       u organismo de máxima competencia en la materia:

a) Incorporar la problemática de la violencia contra las muje-
res en los programas de Salud.

b) iseñar protocolos específicos de detección precoz y aten-
ción de todo tipo y modalidad de violencia contra las mu-
jeres, prioritariamente en las áreas de atención primaria de 
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salud, emergencias, clínica médica, obstetricia, ginecología, 
traumatología, pediatría, y salud mental, que especifiquen el 
procedimiento a seguir para la atención de las mujeres que 
padecen violencia, resguardando la intimidad de la persona 
asistida y promoviendo una práctica médica no sexista. El 
procedimiento debe asegurar la obtención y preservación 
de elementos probatorios.

c) Promover servicios o programas con equipos interdiscipli-
narios especializados en la prevención y atención de la vio-
lencia contra las mujeres, con la utilización de protocolos de 
atención y derivación.

d) Impulsar la aplicación de un registro de las personas asis-
tidas por situaciones de violencia contra las mujeres, que 
coordine los niveles provincial y municipal.

e) Alentar la formación continua del personal médico sanita-
rio con el fin de mejorar el diagnóstico precoz y la atención 
médica con perspectiva de género.

V. Corresponde a la Secretaría de Estado de Seguridad, 
     u organismo de máxima competencia en la materia:

a) Fomentar en las fuerzas policiales el desarrollo de servicios 
interdisciplinarios que brinden apoyo a las mujeres que 
padecen violencia para optimizar su atención, derivación a 
otros servicios y cumplimiento de disposiciones judiciales.

b) Elaborar los procedimientos básicos para el diseño de pro-
tocolos específicos para las fuerzas policiales a fin de brin-
dar las respuestas adecuadas para evitar la revictimización, 
facilitar la debida atención, asistencia y protección policial 
a las mujeres que acudan a presentar denuncias en sede po-
licial.

c) Promover la articulación de las fuerzas policiales que inter-
vengan en la atención de la violencia contra las mujeres con 
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las instituciones gubernamentales y las organizaciones de 
la sociedad civil.

d) Incluir en los programas de formación de las fuerzas poli-
ciales asignaturas y/o contenidos curriculares específicos 
sobre los derechos humanos de las mujeres y en especial 
sobre violencia con perspectiva de género.

VI. Corresponde a la Secretaría de Estado de Trabajo, 
       Capacitación y Empleo, u organismo de máxima
       competencia en la materia:

a) Desarrollar programas de sensibilización, capacitación e in-
centivos a empresas y sindicatos para eliminar la violencia 
laboral contra las mujeres y promover la igualdad de dere-
chos, oportunidades y trato en el ámbito laboral, debiendo 
respetar el principio de no discriminación en:

1) El acceso al puesto de trabajo, en materia de convocato-
ria y selección.

2) La carrera profesional, en materia de promoción y for-
mación.

3) La permanencia en el puesto de trabajo.

4) El derecho a una igual remuneración por igual tarea o 
función.

b) Promover, a través de programas específicos, la prevención 
del acoso sexual contra las mujeres en el ámbito de empre-
sas y sindicatos.

c) Promover políticas tendientes a la formación e inclusión la-
boral de mujeres que padecen violencia.

d) Promover el respeto de los derechos laborales de las muje-
res que padecen violencia, en particular cuando deban au-
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sentarse de su puesto de trabajo a fin de dar cumplimiento 
a prescripciones profesionales, tanto administrativas como 
las emanadas de las decisiones judiciales.

VII. Corresponde a la Secretaría de Estado de la Gestión Pú-
blica y Contrataciones, u organismo de máxima compe-
tencia en la materia:

a) A través de la Subsecretaría de Información Pública:

1) Promover en los medios masivos de comunicación el 
respeto por los derechos humanos y el tratamiento 
de la violencia desde la perspectiva de género.

2) Brindar capacitación a profesionales de los medios 
masivos de comunicación sobre violencia en general 
y desde la perspectiva de género.

3) Alentar la eliminación del sexismo en la información.

4) Promover, como un tema de responsabilidad social 
empresaria, la difusión de campañas publicitarias 
para prevenir y erradicar la violencia.

Reglamentación:Artículo 4º: Inciso I Ministerio de Coordina-
ción de Gabinete, Seguridad y Trabajo u organismo que en el futu-
ro lo reemplace. 

Apartado a) 

A los efectos de cumplir con el monitoreo previsto en la Ley, cada 
área elevará a la Autoridad de Aplicación en el mes de septiembre 
un Informe de Gestión del año en curso y un Informe de Planifica-
ción para el año subsiguiente, los que deberán referirse a todo el 
territorio provincial. Informe de Gestión: Deberá detallarse como 



200

mínimo respecto de cada una de las incumbencias asignadas por 
la Ley a cada área, lo siguiente:

• Avances

• Obstáculos

• Estadísticas

Informe de Planificación: Deberá contener la planificación para el 
año subsiguiente respecto de cada una de las incumbencias asig-
nadas por la Ley a cada área, con la previsión presupuestaria co-
rrespondiente. La comisión Interinstitucional definirá oportuna-
mente los criterios únicos y comparables para la elaboración del 
Informe de Gestión y del Informe de Planificación.

Apartado b) Sin reglamentar.

Apartado c) El Plan Único de Capacitación correspondiente a la 
Ley 2785 implementado mediante Decreto Nº 2291/2012, deberá 
incluir contenidos específicos sobre violencia contra las mujeres, 
a fin de evitar la revictimización de las mismas.

Apartado d) Sin reglamentar.

Apartado e) Consejo Provincial de la Mujer u organismo que en el 
futuro lo reemplace. 

Subapartado 1) El Consejo Provincial de la Mujer llevará a cabo 
jornadas de capacitación y sensibilización dirigidas al público en 
general e instituciones intermedias, elaborando periódicamente 
material gráfico que se utilizará como insumo en dichas capaci-
taciones. El mismo deberá contener el mapa de recursos de cada 
localidad.

Subapartado 2) El sistema de Información permanente se regirá 
de acuerdo a lo establecido en la Ley 2887, “Observatorio de vio-
lencia contra las mujeres”.
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Subapartado 3) El Consejo Provincial de la Mujer realizará al 
menos dos (2) jornadas anuales de intercambio interinstitucional 
de experiencias y prácticas con organizaciones gubernamenta-
les, instituciones educativas y organizaciones de la sociedad civil, 
cuyo trabajo esté relacionado con la violencia contra las mujeres.

Subapartado   4)  Sin reglamentar.

Subapartado 5) El Consejo Provincial de la Mujer brindará ca-
pacitación, asesoramiento y apoyo técnico a los municipios y co-
misiones de fomento para la creación y/o fortalecimiento de los 
Consejos locales de mujeres.

Inciso f) Subsecretaría de Justicia y Derechos Humanos u organis-
mo que en el futuro lo reemplace.

Apartado 1) Los profesionales que integran la Subsecretaría de 
Justicia y Derechos Humanos y de los organismos dependientes 
de la misma, brindarán información y asesoramiento correspon-
diente.

A requerimiento de la víctima, los equipos interdisciplinarios de 
los organismos dependientes de la Subsecretaría de Justicia y De-
rechos Humanos, atenderán a toda mujer víctima de violencia que 
asista al organismo, elaborando un diagnóstico (evaluación de los 
hechos) y pronóstico (factores de riesgo y vulnerabilidad psicoló-
gica, social y jurídica), para luego establecer conjuntamente con la 
víctima el plan de acción a seguir por ella. En todos los casos será 
especial objetivo de la intervención, la promoción de la denuncia 
por la propia víctima y su empoderamiento para sostener en el 
tiempo su participación en el proceso judicial y las medidas de 
protección que se dicten. La derivación a otros organismos del Po-
der Ejecutivo y al Poder Judicial se realizará de conformidad con 
las pautas que establezca el organismo.
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Apartado 2) Sin reglamentar.

Apartado 3) A los efectos de alentar la conformación de espacios 
de formación específica para profesionales del derecho, se articu-
lará con el Consejo Provincial de la Mujer.

Apartado 4) A los efectos de fomentar las investigaciones sobre 
las causas, la naturaleza, la gravedad y las consecuencias de la vio-
lencia contra las mujeres, así como sobre la eficacia de las medidas 
aplicadas para impedirla y reparar sus efectos, se articulará con el 
Consejo Provincial de la Mujer.

Apartado 5) La Dirección Provincial de Población Judicializada u 
organismo que en el futuro la reemplace, en el marco de las inter-
venciones bio-psicosociales que realiza sobre la población en con-
flicto con la ley penal, -intra muros, arrestos domiciliarios, liber-
tad asistida y condicional cuando tome conocimiento sobre una 
situación de violencia, deberá comunicar con carácter obligatorio 
al juzgado de origen que dispuso la medida y coordinar acciones 
con los organismos públicos dependientes del Poder Ejecutivo y 
Judicial correspondientes, que permitan la inclusión en los planes 
y/o programas que se evalúen necesarios para el abordaje de la 
situación de violencia. Cuando la víctima se encuentra privada de 
libertad, deberá darse intervención a la Autoridad de Aplicación a 
fin de poner en conocimiento a la Jefatura de Policía, para que esta 
evalúe el inicio de la investigación sumaria pertinente. 
En todos los casos, la derivación deberá realizarse mediante la 
confección de un informe biopsicosocial y de conformidad con las 
pautas que establezca el organismo. 

Apartado 6) Sin reglamentar. 

Inciso II: Ministerio de Desarrollo Social u organismo que en el 
futuro lo reemplace.
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Apartados a), b), c) y d) Se conformarán los equipos técnicos y 
profesionales necesarios para garantizar el cumplimiento de las 
funciones asignadas por la Ley, quienes realizarán la admisión y 
evaluación correspondiente de las situaciones de violencia contra 
las mujeres, coordinarán y articularán las intervenciones a rea-
lizar con otros organismos con incumbencia en la temática. Será 
prevista la asistencia material y económica inmediata ante la de-
manda puntual en la emergencia, como así también la posterior 
inclusión en los programas de capacitación y financiamiento para 
la inserción laboral de las mujeres. Se implementarán los meca-
nismos administrativos pertinentes, a efectos de agilizar las pres-
taciones. Para la admisibilidad de esta asistencia se deberá contar 
con informe fundado del profesional interviniente.
Se implementará un servicio de guardia, con horario extendido y 
atención permanente.

Se coordinará y articulará con los diferentes municipios el cumpli-
miento de las diversas funciones asignadas; en particular la previ-
sión del recurso humano necesario.

El Ministerio de Desarrollo Social definirá los criterios necesarios 
para la inclusión en los planes y programas de fortalecimiento y 
promoción social y en los planes de asistencia a la emergencia 
dentro de los ciento ochenta (180) días desde la entrada en vigen-
cia del presente decreto.

Inciso III: Secretaría de Educación u organismo de máxima com-
petencia en la materia que en el futuro la reemplace.

Apartado a) Consejo Provincial de Educación.

Subapartado 1) Se promoverá a través de la formación integral 
de las/los docentes, de la elaboración de documentos pedagógicos 
y normativos, el desarrollo de contenidos curriculares para todos 
los niveles y modalidades incluyendo la perspectiva de género, la 
metodología pacífica en la resolución de conflictos, el conocimien-
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to de las leyes y recursos vigentes para detectar, prevenir y contri-
buir a la erradicación de la violencia contra las mujeres. Se incor-
porará en el Proyecto Pedagógico Institucional de los diferentes 
Establecimientos Educativos, el abordaje continuo y planificado 
de la temática violencia contra las mujeres desarrollándose accio-
nes concretas destinadas a la detección, prevención y erradicación 
de la misma, siendo destinatarias/os las/los alumnas/os, las/los 
docentes y la comunidad educativa. 

Subapartado 2) Se desarrollarán acciones, instrumentos y/o 
protocolos que promuevan medidas en el ámbito de los niveles y 
modalidades del sistema educativo articuladas con otras institu-
ciones, para la intervención de la/el docente frente a situaciones 
de violencia contra las mujeres. A través de las Direcciones de Ni-
vel / Modalidades y de su organismo de capacitación, se instruirá 
al personal docente y no docente, en relación al contenido de la 
Ley. Se garantizará en espacios previstos anualmente en el marco 
del Calendario Escolar Único Regionalizado (CEUR), un espacio 
institucional con los/as docentes y con las familias para el trata-
miento de la temática, la detección, prevención y erradicación de 
la violencia contra las mujeres. 

Subapartado 3) Se incorporará en los Institutos de Formación 
Docente y en los Institutos Terciarios la temática de la violencia 
contra las mujeres, en materias afines y en otras, como contenido 
transversal destinado a la formación integral de formadores/as. 

Subapartado 4) A través de personal técnico pedagógico de las 
Direcciones de Nivel y Modalidades, se realizarán acciones anual-
mente y de manera conjunta con las Instituciones Educativas ten-
dientes a la revisión, actualización y selección de libros de textos 
y de recursos didácticos a fin que los mismos incluyan la perspec-
tiva de género, los derechos humanos, la libertad y la igualdad en 
los sujetos y las relaciones interpersonales, promoviendo erradi-
car la violencia en todas sus dimensiones.
El Consejo Provincial de Educación normatizará los mecanismos 
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internos a través de los cuales dará cumplimiento a lo estipula-
do en los presentes subapartados dentro de los noventa (90) días 
desde la entrada en vigencia del presente decreto. 

Inciso IV: Ministerio de Salud u organismo que en futuro lo reem-
place.

Apartado a) Se incorporarán los contenidos mínimos sobre la te-
mática en todos los programas de Atención Primaria de la Salud 
(APS). 

Apartado b) Los protocolos específicos de detección precoz y 
atención de todo tipo y modalidad de violencia contra las mujeres 
serán monitoreados y actualizados periódicamente.

Apartado c) Se garantizará la atención integral con un enfoque in-
terdisciplinario del equipo de salud capacitado en la temática. Se 
considera equipo de salud a todo aquel que trabaje en un servicio 
sanitario, se trate de las/los profesionales (médicos/as, enferme-
ros/as, trabajadores/as sociales, psicólogos/as, obstétricos/as, 
etc.) y de quienes se ocupan del servicio hospitalario (adminis-
trativos/as, maestranza, auxiliares y operativos/as). Los equipos 
interdisciplinarios estarán conformados como mínimo por profe-
sionales médicos/as, psicólogos/as y trabajadores/as sociales.

Apartado d) Se registrarán en el Sistema Informático de Presta-
ciones de Salud (SIPS) del Ministerio de Salud, las mujeres asisti-
das por situaciones de violencia de género.

Apartado e) Se determinará, de acuerdo a las funciones de cada 
efector, la periodicidad, modalidad y niveles de formación a través 
de las capacitaciones específicas y obligatorias destinadas al equi-
po de salud. Se arbitrarán los medios necesarios para la amplia 
difusión de las mismas.
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Inciso V: Subsecretaría de Seguridad Pública y Participación Ciu-
dadana u organismo que en el futuro la reemplace.

Apartado a) En todas las unidades policiales de la Provincia de-
berá haber personal capacitado para recepcionar las denuncias 
con el fin de garantizar y optimizar la atención y posterior deriva-
ción a los distintos servicios que intervienen en la problemática.

Apartado b) La Subsecretaría de Seguridad Pública y Participa-
ción Ciudadana elaborará y aprobará los “Procedimientos Bási-
cos”, específicos e indispensables para la elaboración de los Proto-
colos Policiales destinados a una adecuada atención a las mujeres 
víctimas de violencia en cualquiera de sus formas. Los Protocolos 
Policiales deberán ser elaborados en un plazo no mayor a ciento 
ochenta (180) días una vez aprobados los “Procedimientos Bási-
cos”.

Apartado c) Se elaborará una guía de recursos institucionales, 
por zonas, a efectos que el personal policial interviniente cuente 
con toda la información necesaria para articular inmediatamente 
con las diversas instituciones gubernamentales y organizaciones 
de la sociedad civil.

Apartado d) La Policía de la Provincia del Neuquén incluirá en la 
currícula de los planes de formación policial, en todos los niveles 
y modalidades, una asignatura y/o módulo específico de actuali-
zación permanente sobre derechos humanos de las mujeres y, en 
especial, sobre violencia con perspectiva de género. 

Inciso VI: Secretaría de Trabajo u organismo que en el futuro la 
reemplace. 

Apartados a), b), c) y d) Se conformará dentro del ámbito de la 
Secretaría de Trabajo a los fines de dar cumplimiento con lo es-
tipulado por la Ley, un área con personal formado en la temáti-
ca, destinada a desarrollar acciones de promoción, prevención y 
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atención de la violencia laboral contra las mujeres, actuando de 
manera coordinada con los diversos organismos con incumben-
cias en la materia. Se viabilizará a través del área, las denuncias 
sobre violencia laboral garantizando el resguardo de la identidad 
de la persona y la confidencialidad de los datos aportados de con-
formidad con las pautas que establezca el organismo. 

Inciso VII: Subsecretaría de Prensa u organismo que en el futuro 
la reemplace.

Apartado 1) Se coordinarán las acciones comunicacionales, de-
sarrollando piezas u originales teniendo en cuenta los contenidos 
propuestos por las distintas áreas de gobierno.

Apartado 2) Se coordinarán con el Consejo Provincial de la Mujer 
las capacitaciones que se desarrollen sobre violencia en general y 
desde la perspectiva de género.

Apartado 3) Sin reglamentar.

Apartado 4) Las acciones correspondientes a promover la difu-
sión de campañas publicitarias para prevenir y erradicar la vio-
lencia contra las mujeres, se articularán con la Unidad Ejecutora 
de Responsabilidad Social Empresaria (UERSE) u organismo que 
institucionalmente la reemplace.

CAPÍTULO III - DEL PROCEDIMIENTO JUDICIAL

Artículo 5º: Objeto del procedimiento. El procedimiento que regu-
la este Capítulo tiene por objeto principal el cese de la situación de 
violencia sufrida por la mujer, el restablecimiento de la situación 
de equilibrio conculcada por la violencia, y el refuerzo de la auto-
nomía de la voluntad y la capacidad de decisión de la víctima. 

Reglamentación: Artículo 5º: Sin reglamentar.
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Artículo 6º: Características. El procedimiento debe ser actuado, 
gratuito y aplicando las normas del proceso sumarísimo en todo 
lo que no se oponga a la presente Ley. 

Reglamentación:  Artículo 6º: Sin reglamentar.

Artículo 7º: Presentación de la denuncia. La presentación de la de-
nuncia puede efectuarse ante cualquier juez/a de cualquier fuero 
e instancia, agente fiscal, juez/a de Paz o policía, o cualquier otro 
organismo que se cree al efecto, en forma oral o escrita. Se debe 
guardar reserva de la identidad de la persona denunciante. Aun 
en caso de incompetencia, el/la juez/a o fiscal interviniente debe 
disponer las medidas cautelares que estime pertinentes, y remitir 
lo actuado al/la juez/a competente en el término de veinticuatro 
(24) horas de recibida la denuncia. 

Reglamentación: Artículo 7º: El ingreso de las denuncias debe 
realizarse a través de la Receptoría General de Expediente, sor-
teando el Juzgado pertinente. Las circunscripciones que no cuen-
ten con RGE la asignación de juzgados se efectuará de conformi-
dad a las modalidades de asignaciones de expedientes que tengan 
implementadas. En aquellas localidades que no exista Juzgado de 
Primera Instancia, el/la Juez/a de Paz que reciba la denuncia, en 
caso de urgencia debe disponer las medidas cautelares que estime 
pertinente y remitir lo actuado al Juzgado competente en el térmi-
no de veinticuatro horas. Desde el inicio y hasta la finalización de 
las instancias sometidas a tratamiento de la Oficina receptora se 
deberán adoptar los recaudos necesarios para garantizar la confi-
dencialidad y resguardo de la identidad de los involucrados.

Artículo 8°: De la denuncia. La denuncia no requiere patrocinio le-
trado, pero éste resulta necesario para la sustanciación del juicio. 
A tal efecto, recibidas las actuaciones por el juzgado competen-
te, si la denuncia ha sido presentada sin patrocinio letrado, el/la 
juez/a debe dar intervención inmediata a la Defensoría Oficial de 
turno, quien debe asumir el patrocinio de la víctima en todos los 
casos.
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Reglamentación: Artículo 8º: Para requerir el patrocinio letra-
do se dará intervención al Servicio de Orientación Jurídica de las 
Defensorías Civiles de la ciudad de Neuquén o de Defensoría Ofi-
cial en el caso de las circunscripciones judiciales del interior de la 
provincia, sin perjuicio de las medidas urgentes que se crea con-
veniente adoptar. 

Artículo 9º: Competencia. Para los supuestos de “violencia contra 
la libertad reproductiva”, “violencia obstétrica”, “violencia institu-
cional” y “violencia mediática contra las mujeres”, son competen-
tes los juzgados con competencia en lo civil de la Provincia. Para 
los supuestos de “violencia laboral contra  las mujeres” son com-
petentes los juzgados con competencia en lo laboral de la Provin-
cia. 

Reglamentación: Artículo 9º: Sin reglamentar. 

Artículo 10º: Personas que pueden efectuar la denuncia. Las de-
nuncias pueden ser efectuadas: 

a) Por la mujer que se considere afectada o su representante le-
gal, sin restricción alguna. 

b) Por la niña o adolescente afectada, directamente o a través de 
sus representantes legales, de acuerdo con lo establecido en la 
Ley 2302 y la Ley Nacional 26061 -de Protección Integral de 
los Derechos de las Niñas, Niños y Adolescentes.

c) Cualquier persona, cuando la afectada tenga discapacidad, o 
que por su condición física o psíquica no pudiese formularla. 

d) En los casos de violencia sexual, la mujer que la haya padeci-
do es la única legitimada para hacer la denuncia. Cuando la 
misma fuere efectuada por un tercero, se debe citar a la mujer 
para que la ratifique o rectifique en veinticuatro (24) horas o 
cuando se encuentre en condiciones físicas y emocionales de 
efectuarla. La autoridad judicial competente debe tomar los 
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recaudos necesarios para evitar que la causa tome estado pú-
blico. 

Reglamentación: Artículo 10º: Las denuncias pueden ser efec-
tuadas por: 

a) La mujer que se considere afectada o su representante legal o 
convencional sin restricción alguna. 

b) En el caso que la denunciante sea menor de edad o haya sido 
declarada incapaz o inhabilitada la denuncia se remitirá al Juz-
gado con competencia en Familia, Niñez y Adolescencia en el 
término de un día y sin perjuicio de las medidas urgentes que 
pudiera adoptar el/la Juez/a que recepcione la denuncia. 

c) En casos de violencia sexual o cuando se advierta la posible co-
misión de delito se dará vista urgente del expediente a la Fis-
calía en turno. 

Artículo 11: Obligación de denunciar. La persona que, con moti-
vo o en ocasión de sus tareas en servicios asistenciales, sociales, 
educativos o de salud, en el ámbito público o privado, tome cono-
cimiento de un acto de violencia, tiene la obligación de realizar la 
denuncia. 

Reglamentación: Artículo 11: Sin reglamentar.

Artículo 12: Asistencia protectora. En toda instancia del proceso, 
se admite la presencia de un/a acompañante como ayuda protec-
tora –ad honorem-, con el único objeto de preservar la salud física 
y psicológica de la mujer víctima de violencia. 

Reglamentación: Artículo 12: La presencia del/la acompañante 
se limitará a los fines dispuestos en la norma. Ello, sin perjuicio de 
que la víctima comparezca con patrocinio letrado.
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Artículo 13: Medidas preventivas urgentes. Durante cualquier eta-
pa del proceso, el/la juez/a interviniente puede, de oficio o a pe-
tición de parte, ordenar una (1) o más de las siguientes medidas 
preventivas, de acuerdo con los tipos y modalidades de violencia 
contra las mujeres previstas en los Artículo 5° y 6° de la Ley Na-
cional 26485: 
a) Ordenar la prohibición de acercamiento del denunciado al lu-

gar de residencia, trabajo, estudio, esparcimiento, o a los luga-
res de habitual concurrencia de la mujer que padece violencia. 

b) Ordenar al denunciado que cese en los actos de perturbación 
o intimidación que, directa o indirectamente, realice hacia la 
mujer. 

c) Ordenar la restitución inmediata de los efectos personales a la 
víctima de violencia, si ésta se ha visto privada de los mismos. 

d) Proveer las medidas conducentes a brindar a quien padece o 
ejerce violencia, cuando así lo requieran, asistencia médica o 
psicosocial, a través de los organismos públicos y organizacio-
nes de la sociedad civil con formación especializada en la pre-
vención y atención de la violencia contra las mujeres. 

e) Ordenar medidas de seguridad en el domicilio de la mujer. 
f) Comunicar los hechos de violencia al organismo, institución, 

sindicato, asociación profesional o lugar de trabajo del denun-
ciado. 

g) Ordenar la asistencia obligatoria del denunciado a programas 
reflexivos, educativos o psicosociales, tendientes a la modifi-
cación de conductas violentas. 

h) Ordenar toda otra medida necesaria para garantizar la seguri-
dad de la mujer que padece violencia, hacer cesar la situación 
de violencia y evitar la repetición de todo acto de perturbación 
o intimidación, agresión y maltrato del agresor hacia la mujer. 

Dictada cualquiera de las medidas dispuestas en los incisos a), b) y 
e) se deberá proveer a la víctima de un sistema de alerta georrefe-
renciada y de localización inmediata. A tal fin, la autoridad judicial 
ordenará las medidas necesarias para su implementación.
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Reglamentación: Artículo 13: Las medidas precautorias men-
cionadas en el artículo son sólo enunciativas, pudiendo los/las 
jueces/as disponer otras distintas atendiendo a la naturaleza y 
gravedad del caso. 

Artículo 14: Facultades del/la juez/a. El/la juez/a puede dictar 
más de una (1) medida a la vez, determinando la duración de las 
mismas, de acuerdo con las circunstancias del caso, y debiendo 
establecer un plazo máximo de duración, por auto fundado. 

Reglamentación: Artículo 14: Sin reglamentar.

Artículo 15: Audiencia. El/la juez/a interviniente debe fijar una 
audiencia, la que toma personalmente bajo pena de nulidad, den-
tro de las cuarenta y ocho (48) horas de ordenadas las medidas 
del Artículo 13 de la presente Ley, o si no se adoptara ninguna de 
ellas, desde el momento que tomó conocimiento de la denuncia. El 
presunto agresor está obligado a comparecer bajo apercibimiento 
de ser llevado ante el juzgado con auxilio de la fuerza pública. En 
dicha audiencia, el/la juez/a debe escuchar a las partes por sepa-
rado bajo pena de nulidad y debe ordenar las medidas que estime 
pertinentes. Si la víctima de violencia fuere niña o adolescente, 
debe contemplarse lo estipulado por la Ley 2302 y la Ley Nacional 
26061 -de Protección Integral de los Derechos de las Niñas, Niños 
y Adolescentes-. Quedan prohibidas las audiencias de mediación 
o conciliación.

Reglamentación: Artículo 15: En caso de que la denuncia fuera 
presentada ante organismos distintos del Juzgado, el plazo para 
la fijación de la audiencia se computará a partir de la recepción 
de la denuncia en el Juzgado con competencia en la materia. En el 
supuesto previsto en el Artículo 10 inc. d) el plazo se computará 
a partir de la notificación de la denuncia. Dicha audiencia podrá 
suspenderse por auto fundado y por única vez cuando a criterio 
de/la Juez/a se afecte el derecho constitucional de defensa o prin-
cipio de igualdad de las partes en el proceso o cuando considere 
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necesario contar previamente con los informes previstos por el 
Artículo 16.

Artículo 16: Informes. Siempre que fuere posible, el/la juez/a in-
terviniente puede requerir un informe efectuado por un equipo 
interdisciplinario para determinar los daños físicos, psicológicos, 
económicos o de otro tipo sufridos por la mujer y la situación de 
peligro en la que se encuentre. Dicho informe debe ser remitido en 
un plazo de cuarenta y ocho (48) horas, a efectos de que se pue-
dan aplicar otras medidas, interrumpir o hacer cesar alguna de las 
mencionadas en el Artículo 13º de la presente Ley. El/la juez/a in-
terviniente puede considerar los informes que se elaboren por los 
equipos interdisciplinarios de la Administración Pública sobre los 
daños físicos, psicológicos, económicos o de otro tipo sufridos por 
la mujer y la situación de peligro en la que se encuentre, evitando 
producir nuevos informes que la revictimicen. El/la magistrado/a 
puede considerar informes de profesionales de organizaciones de 
la sociedad civil idóneas en el tratamiento de la violencia contra 
las mujeres. 

Reglamentación: Artículo 16: Sin reglamentar.

Artículo 17: Prueba, principios y medidas. El/la juez/a tiene am-
plias facultades para ordenar e impulsar el proceso, pudiendo dis-
poner las medidas que fueren necesarias para indagar los sucesos, 
ubicar el paradero del presunto agresor y proteger a quienes co-
rran el riesgo de padecer nuevos actos de violencia. En el presente 
procedimiento rige el principio de amplia libertad probatoria para 
acreditar los hechos denunciados, evaluándose las pruebas ofre-
cidas de acuerdo con el principio de la sana crítica. Se consideran 
las presunciones que contribuyan a la demostración de los hechos, 
siempre que sean indicios graves, precisos y concordantes. 

Reglamentación: Artículo 17: Sin reglamentar.



214

Artículo 18: Control del cumplimiento de medidas cautelares. Dic-
tadas las medidas cautelares, el/la juez/a competente debe enviar 
copia certificada de la causa a la Oficina de Violencia creada me-
diante Ley 2212, a fin de que realice el seguimiento del cumpli-
miento de dichas medidas. La Oficina de Violencia debe elevar un 
informe al juez de la causa de manera periódica e inmediatamente 
en caso de verificar un incumplimiento. 

Reglamentación: Artículo 18: La copia de la denuncia se remiti-
rá a la Oficina de Violencia Familiar a los fines de la confección de 
las estadísticas y el/la Juez/a indicará si requiere el control pre-
visto en este artículo.

Artículo 19: Incumplimiento. Ante el incumplimiento de las medi-
das ordenadas, el/la juez/a debe evaluar la conveniencia de modi-
ficar las mismas, pudiendo ampliarlas u ordenar otras. 

Reglamentación: Artículo 19: Sin reglamentar. 

Artículo 20: Sanciones. Frente a un nuevo incumplimiento, y sin 
perjuicio de las responsabilidades civiles o penales que corres-
pondan, el/la juez/a, previo traslado al incumplidor, debe aplicar 
alguna de las siguientes sanciones:
a) Astreintes según aplicación del Artículo 666 bis del Código Ci-

vil.
b) Arresto de hasta cinco (5) días.

Reglamentación: Artículo 20: El traslado al incumplidor será por 
el término de dos (2) días y toda contestación o descargo deberá 
presentarse con patrocinio letrado de conformidad con los recau-
dos previstos por los Artículos 56 y 57 del Código Procesal Civil y 
Comercial de la Provincia del Neuquén. En caso de disponerse la 
sanción de arresto se remitirá oficio a la Jefatura de Policía en la 
Primera Circunscripción y al Departamento de Seguridad en las 
circunscripciones del interior provincial, para que se arbitren los 
medios necesarios para su cumplimiento e informar al Juzgado las 
condiciones y el lugar donde se cumplirá.
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Artículo 21: Desobediencia. En caso de que el incumplimiento 
configure desobediencia reiterada u otro delito, el/la juez/a debe 
poner el hecho en conocimiento del agente fiscal en turno. 

Reglamentación: Artículo 21: Sin reglamentar.

Artículo 22: Apelación. Las resoluciones que concedan, rechacen, 
interrumpan, modifiquen o dispongan el cese de alguna de las 
medidas cautelares o impongan sanciones, son apelables dentro 
del plazo de tres (3) días hábiles. La apelación contra resoluciones 
que concedan medidas preventivas urgentes se concede en rela-
ción y con efecto devolutivo. La apelación contra resoluciones que 
dispongan la interrupción o el cese de tales medidas se concede en 
relación y con efecto suspensivo. 

Reglamentación: Artículo 22: Sin reglamentar.

Artículo 23: Control de eficacia. Durante el trámite de la causa, por 
el tiempo que se juzgue adecuado, el/la juez/a debe controlar la 
eficacia de las medidas y decisiones adoptadas, ya sea a través de 
la comparecencia de las partes al Tribunal, a través de la Oficina de 
Violencia y/o mediante la intervención del equipo interdisciplina-
rio del Poder Judicial, quienes deben elaborar informes inmedia-
tamente acerca de la situación.

Reglamentación: Artículo 23: En las localidades que no sean 
sede el Juzgado competente el control de eficacia de las medidas 
podrá ser delegado en los/las Jueces/as de Paz. 

Artículo 24: Reparación. La parte damnificada puede reclamar la 
reparación civil por los daños y perjuicios, según las normas co-
munes que rigen la materia.

Reglamentación: Artículo 24: El reclamo deberá realizarse me-
diante acción distinta al trámite previsto en la presente ley.
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Artículo 25: Obligaciones de los/as funcionarios/as. Los/as fun-
cionarios/as policiales, judiciales, agentes sanitarios y cualquier 
otro/a funcionario/a público/a a quien acudan las mujeres afec-
tadas tienen la obligación de informar sobre:

a) Los derechos que la legislación le confiere a la mujer que pade-
ce violencia y sobre los servicios gubernamentales disponibles 
para su atención.

b) Cómo y dónde conducirse para ser asistida en el proceso.

c) Cómo preservar las evidencias.

Reglamentación:  Artículo 25: Sin reglamentar.

Artículo 26: Colaboración de organizaciones públicas o privadas. 
El/la juez/a puede solicitar la colaboración de organizaciones o 
entidades públicas o privadas dedicadas a la protección de los de-
rechos de las mujeres, a los efectos de que brinden asistencia por 
los hechos denunciados. 

Reglamentación:  Artículo 26: Sin reglamentar.

Artículo 27: Exención de cargas. Las actuaciones fundadas en la 
presente Ley están exentas del pago de sellado, tasas, depósitos y 
cualquier otro impuesto.

Reglamentación: Artículo 27: La gratuidad del trámite implica 
que todas las actuaciones quedarán eximidas del pago de sellados, 
tasas, depósitos o cualquier otro impuesto o arancel que pudieran 
cobrar las entidades receptoras.
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CAPÍTULO IV - DISPOSICIONES FINALES

Artículo 28: El Poder Ejecutivo y el Poder Judicial deben realizar 
las previsiones presupuestarias necesarias para garantizar la im-
plementación de lo ordenado en la presente Ley.

Reglamentación: Artículo 28: Las partidas presupuestarias para 
el cumplimiento de la presente Ley serán previstas anualmente en 
la ley de presupuesto. Los Ministerios del Poder Ejecutivo deberán 
realizar las previsiones presupuestarias específicas de conformi-
dad con las funciones asignadas por la ley que se reglamenta.

Artículo 29: Invitase a los municipios a dictar normas similares a 
la presente Ley.

Reglamentación: Artículo 29: Sin reglamentar.

Artículo 30: La presente Ley entrará en vigencia a partir de los 
noventa (90) días de su publicación en el Boletín Oficial. Regla-
mentación: Artículo 30: Sin reglamentar.

Artículo 31: Comuníquese al Poder Ejecutivo. 

Reglamentación:  Artículo 31: Sin reglamentar. 
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 En este primer estadío de la “Oficina 
de la Mujer de Neuquén”, ofrecemos esta 
obra, que se limita a compendiar en un 
solo volumen, algunos instrumentos 
normativos referidos a los Derechos 
de las Mujeres, a saber: 1) Convención 
sobre la Eliminación de todas las formas 
de Discriminación contra la Mujer, 2) 
Protocolo Facultativo de la Convención 
sobre la Eliminación de todas las formas 
de Discriminación contra la Mujer, 3) Recomendación General Nº12 
(Octavo Período De Sesiones, 1989), 4) Recomendación General 
Nº 19 (11º Período de Sesiones, 1992), 5) Recomendación Nº28, 6) 
Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erradicar la 
Violencia contra la Mujer “Convención De Belem Do Para”, 7) 100 Reglas 
de Brasilia sobre Acceso a la Justicia de las Personas en Condición de 
Vulnerabilidad, 8) Ley de Protección Integral a las Mujeres, Nº26.485, 
9) Protección Integral para Prevenir, Sancionar y Erradicar la Violencia 
Contra las Mujeres Nº2786, 10) Decreto Reglamentario Nº2305/15, 
Reglamentario de la Ley Provincial Nº2786.
 Esta publicación se proyecta como una herramienta de 
divulgación de los derechos fundamentales de las mujeres. Pues, sin 
conocer la sustancia de las normas más importantes, su aplicación 
material se torna una abstracción y su vigencia se diluye y extiende 
en el tiempo. Por ello, esta compilación conlleva como pretensión 
profundizar el conocimiento de aquellos instrumentos normativos 
que rigen en la actualidad, desde el contexto internacional hasta el 
ordenamiento local. 
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